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Señores,  

JUZGADO NOVENO (09º) ADMINISTRATIVO DE POPAYAN (C) 

admin09ppn@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA Y DEL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA 

MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA 

DEMANDANTE:  AIDA MILENA DORADO RUIZ Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL –

EJERCITO NACIONAL Y OTROS 

LL. EN GARANTÍA: SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y OTROS 

RADICACIÓN:  19001-33-33-009-2022-00099-00   

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, vecino de Cali, identificado con la cédula 

de ciudadanía No. 19.395.114 expedida en Bogotá D.C., abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta 

Profesional No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de apoderado 

general de la compañía SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., sometida a control y vigilancia de la 

Superintendencia Financiera de Colombia, con domicilio principal en la Avenida Carrera 9 # 101-67 

Piso 7 de la ciudad de Bogotá D.C., conforme se acredita con el certificado de existencia y 

representación legal adjunto, encontrándome dentro del término legal, comedidamente procedo a 

CONTESTAR LA DEMANDA propuesta por la señora AIDA MILENA DORADO RUIZ Y OTROS 

en contra de la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL –EJERCITO 

NACIONAL Y OTROS. Así mismo, CONTESTAR EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA formulado 

por la COOPERATIVA SUPERTÁXIS DEL SUR LTDA a mi representada, para que en el momento 

en que se vaya a definir el litigio se tengan en cuenta los hechos y precisiones que se hacen a 

continuación, anticipando que me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, 

así como las que contiene el llamamiento en garantía que nos ocupa, en los siguientes términos: 

 

I. OPORTUNIDAD 

 

El Auto No. 1372 del ocho (08) de noviembre de dos mil veinticuatro (2024) por medio del cual se 

resolvió, entre otras cosas, admitir el llamamiento en garantía formulado por la COOPERATIVA 

SUPERTÁXIS DEL SUR LTDA a SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. dentro del proceso del radicado 

fue notificado de manera personal mediante correo electrónico el día 10 de diciembre de 2024.  

 

De conformidad con el artículo 225 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo1, los quince (15) días de traslado del llamamiento en garantía corren de la siguiente 

forma: 11, 1223, 13, 16, 18 y 19 de diciembre de 2024 y 13, 14, 15, 16, 17, 20, 21, 22, 23, 24 y 27 

 
1 “Artículo 225. Llamamiento en garantía. Quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un tercero la reparación integral del 
perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la 
citación de aquel, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación. 
El llamado, dentro del término de que disponga para responder el llamamiento que será de quince (15) días , podrá, a su vez, 
pedir la citación de un tercero en la misma forma que el demandante o el demandado. (…)” (énfasis añadido) 
2“Artículo 205. Notificación por medios electrónicos. La notificación electrónica de las providencias se someterá a las siguientes reglas: 
1. La providencia a ser notificada se remitirá por el Secretario al canal digital registrado y para su envío se deberán utilizar los mecanismos 
que garanticen la autenticidad e integridad del mensaje.  
2. La notificación de la providencia se entenderá realizada una vez transcurridos dos (2) días hábiles siguientes al envío del 
mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación . (…)” (énfasis añadido). 
3 Artículos 1º y 8º de la Ley 2213 de 2022.  
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de enero de 20254. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, la presente contestación de la demanda y del llamamiento en 

garantía realizada por SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. se radica en tiempo y de manera oportuna 

dentro del término legalmente conferido. 

 

II. CAPÍTULO I. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

2.1. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 

2.1.1. FRENTE AL HECHO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.2. FRENTE AL HECHO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.3. FRENTE AL HECHO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.4. FRENTE AL HECHO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.5. FRENTE AL HECHO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.6. FRENTE AL HECHO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.7. FRENTE AL HECHO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

 
4 Dentro del término conferido para contestar la demanda y el llamamiento en garantía no se contempla el 17 de diciembre de 2024 (día 
de la Rama Judicial) y los días comprendidos entre el 20 de diciembre de 2024 y el 10 de enero de 2025 (vacancia judicial) de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 31 de 1971 y el Decreto 2766 de 1980 - artículo 7º del Decreto 3701 de 1985. 
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Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.8. FRENTE AL HECHO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, hay que decir, desde este momento, que los demandantes no han 

acreditado, de conformidad con la jurisprudencia del H. Consejo de Estado, la relación de 

hijo de crianza respecto de Alexander Gómez Narváez. Sobre el particular, debe recordarse 

que el alto tribunal de lo contencioso administrativo ha dicho lo siguiente:  

 

“Tratándose de una relación de hecho, son las expresiones públicas y 

privadas que esa relación se hagan, el elemento de convicción que ha de 

traerse al proceso para acreditar la aducida condición, sin que exista tarifa 

legal o solemnidad alguna que regule la materia. Tal relación debe probarse 

mediante elementos indiciarios traídos por algún instrumento de memoria al 

proceso, de la vida cotidiana de los sujetos en relación, que den cuenta de 

una forma de trato entre sus extremos, de sus actuaciones públicas y 

privadas, asimilable a la que, conforme a la experiencia, se prodigan que 

actúan como en la generalidad lo hacen los padres con sus hijos biológicos 

y viceversa. Dicho trato debe trascender al universo social en el que se 

desenvuelve tal relación, de manera tal que se genere la convicción en ese 

medio, de la existencia de una comunidad de familia en la que, para el caso, 

James Alberto Ramírez, sea reputado como padre de Andrea Stephania 

Henao Quiñonez. Tales manifestaciones de afecto filial deben difundirse, no 

sólo en el ámbito social, sino en el tiempo.  

 

Sobre el particular la jurisprudencia de la Subsección ha tomado como 

referente temporal de la duración que deben tener ese trato y esa 

reputación, para que constituya un indicio de la relación de crianza, el 

lapso de cinco (5) años que conforme al artículo 398 del código civil se 

exigen para la acreditación de la posesión notoria del estado civil de 

hijo.  

 

En caso similar se ha dicho sobre la necesidad de probar que el padre 

“durante el término mínimo de 5 años, se haya comportado como tal, 

proveyendo para la subsistencia, educación, manutención o 

establecimiento del hijo (trato) presentándolo con este carácter ante la 

familia y la sociedad, que a su vez le reputará y reconocerá el carácter 

de hijo, y así el hijo le reconozca y se comporte frente al padre5.”6 

(énfasis añadido). 

 

 
5 Consejo de Estado, Sección tercera, Subsección C Sentencia de 12 de noviembre de 2014, Expediente 29.139. 
6 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección C. Sentencia del 8 de octubre de 2021. 
Consejero Ponente: Jaime Enrique Rodríguez Navas. Radicado No. 76001-23-31-000- 2008-01161-01(46924) 
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De igual forma, en sentencia del 24 de julio de 20247, el H. Consejo de Estado con ponencia 

del Consejero Jaime Enrique Rodríguez Navas recordó que el hecho de que la jurisprudencia 

constitucional admita nuevos tipos de familia, no significa, de ninguna manera, que los 

demandantes estén revelados de probar las relaciones afectivas entre ellos con miras a 

probar la existencia de un perjuicio moral:  

 

“Al punto, esta subsección observará la jurisprudencia de la Sección Tercera 

de esta Corporación en cuanto ha admitido que la familia “no sólo se 

estructura de forma vertical, es decir, no sólo surge de los vínculos naturales 

y jurídicos entre dos personas (…)”, sino que también puede ser analizada 

de forma extensiva a los demás parientes, sean estos consanguíneos o de 

crianza. En tal sentido, amplía el concepto de familia, “no sólo a la condición 

derivada del matrimonio y los vínculos de consanguinidad, sino también a 

aquella conformada por relaciones de afinidad, crianza, parentesco por 

adopción, o simplemente por la decisión libre de dos personas de crear un 

lazo afectivo”.  

 

Con todo, para ser catalogado como familiar de crianza es necesario cumplir 

ciertos presupuestos establecidos por la Corte Constitucional, la Corte 

Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, que se fundamentan en la 

solidaridad, el reemplazo de la figura paterna, materna o, para el caso, del 

abuelo; la dependencia económica generada entre ellos; los vínculos de 

afecto, respeto, comprensión y protección y; el reconocimiento de la relación 

familiar, requisitos que deberán ser analizados por los jueces que conozcan 

de aquellos casos en los que una persona desee adquirir un derecho en tal 

calidad.  

 

Es así que para que pueda reclamarse un derecho ante la administración de 

justicia en condición de familiar de crianza, según la jurisprudencia, se 

requiere: demostrar con suficiencia la estrecha relación familiar con los 

presuntos familiares de crianza y una deteriorada y ausente relación de 

lazos familiares con los biológicos. Bajo estas consideraciones, se tiene que 

en este caso no se aportó con la demanda ningún medio de prueba tendiente 

a acreditar: i) la existencia real y permanente de la convivencia entre María 

Aurora Mozo y Fidel Rozo y, ii) por contera, tampoco la estrecha relación 

familiar entre el señor Rozo y Nikol Ludwika Beltrán Martínez, toda vez que 

de las declaraciones rendidas por Luis Alfonso Camacho Fontecha, Gladys 

Gutiérrez Rodríguez, Esteban Bello Lasso y Yinet Villegas Losada, no es 

dable concluir que entre los demandantes y el señor Rozo existía un vínculo 

afectivo que permitiera presumir tal hecho, y menos aún la deteriorada o 

ausente relación de los lazos familiares de Nikol Ludwika Beltrán Martínez 

con su abuelo biológico o, en su defecto los de Luz Hayda Martínez Mozo 

con su padre biológico.  

 
7 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN C Magistrado 
Ponente: JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de julio de dos mil veinticuatro (2024) Radicado número: 
50001-23-31-000-2010-00538-01 (63068) Demandante: Luz Hayda Martínez Mozo y otros Demandado: Departamento del Meta, 
Municipio de Acacías Referencia: Acción de reparación directa – CCA 
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En definitiva, el hecho de que la jurisprudencia haya aceptado la 

existencia de distintos tipos de familia, no significa en modo alguno 

“que en la órbita de la responsabilidad estatal y en el proceso de 

reparación directa, la parte accionante, quede relevada de demostrar el 

lazo que lo une con la víctima”, así, tras no encontrarse acreditado con 

base en material probatorio sólido y consistente la invocada categoría 

de abuelo de crianza, no se tendrá como legitimado en la causa por 

activa a Fidel Rozo.” (subrayado y negritas propias).  

 

En ese sentido, los demandantes pertenecientes al grupo familiar de la señora Aida Milena 

Dorado Ruiz no han acreditado que ellos durante el término mínimo de cinco (5) años se 

hayan comportado como padres de Alexander Gómez Narváez, esto es, proveyendo para 

su subsistencia, educación, manutención o establecimiento de hijo (trato) presentándolo con 

este carácter ante la familia y la sociedad. 

 

2.1.9. FRENTE AL HECHO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.10. FRENTE AL HECHO DÉCIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, debe reiterarse lo expuesto al momento de contestar el hecho octavo 

de la demanda y esto es que los demandantes Aida Milena Dorado y Pedro Nel Silva no han 

probado ser los padres de crianza del menor Alexander Gómez Narváez.  

 

2.1.11. FRENTE AL HECHO UNDÉCIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, debe recordarse que la posesión, conforme a la definición 

contemplada por el legislador en el artículo 762 del Código Civil8, debe probarse por hechos 

positivos de aquellos a que sólo da derecho el dominio, como el corte de maderas, la 

construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o sementeras y otros de igual 

significación9, circunstancias que no han sido probadas por la demandante Aida Milena 

Dorado Ruiz respecto del lote ubicado en la vereda Parraga del Municipio de Rosas (Cauca).  

 

 
8 ARTÍCULO 762. <DEFINICION DE POSESION>. La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño, 
sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de é l. 
El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo. 
9 ARTÍCULO 981. <PRUEBA DE LA POSESION DEL SUELO>. Se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos de aquellos 
a que sólo da derecho el dominio, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o 
sementeras, y otros de igual significación, ejecutados sin el consentimiento del que disputa la posesión. 
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2.1.12. FRENTE AL HECHO DUODÉCIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.13. FRENTE AL HECHO DECIMOTERCERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, debe manifestarse, al igual que lo hizo el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. en su contestación a la demanda, que el supuesto 

informe elaborado por la Secretaría de Planeación y Obras Públicas de la Alcaldía de Rosas 

– Cauca no puede constituirse como prueba pericial, ni valorarse como dicho medio 

probatorio, pues es una simple verificación de los hechos sin un método de estudio claro 

que en todo caso no ha sido objeto de contradicción y debate dentro de este proceso.  

 

2.1.14. FRENTE AL HECHO DECIMOCUARTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.15. FRENTE AL HECHO DECIMOQUINTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno 

al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.16. FRENTE AL HECHO DECIMOSEXTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno 

al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.17. FRENTE AL HECHO DECIMOSÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.18. FRENTE AL HECHO DECIMOCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno 

al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 
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2.1.19. FRENTE AL HECHO DECIMONOVENO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.20. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.21. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.22. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.23. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.24. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.25. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.26. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 
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2.1.27. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.28. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.29. FRENTE AL HECHO VIGÉSIMO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, se debe manifestar, al igual que lo hiciera el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. en su contestación a la demanda, que no se observa 

ninguna prueba documental que acredite la existencia del establecimiento comercial 

mencionado en el hecho vigésimo noveno, o la supuesta propiedad que alega el señor Pedro 

Nel Silva sobre el mismo.  

 

2.1.30. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al 

giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.31. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, una vez revisadas las pruebas documentales obrantes dentro del 

expediente, en especial, las aportadas con la demanda, no se observa ninguna que acredite 

la existencia del crédito bancario que se menciona en el hecho trigésimo primero, por lo que 

se debe concluir la inexistencia de dicha obligación crediticia de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 225 del Código General del Proceso, aplicable a la presente 

controversia en virtud de los artículos 211 y 306 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, que prevé lo siguiente:  
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“ARTÍCULO 225. LIMITACIÓN DE LA EFICACIA DEL TESTIMONIO. La 

prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija como 

solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato. 

 

Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o 

convención, o el correspondiente pago, la falta de documento o de un 

principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio 

grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las 

circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su 

valor y la calidad de las partes justifiquen tal omisión.” (subrayado y negritas 

propias).  

 

En la medida en que no se aporta ninguna prueba documental o siquiera un principio de 

prueba por escrito respecto del crédito bancario que se menciona en el hecho trigésimo 

primero, el despacho deberá tener tal circunstancia como un indicio grave de la inexistencia 

de la respectiva deuda.  

 

2.1.32. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.33. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, debe recordarse que, de conformidad con la Ley 54 de 1990 “por la 

cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros 

permanentes”, la unión marital de hecho sólo puede ser declarada por el mutuo 

consentimiento mediante escritura pública ante notario público, por manifestación expresa 

mediante acta suscrita en un centro de conciliación y por sentencia judicial, documentos que 

no obran dentro del expediente y por ende resulta imposible colegir la existencia de tal unión 

entre la señora María Antonia Gómez Silva y Evar Cruz Sarria.  

 

2.1.34. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.35. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
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Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.36. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.37. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.38. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.39. FRENTE AL HECHO TRIGÉSIMO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.40. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, debe manifestarse, al igual que lo hizo el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. en su contestación a la demanda, que el supuesto 

informe elaborado por la Secretaría de Planeación y Obras Públicas de la Alcaldía de Rosas 

– Cauca no puede constituirse como prueba pericial, ni valorarse como dicho medio 

probatorio, pues es una simple verificación de los hechos sin un método de estudio claro 

que en todo caso no ha sido objeto de contradicción y debate dentro de este proceso.  

 

2.1.41. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 
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2.1.42. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

2.1.43. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

2.1.44. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.45. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, debe manifestarse, al igual que lo hizo el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. en su contestación a la demanda, que el supuesto 

informe elaborado por la Secretaría de Planeación y Obras Públicas de la Alcaldía de Rosas 

– Cauca no puede constituirse como prueba pericial, ni valorarse como dicho medio 

probatorio, pues es una simple verificación de los hechos sin un método de estudio claro 

que en todo caso no ha sido objeto de contradicción y debate dentro de este proceso.  

 

2.1.46. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, debe recordarse que, de conformidad con la Ley 54 de 1990 “por la 

cual se definen las uniones maritales de hecho y régimen patrimonial entre compañeros 

permanentes”, la unión marital de hecho sólo puede ser declarada por el mutuo 

consentimiento mediante escritura pública ante notario público, por manifestación expresa 

mediante acta suscrita en un centro de conciliación y por sentencia judicial, documentos que 

no obran dentro del expediente y por ende resulta imposible colegir la existencia de tal unión 

entre la señora Sara Gabriel Cruz Gómez y William Arvey Rosales Rosero.  
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2.1.47. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.48. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.49. FRENTE AL HECHO CUADRAGÉSIMO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.50. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.51. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

2.1.52. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

2.1.53. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

No obstante lo anterior, debe manifestarse, al igual que lo hizo el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. en su contestación a la demanda, que el supuesto 

informe elaborado por la Secretaría de Planeación y Obras Públicas de la Alcaldía de Rosas 

– Cauca no puede constituirse como prueba pericial, ni valorarse como dicho medio 
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probatorio, pues es una simple verificación de los hechos sin un método de estudio claro 

que en todo caso no ha sido objeto de contradicción y debate dentro de este proceso.  

 

2.1.54. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.55. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.56. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.57. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

2.1.58. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.59. FRENTE AL HECHO QUINCUAGÉSIMO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, una vez revisado el expediente, se observa que el documento de 

compraventa mencionado en el hecho quincuagésimo noveno de la demanda corresponde 

a un documento privado, por lo que corresponde recordar que, de conformidad con el artículo 

1857 del Código Civil10, la compra sobre un bien raíz o inmueble se perfecciona mediante la 

escritura pública, circunstancia que no se acredita para el caso en concreto.  

 
10 ARTICULO 1857. <PERFECCIONAMIENTO DEL CONTRATO DE VENTA>. La venta se reputa perfecta desde que las partes han 
convenido en la cosa y en el precio, salvo las excepciones siguientes: 
 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

ADPM 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 14 | 77 

 

 

En el anterior sentido, se tiene que el artículo 225 del Código General del Proceso11, 

aplicable a la presente controversia en virtud de los artículos 211 y 306 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, dispone que “La prueba 

de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o 

validez de un acto o contrato.”, en la medida en que el señor Rigoberto Montes Abella no 

aporta la prueba documental – escritura pública – que acredita la existencia de la 

compraventa mencionada en el hecho quincuagésimo noveno, dicho negocio jurídico se 

debe tener por inexistente con las consecuencias que todo ello implica.  

 

2.1.60. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno 

al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

No obstante lo anterior, debe manifestarse, al igual que lo hizo el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. en su contestación a la demanda, que el supuesto 

informe elaborado por la Secretaría de Planeación y Obras Públicas de la Alcaldía de Rosas 

– Cauca no puede constituirse como prueba pericial, ni valorarse como dicho medio 

probatorio, pues es una simple verificación de los hechos sin un método de estudio claro 

que en todo caso no ha sido objeto de contradicción y debate dentro de este proceso.  

 

2.1.61. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.62. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.63. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 
La venta de los bienes raíces y servidumbres y la de una sucesión hereditaria, no se reputan perfectas ante la ley, mientras no se ha 
otorgado escritura pública. 
 
Los frutos y flores pendientes, los árboles cuya madera se vende, los materiales de un edificio que va a derribarse, los materiales que 
naturalmente adhieren al suelo, como piedras y sustancias minerales de toda clase, no están sujetos a esta excepción. 
 
11 ARTÍCULO 225. LIMITACIÓN DE LA EFICACIA DEL TESTIMONIO. La prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley exija 
como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato. 
 
Cuando se trate de probar obligaciones originadas en contrato o convención, o el correspondiente pago, la falta de documento o de un 
principio de prueba por escrito, se apreciará por el juez como un indicio grave de la inexistencia del respectivo acto, a menos que por las 
circunstancias en que tuvo lugar haya sido imposible obtenerlo, o que su valor y la calidad de las partes justifiquen tal omisión. 
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2.1.64. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.65. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.66. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO SEXTO: No le consta a mi procurada por ser un hecho 

ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, al igual que se menciona por parte del apoderado de la Cooperativa 

Supertaxis del Sur Ltda. al momento de contestar la demanda, no existe ninguna prueba 

que demuestre que hubiesen existido explosivos acondicionados en el vehículo de servicio 

público, pues debe recordarse que el resultado de la investigación está determinada por la 

Fiscalía General de la Nación a través de su Delegada.  

 

2.1.67. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, debe recordarse que el apoderado de la Policía Nacional al momento 

de contestar la demanda, manifestó lo siguiente: “NO ES CIERTO que en el sector del 

corregimiento de Parraga, jurisdicción del municipio de Rosas haya un retén militar 

permanente y tampoco está probado de que para el día 17 de febrero de 2020 dicho 

explosivo haya sido dirigido contra la Policía Nacional de acuerdo a los hechos.” 

 

2.1.68. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.69. FRENTE AL HECHO SEXAGÉSIMO NOVENO: No es un hecho, resulta ser una apreciación 

subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar el hecho 

sexagésimo noveno de la demanda.  
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En este punto, corresponde recordar de la mano del profesor Hernán Fabio López Blanco 

que afirmaciones como las realizadas por el extremo activo de la presente litis son contrarias 

a la técnica procesal y a la exigencia de unos hechos claros y concretos, sobre el particular 

menciona lo siguiente el tratadista en cuestión:  

 

“En el aparte de los hechos no cabe, dentro de una estricta técnica procesal, 

realizar apreciaciones subjetivas acerca de posibles formas de ocurrencia 

de lo que se quiere probar, como tampoco interpretaciones legales de 

ciertas disposiciones, errores éstos que se observan frecuentemente en 

las demandas. Ciertamente, debe realizarse un escueto relato de los hechos 

tal como se afirma ocurrieron, tratando, en lo posible, evitar todo matiz 

subjetivo en su redacción, pues se debe tener siempre presente que lo 

que se va a hacer en el proceso es precisamente probar ante el juez cómo 

ocurrieron las circunstancias relatadas en el acápite de los hechos.”12 

(subrayado y negritas propias). 

 

No obstante lo anterior, debe recordarse, como lo mencionara el apoderado de la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. al momento de contestar la demanda, que no existe 

alguna regulación que obligue a las empresas de transporte a registrar y/o inspeccionar las 

pertenencias de los pasajeros, además de las circunstancia de que no se ha probado el 

acondicionamiento de este tipo de materiales explosivos como se afirma injustificadamente 

en la demanda.   

 

2.1.70. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno 

al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.71. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.72. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser 

un hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del 

Código General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho 

que alega. 

 

2.1.73. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

 
12 López Blanco, H. F. (2019). Código general del proceso. Parte general. Dupre Editores Ltda. Pág. 518. 
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Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.74. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.75. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO QUINTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.76. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO SEXTO: No es un hecho, resulta ser una 

apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar 

el hecho septuagésimo sexto de la demanda. 

 

2.1.77. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.78. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO OCTAVO: No es un hecho, resulta ser una 

apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar 

el hecho septuagésimo octavo de la demanda. 

 

2.1.79. FRENTE AL HECHO SEPTUAGÉSIMO NOVENO: No es un hecho, resulta ser una 

apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar 

el hecho septuagésimo noveno de la demanda. 

 

2.1.80. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO: No es un hecho, resulta ser una apreciación subjetiva 

realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar el hecho octogésimo 

de la demanda. 

 

2.1.81. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.82. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO SEGUNDO: No es un hecho, resulta ser una 

apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar 

el hecho octogésimo de la demanda. 
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No obstante lo anterior, una vez revisadas las pruebas documentales obrantes dentro del 

expediente, en especial las aportadas por la Terminal de Transportes de Pasto S.A. junto 

con su contestación a la demanda, se observa la prueba de alcoholemia realizada al 

conductor (q.e.p.d) Juan Fernando Villota Chiltan, expedida por el Consorcio Gremial 

Transportador, a las 15:15 horas, arrojando como resultado negativo y saliendo de las 

instalaciones de la Terminal a las 15:39 horas. 

 

2.1.83. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO TERCERO: No es un hecho, resulta ser una 

apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar 

el hecho octogésimo tercero de la demanda. 

 

2.1.84. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO CUARTO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.85. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO QUINTO: No es un hecho, resulta ser una apreciación 

subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar el hecho 

octogésimo quinto de la demanda. 

 

2.1.86. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO SEXTO: No es un hecho, resulta ser una apreciación 

subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar el hecho 

octogésimo sexto de la demanda. 

 

2.1.87. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO SÉPTIMO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.88. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO OCTAVO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.89. FRENTE AL HECHO OCTOGÉSIMO NOVENO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.90. FRENTE AL HECHO NONAGÉSIMO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno 

al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 
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Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

2.1.91. FRENTE AL HECHO NONAGÉSIMO PRIMERO: No es un hecho, resulta ser una 

apreciación subjetiva realizada por el apoderado de la parte actora al momento de redactar 

el hecho nonagésimo primero de la demanda. 

 

2.1.92. FRENTE AL HECHO NONAGÉSIMO SEGUNDO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

2.1.93. FRENTE AL HECHO NONAGÉSIMO TERCERO: No le consta a mi procurada por ser un 

hecho ajeno al giro ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código 

General del Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que 

alega. 

 

No obstante lo anterior, revisadas las pruebas documentales obrantes dentro del expediente, 

se observa la constancia No. 39 expedida por la Procuraduría 73 Judicial I para Asuntos 

Administrativos de Popayán (C) que da cuenta de la conciliación extrajudicial radicada por 

Aida Milena Dorado Ruiz y Otros en contra de las ahora demandadas.  

 

2.2. PRONUNCIAMIENTO FRENTE AL ACÁPITE DE PRETENSIONES 

 

2.2.1. A LA PRETENSIÓN PRIMERA (DECLARATIVA): Respetuosamente manifiesto que, ME 

OPONGO rotundamente a la declaratoria de responsabilidad administrativa y patrimonial 

pretendida por los actores, porque tal y como se ahondará en el acápite de excepciones, no 

se encuentran probados todos y cada uno de los presupuestos de responsabilidad 

extracontractual de las demandadas, sino que, contrario a lo afirmado en la demanda, se 

encuentra acreditada una causal de exoneración de su responsabilidad como lo es el hecho 

de un tercero, debido a que resulta claro que los supuestos daños que sufrieron las víctimas 

directas ocurrieron como consecuencia del actuar malintencionado de terceros que no 

resulta imputable de ninguna forma a la parte pasiva de este litigio y que además fue 

imprevisible e irresistible.  

 

Además de lo anterior, debe tenerse en cuenta la manifiesta falta de legitimación en la causa 

por pasiva respecto de la Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda., pues lo cierto es que dicha 

empresa de transporte público no tenía la competencia para el mantenimiento del orden 

pública en la zona donde ocurrieron los hechos y tampoco la función – constitucional y legal 

– de realizar inspecciones y/o registros en el equipaje de mano de los usuarios.  

 

2.2.2. A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO 

rotundamente a que se profiera una condena en contra del extremo pasivo de esta litis, pues 

resulta claro que ante la presencia de una causa extraña como lo es el hecho de un tercero, 
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no se puede ordenar el reconocimiento y pago de perjuicios materiales y/o inmateriales a 

los demandantes.  

 

2.2.3. A LA PRETENSIÓN TERCERA: Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO 

rotundamente a que se profiera una condena en contra del extremo pasivo de esta litis, pues 

resulta claro que ante la presencia de una causa extraña como lo es el hecho de un tercero, 

no se puede ordenar el reconocimiento y pago de perjuicios materiales y/o inmateriales a 

los demandantes. 

 

2.2.4. A LA PRETENSIÓN TERCERA (DAÑO EMERGENTE AIDA MILENA DORADO RUIZ Y 

PEDRO NEL SILVA): Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al 

reconocimiento y pago del daño emergente que se solicita en favor de los señores Aida 

Milena Dorado Ruiz y Pedro Nel Silva por la casa de habitación y muebles enseres por varias 

razones a saber: (i) primero, porque el perjuicio material solicitado de ninguna forma puede 

ser imputable a la conducta desplegada por la Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda., pues 

resulta claro que los hechos sub judice acaecieron como consecuencia del hecho exclusivo 

y determinante de un tercero, actos que valga la pena reiterar fueron imprevisible e 

irresistibles; (ii) segundo, porque el daño material solicitado a título de daño emergente se 

encuentra tasado de forma excesiva y no existe prueba alguna que la casa de habitación y 

muebles enseres de los demandantes tuvieran un valor de 400 salarios mínimos legales 

mensuales vigentes; y (iii) porque no existe ninguna prueba dentro del plenario que acredite 

la propiedad, posesión y/o tenencia de los demandantes sobre los bienes inmuebles y 

muebles indicados. En ese sentido, debe recordarse que el H. Consejo de Estado ha 

establecido la necesidad de acreditar el derecho de dominio mediante los documentos 

idóneos y conducentes como lo son la escritura pública y/o el certificado de tradición para 

los bienes inmuebles. Así, por ejemplo, en la sentencia del 13 de mayo de 201413 con 

ponencia del Consejero Mauricio Fajardo Gómez se dijo lo siguiente: 

 

“Ahora bien, para acreditar los derechos reales sobre bienes inmuebles, 

según la jurisprudencia actual de la Sección Tercera del Consejo de Estado, 

se requiere necesariamente el aporte –en la forma y con los requisitos que 

disponga la ley para estos efectos- necesario del título y modo que exija el 

ordenamiento, de modo tal que ante la no acreditación de alguno de los 

elementos enunciados, se entenderá que la propiedad no se encuentra 

acreditada.  

 

Así las cosas, tratándose, por ejemplo y como ocurre en este caso, de la 

acreditación de la propiedad sobre un bien inmueble, cuyo título lo constituya 

un contrato de compraventa, en los términos de la posición actual de esta 

Corporación, quien acuda al proceso en calidad de titular de ese derecho de 

dominio, deberá aportar la correspondiente escritura pública –título-, en los 

términos del artículo 1857 del Código Civil y la constancia de la inscripción 

de ese título en la oficina de Registro de Instrumentos Públicos –modo-, de 

 
13 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SALA PLENA Consejero ponente: 
MAURICIO FAJARDO GOMEZ Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil catorce (2014) Radicación número: 76001-23-31-000-1996-
05208-01(23128) Actor: ANGELA MARLENY SALAZAR DE COBO Y OTROS Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA 
NACIONAL Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA 
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manera que ante la ausencia de cualquiera de los referidos documentos no 

se entenderá probada la propiedad y, por consiguiente deberá declararse la 

ausencia de legitimación en la causa por activa cuando sea el demandante 

el que hubiere acudido al proceso en calidad de propietario sobre un predio.  

 

No obstante lo anterior, un análisis profundo de los antecedentes, 

características, finalidades y alcances del Sistema de Registro Inmobiliario 

en Colombia, permite llegar a una conclusión distinta de la sostenida 

actualmente por la jurisprudencia, en el sentido de que con sólo el aporte 

del certificado expedido por el Registrador de Instrumentos Públicos, resulta 

suficiente para acreditar la propiedad sobre el bien inmueble objeto de 

debate, para efectos de la legitimación en causa por activa, tratándose de 

un proceso que se adelanta ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo.  

 

En este sentido, un nuevo estudio de las normas vigentes a la fecha en que 

ocurrieron los hechos que dieron origen a la demanda del presente proceso 

y de la normativa recientemente expedida, dan lugar, de manera clara y 

evidente, a la aplicación de una nueva tesis jurídica que se acompasa con 

los desarrollos que en materia registral imperan en el mundo jurídico. 

(…)  

En consecuencia, para la Sala, un nuevo análisis de las normas que regulan 

la forma como se adquieren y se transmiten los derechos reales -entre ellos 

el de la propiedad- en nuestro ordenamiento, conducen a la conclusión de 

que el certificado que expida el registrador de instrumentos públicos en el 

cual aparezca la situación jurídica de un determinado inmueble y en el cual 

se identifique como propietario –por la correspondiente inscripción del título 

que dio lugar a ello- la persona que alegue esa condición en un juicio que 

se adelante ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo para 

efectos de acreditar la legitimación en la causa por activa, constituye plena 

prueba de ese derecho.  

 

Debe indicarse que el cambio jurisprudencial que mediante esta providencia 

se está adoptando está llamado a ser aplicable únicamente encuentra 

aplicación en aquellos eventos en los cuales se pretenda acreditar la 

propiedad de un inmueble cuando se trate de un proceso que se adelanta 

ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, lo cual obliga a 

precisar que si lo que se discute en el proceso correspondiente es la 

existencia, la validez o la eficacia del título o el cumplimiento del contrato o 

el del mismo registro o existe el conflicto acerca de quién tiene mejor 

derecho sobre el bien objeto de proceso –llámese acción reivindicatoria, por 

ejemplo- necesariamente deberá adjuntarse la respectiva escritura pública 

o el título correspondiente, actuaciones que no tendrían otra finalidad que 

desvirtuar la presunción de legalidad y la legitimación registral que recae 

sobre el acto administrativo de inscripción, caso en el cual deberán 

adelantarse los procedimientos que para estos efectos dispone la ley y 
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deberán surtirse ante la autoridad judicial respecto de la cual se ha asignado 

esta competencia.  

 

Iguales consideraciones deben predicarse, esto es habrá necesidad de 

aportar al respectivo proceso el título correspondiente cuando se trate de 

litigios contractuales, esto es cuando lo que se discuta en el mismo sea, por 

el ejemplo, el incumplimiento de una obligación que se derive del citado 

documento –contrato estatal o acto administrativo- puesto que el problema 

jurídico en estos eventos se circunscribe al análisis fáctico y jurídico del 

mismo del título y, por ello será necesario entonces que obre en el 

expediente con el fin de que el Juez competente haga las valoraciones a 

que haya lugar.  

 

Debe precisarse, aunque resulte verdad de Perogrullo, que si bien con el 

sólo certificado de Registro de Instrumentos Públicos puede probarse la 

propiedad o la titularidad de un derecho real sobre el bien objeto del 

respectivo folio de matrícula, lo cierto es que la persona interesada debe 

acreditar, a su vez, que ese bien respecto del cual figura como titular en el 

referido certificado corresponde a aquél que pretende hacer valer en un 

juicio que se adelante ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, 

para efectos de demostrar la legitimación en la causa.  

 

Resulta pertinente agregar que la postura jurisprudencial que se modifica 

mediante la presente providencia dice relación únicamente respecto de la 

prueba de la legitimación por activa cuando se acude a un proceso que se 

adelanta ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa en calidad de 

propietario de un bien inmueble, que no sobre la forma y los presupuestos, 

previstos en la ley, para la adquisición, transmisión o enajenación de 

derechos reales, para cuyo propósito, como no podía ser de otra forma, se 

requerirá de los correspondientes título y modo en los términos en que para 

la existencia y validez de estos actos jurídicos lo exige precisamente el 

ordenamiento positivo vigente.  

 

Finalmente conviene aclarar que lo antes expuesto de manera alguna 

supone que en adelante única y exclusivamente deba aportarse el 

certificado o la constancia de la inscripción del título en el Registro de 

Instrumentos Públicos, puesto que si los interesados a bien lo tienen, 

pueden allegar el respectivo y mencionado título y será el juez el que en 

cada caso concreto haga las consideraciones pertinentes; se insiste, la 

modificación en la jurisprudencia que se realiza en esta providencia dice 

relación únicamente con la posibilidad de probar el derecho real de dominio 

sobre un bien inmueble con el certificado del Registro de Instrumentos 

Públicos en el cual conste que el bien objeto de discusión es de propiedad 

de quien pretende hacerlo valer en el proceso judicial correspondiente.” 
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En el anterior sentido, el daño emergente solicitado por los demandantes Aida Milena 

Dorado Ruiz y Pedro Nel Silva se encuentra condenado al fracaso pues no aportan los 

documentos que acreditan su titularidad sobre el supuesto inmueble afectado.  

 

2.2.5. A LA PRETENSIÓN TERCERA (DAÑO EMERGENTE RIGOBERTO MONTES ABELLA Y 

HECTOR JULIAN MONTES CERON): Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO 

rotundamente al reconocimiento y pago del daño emergente que se solicita en favor de los 

señores Rigoberto Montes Abella y Héctor Julián Montes Cerón por la casa de habitación y 

muebles enseres por varias razones a saber: (i) primero, porque el perjuicio material 

solicitado de ninguna forma puede ser imputable a la conducta desplegada por la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda., pues resulta claro que los hechos sub judice 

acaecieron como consecuencia del hecho exclusivo y determinante de un tercero, actos que 

valga la pena reiterar fueron imprevisible e irresistibles; (ii) segundo, porque el daño material 

solicitado a título de daño emergente se encuentra tasado de forma excesiva y no existe 

prueba alguna que la casa de habitación y muebles enseres de los demandantes tuvieran 

un valor de 300 salarios mínimos legales mensuales vigentes; y (iii) porque no existe ninguna 

prueba dentro del plenario que acredite la propiedad, posesión y/o tenencia de los 

demandantes sobre los bienes inmuebles y muebles indicados, conforme se explicó al 

realizar la oposición frente a la pretensión anterior.  

 

2.2.6. A LA PRETENSIÓN TERCERA (DAÑO EMERGENTE EVAR CRUZ SARRIA Y OTROS): 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago 

del daño emergente que se solicita en favor de los señores Evar Cruz Sarria, Maria Antonia 

Gómez Silva, Sara Gabriela Cruz Gómez, Ever Cruz Gómez, Evangelina Silva Gómez, 

William Arvery Rosales Rosero, Sara Gabriela Cruz Gómez y Alana Gabriela Rosales Cruz 

por la casa de habitación y muebles enseres por varias razones a saber: la casa de 

habitación y muebles enseres de los demandantes tuvieran un valor de 200 salarios mínimos 

legales mensuales vigentes; y (iii) porque no existe ninguna prueba dentro del plenario que 

acredite la propiedad, posesión y/o tenencia de los demandantes sobre los bienes inmuebles 

y muebles indicados, conforme se explicó al realizar la oposición frente a la pretensión 

anterior. 

 

2.2.7. A LA PRETENSIÓN TERCERA (LUCRO CESANTE AIDA MILENA DORADO RUIZ Y 

PEDRO NEL SILVA): Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al 

reconocimiento y pago del lucro cesante que se solicita en favor de los señores Aida Milena 

Dorado Ruiz y Pedro Nel Silva por la supuesta perdida del establecimiento comercial tipo 

panadería que dicen haber tenido los demandantes por varias razones a saber: (i) primero, 

porque el perjuicio material solicitado de ninguna forma puede ser imputable a la conducta 

desplegada por la Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda., pues resulta claro que los hechos 

sub judice acaecieron como consecuencia del hecho exclusivo y determinante de un tercero, 

actos que valga la pena reiterar fueron imprevisible e irresistibles; (ii) segundo, porque el 

daño material solicitado a título de lucro cesante se encuentra tasado de forma excesiva y 

no existe prueba alguna que la supuesta panadería de los demandantes dejara ganancias 

como las solicitadas en la demanda; (iii) porque no se tiene siquiera un principio de prueba 

que acredite el derecho de dominio sobre el establecimiento comercial tipo panadería del 

cual se solicita el lucro cesante; y (iv) porque – en el hipotético y remoto caso que dicho 
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establecimiento de comercio existiese – se tiene que no se allega la contabilidad del mismo, 

aun cuando es una obligación legal de todo comerciante.  

 

Sobre este último punto, es decir, la obligatoriedad de llevar contabilidad para el caso de los 

comerciantes, lo que lógicamente se extiende a las personas que desempeñan el comercio 

a través de un establecimiento de comercio como una panadería, debe recordarse que el 

Código de Comercio dispone lo siguiente:  

 

“Artículo 19. Obligaciones de los comerciantes 

Es obligación de todo comerciante: 

(…) 

3) Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones 

legales; 

(…)”  

“Artículo 48. Conformidad de libros y papeles del comerciante a las normas 

comerciales - medios para el asiento de operaciones. Todo comerciante 

conformará su contabilidad, libros, registros contables, inventarios y estados 

financieros en general, a las disposiciones de este Código y demás normas 

sobre la materia. Dichas normas podrán autorizar el uso de sistemas que, 

como la microfilmación, faciliten la guarda de su archivo y correspondencia. 

Asimismo será permitida la utilización de otros procedimientos de 

reconocido valor técnico-contable, con el fin de asentar sus operaciones, 

siempre que facilite el conocimiento y prueba de la historia clara, completa 

y fidedigna de los asientos individuales y el estado general de los negocios.” 

 

En ese sentido, el perjuicio material solicitado por los demandantes a título de lucro cesante 

se encuentra condenado al fracaso pues no existe prueba siquiera sumaria de la 

contabilidad del establecimiento de comercio tipo panadería que supuestamente se vio 

afectado.  

 

2.2.8. A LA PRETENSIÓN TERCERA (LUCRO CESANTE PEDRO NEL SILVA): 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago 

del lucro cesante que se solicita en favor del señor Pedro Nel Silva como consecuencia de 

la destrucción de un vehículo automotor por las siguientes razones: i) primero, porque el 

perjuicio material solicitado de ninguna forma puede ser imputable a la conducta desplegada 

por la Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda., pues resulta claro que los hechos sub judice 

acaecieron como consecuencia del hecho exclusivo y determinante de un tercero, actos que 

valga la pena reiterar fueron imprevisible e irresistibles; (ii) segundo, porque el daño material 

solicitado a título de lucro cesante se encuentra tasado de forma excesiva porque no existe 

ninguna prueba que dicho vehículo automotor produjera las ganancias solicitadas; y (iii) 

porque no se acredita la propiedad sobre el vehículo automotor en cuestión. Sobre este 

último punto, debe recordarse que el H. Consejo de Estado ha dicho que la prueba idónea 

para acreditar la propiedad de un vehículo automotor es la tarjeta de propiedad, documento 

público que no se encuentra dentro del expediente. En concreto, el alto tribunal de lo 

contencioso administrativo ha dicho lo siguiente:  
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“En el caso sub examine, el demandante invocó la calidad de propietario del 

vehículo que indicó fue retenido, sin embargo, los elementos demostrativos 

obrantes en el proceso, tales como la póliza de seguro y la tarjeta de 

propiedad dan cuenta de que el propietario del vehículo es el señor Jesús 

Manuel Rangel Ramírez.  

 

De acuerdo con lo señalado en la jurisprudencia citada, se tiene que la 

prueba idónea para acreditar la propiedad de un vehículo automotor, 

es la tarjeta de propiedad del vehículo, documento público que no 

puede ser sustituidos por otro, como lo prescribe el artículo 265 del 

Código de Procedimiento Civil, toda vez que se trata de un requisito ad 

substantiam actus. Al respecto la doctrina ha expresado:  

 

“El Código civil le da la denominación de solemnidades a ciertas formas 

externas documentales necesarias para la prueba de algunos actos jurídicos 

(art. 1760); o de formalidades especiales, como en los artículos 1500 y 1741 

de la misma obra.  

 

“Estas formas tienen una consecuencia capital, cual es la de que sin ellas el 

acto no produce ningún efecto civil. Como ejemplos pueden citarse todos 

aquellos contratos que versen sobre inmuebles y la promesa de contrato. 

En la compraventa de un bien raíz, demos por caso, la escritura pública es, 

al propio tiempo que solemnidad, única prueba del contrato. Sin ella éste no 

existe y su prueba no puede suplirse por ningún otro medio, ni aún por la 

confesión.  

 

“A este respecto el nuevo código judicial en su artículo 265 dispone que la 

falta de instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos 

o contratos en que la ley requiera de esa solemnidad, y se mirarán como no 

celebrados aún cuando se prometa reducirlos a instrumento público. Y el 

232 corrobora lo dispuesto al ordenar que la prueba de testigos no podrá 

suplir el escrito que la ley exija como solemnidad para la existencia o validez 

de un acto o contrato”.14 (subrayado y negritas propias).  

 

Debido a lo anterior, especialmente, porque el señor Pedro Nel Silva no acreditó su 

propiedad sobre el vehículo automotor mediante la prueba idónea, esto es, la tarjeta de 

propiedad, las pretensiones a título de lucro cesante se encuentran condenadas al fracaso.  

 

2.2.9. A LA PRETENSIÓN TERCERA (DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN Y DAÑO A LA SALUD): 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago 

del daño a la vida de relación y/o daño a la salud solicitado en la demanda para cada uno 

de los accionantes por varias razones a saber: (i) primero, porque los perjuicios inmateriales 

solicitados de ninguna forma pueden ser imputables a la conducta diligente y cuidadosa 

 
14 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION C Consejero 
ponente: ENRIQUE GIL BOTERO Bogotá, D. C., veintidós (22) de enero de dos mil catorce (2014) Radicación número: 07001-23-31-
000-2003-00099-01(28492) Actor: JAVIER FRANCISCO ABADIAS RIOVALLE Demandado: NACION -MINISTERIO DE DEFENSA-
POLICIA NACIONAL Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA 
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desplegada por las demandadas, pues resulta claro que los hechos sub judice acaecieron 

como consecuencia del hecho exclusivo y determinante de un tercero, actos que valga la 

pena reiterar fueron imprevisibles e irresistibles; (ii) segundo, porque no existe prueba dentro 

del expediente que permita acreditar el perjuicio inmaterial solicitado, especialmente, no 

existe ninguna prueba pericial que permita establecer el porcentaje de gravedad de las 

supuestas lesiones que sufrieron los demandantes; (iii) tercero, porque el daño a la vida de 

relación es una tipología de perjuicio inmaterial que actualmente no se reconoce en la 

jurisprudencia de la Sección Tercera del H. Consejo de Estado, esto desde las sentencias 

de unificación y el documento aprobado mediante acto del 28 de agosto de 2014; y (iv) 

porque las cuantías solicitadas exceden los baremos fijados jurisprudencialmente.  

 

2.2.10. A LA PRETENSIÓN TERCERA (PERJUICIOS MORALES): Respetuosamente manifiesto 

que, ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago de perjuicios y/o daños morales 

solicitados por los demandantes por varias razones a saber: (i) primero, porque los perjuicios 

inmateriales solicitados de ninguna forma pueden ser imputables a la conducta diligente y 

cuidadosa desplegada por las demandadas, pues resulta claro que los hechos sub judice 

acaecieron como consecuencia del hecho exclusivo y determinante de un tercero, actos que 

valga la pena reiterar fueron imprevisibles e irresistibles; (ii) segundo, porque las cuantía 

solicitadas exceden los baremos fijados jurisprudencialmente por el H. Consejo de Estado 

en las sentencias de unificación del 28 de agosto de 2014 y en el documento aprobado 

mediante acta de la misma fecha; y (iii) porque la jurisprudencia ha indicado que el 

reconocimiento de perjuicios morales como consecuencia de afectaciones patrimoniales es 

excepcional y en todo caso debe ser suficientemente acreditado para proceder con su 

reconocimiento y pago, circunstancias que no han sucedido para el caso en concreto. Sobre 

este último punto, el H. Consejo de Estado en sentencias como la del 21 de marzo de 201215 

ha dicho lo siguiente:  

 

“5.5. En relación con el daño moral reclamado por los demandantes por la 

pérdida del inmueble, el Ejército Nacional señala que no es susceptible de 

reparación, porque las personas no puede dejarse dominar por las cosas.  

 

En relación con el dolor moral que pueda generar la pérdida de los bienes 

materiales, la jurisprudencia de la Sala considera que ese daño sí es 

susceptible de reparación, pero como sucede en relación con los demás 

daños por los cuales se solicite indemnización, siempre habrá que 

acreditar su ocurrencia:  

 

“A propósito de los daños morales, la doctrina ha considerado que éstos son 

“esos dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse solamente 

como secuela de los daños infligidos a la persona. Que no son entonces 

daños propiamente dichos, y que por otra parte, constituyen un sacrificio de 

intereses puramente morales, que justifican una extensión del resarcimiento, 

esta vez con función principalmente satisfactoria”.  

 
15 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION B Consejera 
ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO Bogotá, D.C., veintiuno (21) de marzo de dos mil doce (2012) Radicación número: 07001-
23-31-000-2000-00177-01(23778) Actor: ANA ELIDA ESTRADA FUENTES Y OTROS Demandado: NACION-MINISTERIO DE 
DEFENSA-POLICÍA NACIONAL Y FUERZAS ARMADAS Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA) 
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“No obstante, la Sala ha adoptado un criterio más amplio, para considerar 

que hay lugar a indemnizar todo perjuicio moral, sin importar su origen, 

inclusive el derivado de la pérdida de bienes materiales o el causado con el 

incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato, siempre que, 

como sucede en relación con cualquier clase de perjuicios, aquéllos sean 

demostrados en el proceso6.  

 

“Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento 

sea fundado, sin que se requiera acreditar ningún requisito adicional. 

Corresponde al juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, 

teniendo en cuenta las condiciones particulares de la víctima y la gravedad 

objetiva de la lesión. La intensidad del daño es apreciable por sus 

manifestaciones externas; por esto se admite para su demostración 

cualquier tipo de prueba. Sin embargo, la jurisprudencia puede inferir su 

existencia en casos como el de la muerte de los parientes más allegados.  

 

“En consecuencia, aunque en eventos como el presente, la pérdida de los 

bienes materiales destinados a la subsistencia o comercialización puede 

causar perjuicios morales, en el caso concreto no se reconocerán porque 

éstos no se acreditaron directamente ni se encuentran probados otros 

hechos de los cuales puedan inferirse tales perjuicios16.” (subrayado y 

negritas propias).  

 

En ese sentido, en la medida en que los perjuicios morales solicitados por los demandantes 

no se presumen, ni legal y mucho menos judicialmente, sino que, por el contrario, deben 

probarse; circunstancia que no ha sucedido para el caso en concreto, por ende, dicha 

pretensión condenatoria está destinada al fracaso. 

 

2.2.11. A LA PRETENSIÓN TERCERA (DAÑOS A LOS BIENES CONSTITUCIONALMENTE 

PROTEGIDOS): Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al 

reconocimiento y pago de los daños a los bienes constitucionalmente protegidos que se 

solicitan en la demanda por varias razones a saber: (i) primero, porque los perjuicios 

inmateriales solicitados de ninguna forma pueden ser imputables a la conducta diligente y 

cuidadosa desplegada por las demandadas, pues resulta claro que los hechos sub judice 

acaecieron como consecuencia del hecho exclusivo y determinante de un tercero, actos que 

valga la pena reiterar fueron imprevisibles e irresistibles; (ii) porque no se acreditado su 

concreción y su procedencia para una reparación integral; y (iii) porque para los perjuicios 

en cuestión se privilegia la compensación a través de medidas reparatorias no 

indemnizatorias a favor de la víctima directa y a su núcleo familiar más cercano.  

 

2.2.12. A LA PRETENSIÓN TERCERA (“CUALQUIER OTRA SUMA O CONDENA MATERIAL”): 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al reconocimiento y pago de 

“cualquier otra suma o condena material de acuerdo a los daños ocasionados en las 

viviendas y debidamente relacionados por la Alcaldía del Municipio de Rosas”, puesto que 

 
16 Sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. AG-520012331000200200226-01. C.P. Ricardo Hoyos Duque. 
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dicha pretensión desconoce el principio de congruencia y la naturaleza de la justicia rogada 

en sede contencioso administrativa. Sobre el particular, el H. Consejo de Estado ha sido 

bastante claro en providencias como la del 26 de noviembre de 201517: 

 

“… la incongruencia o inconsonancia del fallo puede revestir diversas 

formas: extra petita, ultra petita y citra o infra petita. En el primer caso se 

falla por fuera de lo pedido, en el segundo más allá de lo reclamado y en el 

tercer evento por debajo de lo solicitado18. Una decisión es extra petita 

cuando (i) se concede una pretensión no contenida en la demanda, (ii) 

se sustituye una pretensión por otra, o (iii) cuando se reconoce lo solicitado 

pero a partir de una modificación o alteración de la causa petendi.    

 

En este caso, el a quo excedió el marco que las partes le habían trazado 

con los escritos de demanda y contestación, toda vez que decretó una 

condena por concepto de daño a la vida de relación, cuando en la 

demanda no se había formulado pretensión por ese rubro, ni otro 

similar.  

 

En consecuencia, la Sala revocará en ese punto la decisión apelada, por 

desconocimiento del principio de congruencia. En lo demás, se ordenará 

estarse a lo resuelto en el auto aprobatorio de la conciliación judicial 

celebrada entre las partes.” (subrayado y negritas propias). 

 

Con fundamento en lo anterior, debe quedar absolutamente claro que es imposible 

reconocer cualquier otro perjuicio material y/o inmaterial que no haya sido solicitado en la 

demanda, todo ello so pena de incurrir en un defecto de incongruencia por reconocer más 

allá de lo pedido. 

 

2.2.13. A LA PRETENSIÓN TERCERA (“CUALQUIER OTRA SUMA O CONDENA 

INMATERIAL”): Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente al 

reconocimiento y pago de “Cualquier otra suma o condena inmaterial que sea permitida 

según los parámetros normativos vigentes” por las razones aludidas en la oposición anterior, 

esto es, por el principio de congruencia y la naturaleza rogada de la jurisdicción contencioso 

administrativa.  

 

2.2.14. A LA PRETENSIÓN TERCERA (INDEXACIÓN): Respetuosamente manifiesto que, ME 

OPONGO rotundamente a la orden solicitada frente a la indexación de una supuesta 

condena, como consecuencia del fracaso de todas las pretensiones de la demanda que 

dieron origen al presente litigio. 

 

2.2.15. A LA PRETENSIÓN TERCERA (INTERESES): Respetuosamente manifiesto que, ME 

OPONGO rotundamente a la orden solicitada frente a la cancelación de una supuesta 

 
17 Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 26 de noviembre de 2015. Consejero Ponente: Guillermo Sánchez 
Luque. Radicado No. 07001-23-31-000-2008-00090-01(37747)A 
 
18 Cfr. Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 13 de abril de 2014, Rad. 52.556.  
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condena con sus correspondientes intereses moratorios, como consecuencia del fracaso de 

todas las pretensiones de la demanda que dieron origen al presente litigio. 

 

2.2.16. A LA PRETENSIÓN TERCERA (COSTAS Y AGENCIAS EN DERECHO): 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO a la solicitud de condena en costas y 

agencias en derecho por tres sencillas razones: la primera, porque resulta imposible ante la 

diligencia y cuidado con la que actuaron las demandadas, que dichas entidades sean 

vencidas en este proceso; segundo, porque el daño sub judice acaeció debido a la 

imprudencia e impericia con la que actuó la propia víctima configurándose así una causal de 

exoneración de la responsabilidad de las demandadas denominada culpa exclusiva de la 

víctima; y tercero, porque en la medida en que una remota e hipotética decisión sea 

desfavorable no implica una condena automática en costas y agencias en derecho, ello 

debido a que las costas sólo pueden decretarse cuando existen pruebas dentro del 

expediente de su causación. 

 

Al respecto, se debe tener en cuenta que, la Sala Plena del Consejo de Estado con ponencia 

de la Consejera Rocío Araújo Oñate ha dicho que: “…la condena en costas, opera de 

manera objetiva contra la parte vencida en juicio, pero no en forma automática, en tanto 

el juzgador debe valorar que esté configurada cualquiera de las hipótesis previstas por el 

legislador.”19 (énfasis añadido) 

 

2.2.17. A LA PRENTENSIÓN TERCERA (CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA): 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO rotundamente como consecuencia del 

fracaso de todas las pretensiones de la demanda que dio origen al presente litigio. 

 

En general ME OPONGO a todas y cada una de las pretensiones formuladas por los demandantes 

a través del medio de control de reparación directa como consecuencia de la inexistencia de los 

presupuestos necesarios para el surgimiento de la responsabilidad extracontractual de las 

demandadas, la inexistencia de un nexo de causalidad entre la conducta diligente y cuidadosa de 

las demandadas y el daño sub judice, la existencia de una causal de exoneración de la 

responsabilidad de las demandadas conocida como hecho de un tercero, la inexistencia de los 

perjuicios materiales e inmateriales solicitados y su excesiva tasación y, en general por la falta de 

fundamentos fácticos y jurídicos de la demanda incoada.  

 

2.3. EXCEPCIONES FRENTE A LA DEMANDA 

 

En el presente acápite se presentarán los fundamentos de hecho y de derecho que, en general, 

sustentan la oposición a las pretensiones de la demanda y que en particular dan cuenta de que la 

parte demandante no ha probado, como es su deber, la existencia de todos los supuestos 

normativos de la presunta responsabilidad patrimonial que pretende endilgarse en contra de las 

demandadas en este litigio. Se sustenta la oposición a las pretensiones invocadas por el extremo 

activo de este litigio, de conformidad con las siguientes excepciones: 

 

2.3.1. DE FONDO O MÉRITO 

 

 
19 C.E. Sala Plena. Ex. 15001-33-33-007-2017-00036-01(AP)REV-SU, agosto 6/2019. C.P. Rocío Araújo Oñate 
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2.3.1.1. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA RESPECTO DE LA 

COOPERATIVA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA. – LAS EMPRESAS DE 

TRANSPORTE PÚBLICO NO TIENEN LA COMPETENCIA PARA REGISTRAR 

PERSONAS Y/O BIENES Y MUCHO MENOS PREVENIR ACTOS QUE ALTEREN EL 

ORDEN PÚBLICO 

Para el caso en concreto se presenta una falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de 

la Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda., pues lo cierto es que las empresas de transporte público 

como la demandada no tienen la competencia para registrar personas y/o bienes, por lo que la 

accionada no tenía la competencia para inspeccionar el equipaje de mano de los pasajeros, 

circunstancia que demuestra, a su vez, la inimputabilidad de los hechos sub judice respecto de la 

asegurada.  

 

Ahora bien, sobre la legitimación en la causa, el alto tribunal de lo contencioso administrativo ha 

dicho lo siguiente:  

 

“La legitimación en la causa es un elemento sustancial relacionado con la calidad o 

el derecho que tiene una persona, como sujeto de la relación jurídica sustancial, 

para formular o para contradecir las pretensiones de la demanda; de esta manera, 

la parte demandante tiene la posibilidad de reclamar el derecho invocado en la 

demanda -legitimación por activa- frente a quien fue demandado -legitimación por 

pasiva-. En ese sentido, se entiende que la primera (la legitimación por activa) es la 

identidad que tiene el demandante con el titular del derecho subjetivo quien, por lo 

mismo, posee la vocación jurídica para reclamarlo, al paso que la segunda (la 

legitimación por pasiva), es la identidad que tiene la parte accionada con quien tiene 

el deber de satisfacer el derecho reclamado. 

 

Así las cosas, es deber del juez determinar si la parte accionante está 

legitimada para reclamar la indemnización del daño y si el demandado es el 

llamado a responder por aquélla. Ante la falta de prueba sobre alguno de tales 

presupuestos, habrá lugar, indefectiblemente, a negar las pretensiones de la 

demanda.(…)”20 (énfasis añadido). 

 

De igual forma, sobre las dos dimensiones de la legitimación en la causa, es decir, la de hecho y la 

material, el Consejo de Estado ha dicho lo siguiente: 

 

“La legitimación en la causa tiene dos dimensiones, la de hecho y la material. La 

primera surge de la formulación de los hechos y de las pretensiones de la 

demanda, por manera que quien presenta el escrito inicial se encuentra legitimado 

por activa, mientras que el sujeto a quien se le imputa el daño ostenta legitimación 

en la causa por pasiva.  

 

A su vez, la legitimación material es condición necesaria para, según corresponda, 

obtener decisión favorable a las pretensiones y/o a las excepciones, punto que se 

 
20 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia del 16 de mayo de 2019. 
Consejero Ponente: Carlos Alberto Zambrano Barrera. Radicado No. 25000-23-26-000-2011-00438-01(47649) Actor: Nación – Ministerio 
de Defensa Nacional. Demandado: Jaime Alonso Pinzón Vásquez.  
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define al momento de estudiar el fondo del asunto, con fundamento en el material 

probatorio debidamente incorporado a la actuación. 

 

Así, tratándose del extremo pasivo, la legitimación en la causa de hecho se 

vislumbra a partir de la imputación que la demandante hace al extremo 

demandado y la material únicamente puede verificarse como consecuencia del 

estudio probatorio, dirigido a establecer si se configuró la responsabilidad 

endilgada desde el libelo inicial.”21 

 

Teniendo en mente lo anterior, se tiene que, para el caso en concreto, resulta imposible imputar 

algún tipo de responsabilidad a la COOPERATIVA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA., pues lo cierto 

es que ni la ley y mucho menos la Constitución le ha asignado a tales particulares la obligación o la 

competencia de registrar personas y bienes con el fin de prevenir actos terroristas que alteren el 

orden público. Así, por ejemplo, lo ha recordado el Juzgado Cuarto (4º) Civil del Circuito de Pasto 

bajo el proceso verbal con radicado No. 520013103004-2020-00166-00, que se inició por los 

mismos hechos que ahora son materia de estudio por parte de este despacho, en aquella 

oportunidad se dijo lo siguiente:  

 

“Sin embargo, de la interpretación de las normas en cita, si bien la prohibición de 

transportar sustancias peligrosas es bastante clara, dicha norma imperativa no 

tiene el alcance que el litigante busca, es decir, que de manera concreta y 

específica haga relación al control que las empresas que brindan el servicio 

público de transporte de pasajeros, deban efectuar, y para lo que se encuentren 

habilitados, en torno a realizar la inspección de los elementos personales que 

llevan los usuarios del servicio. Prueba de ello es el marco jurídico que existe al 

respecto, tal como la Resolución No. 6518 de 20 de agosto de 2019 expedida por 

la Superintendencia de Transporte, que establece: “El equipaje de mano es 

responsabilidad exclusiva del usuario, el cual velara por su integridad en el 

transcurso del recorrido”.  

 

Según la Superintendencia de Transporte en relación con el equipaje de los 

pasajeros, las empresas del servicio de transporte público regulan lo referente a 

la cantidad de equipaje, el número, las dimensiones, el peso máximo permitido y 

los costos por el exceso del mismo, no obstante, cuando se trata del equipaje de 

mano, siempre que cumpla con los límites de peso y cantidad, la responsabilidad 

es del usuario, por su parte, la custodia del transporte en bodega esta a cargo del 

transportador, exigiendo para ello rotulados, embalado y la obligación de declarar 

su valor y contenido, exigencia que – óigase muy bien – no aplica para el equipaje 

de mano.  

 

Siguiendo la línea anterior, la falta de culpa entendida como negligencia, descuido, 

imprudencia o falta de precaución no es suficiente para desvirtuar la 

responsabilidad del artículo 2356 del Código Civil, sin embargo, esta tiene un 

elemento de interés para el caso bajo estudio, que concierne a la previsibilidad del 

 
21 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección A. Sentencia del 19 de abril de 2018. 
Consejera Ponente: Marta Nubia Velásquez Rico. Radicado No: 25000-23-26-000-2012-00023-01(50839).  
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resultado dañoso, y que debe ser apreciada en el caso concreto; así, cuando este 

ingrediente se encuentra ausente no se puede endilgar ni culpa ni responsabilidad. 

Es importante destacar que, para que la previsibilidad sea exigible no es necesario 

que con anterioridad se haya previsto el resultado, sino que este aspecto sea 

exigible al autor del daño de acuerdo a las circunstancias que concurren en el 

asunto que se analiza.  

 

En el presente caso, no es objeto de discusión que la empresa SUPER TAXIS y 

su conductor tenían la responsabilidad no solo de conducir a los pasajeros a su 

destino, sino también garantizar su seguridad en la vía, hecho que a pesar de la 

tesis sostenida por la activa y las normas antes descritas no ha sido desvirtuado, 

sin embargo, el Despacho no encuentra que exista una transgresión de las normas 

en cita, como se dijo, el alcance interpretativo no tiene el efecto de responsabilizar 

a la demandada por el contenido del equipaje personal de sus usuarios; por tanto, 

si bien en acápites anteriores se había establecido que en el daño ocasionado en 

el ejercicio de actividades peligrosas la culpa se presume, en el presente caso, de 

acuerdo con las circunstancias en que ocurrió el siniestro no es posible exigirle la 

previsibilidad del daño a la demandada, desvirtuando así la presunción de culpa 

que recae sobre ella, ya que el daño no se produjo dentro de la órbita de su 

responsabilidad sino que obedeció a un elemento extraño exclusivo de un tercero 

que tiene el alcance de desvirtuar el nexo de causalidad como se verá a 

continuación. 

 

6.4 RELACIÓN DE CAUSALIDAD. 

 

En los alegatos de conclusión el apoderado demandante (min. 55) para sustentar 

su tesis de responsabilidad de la parte demandada trae a colación como caso 

relevante que en el Km. 15 corregimiento del Estrecho, vía Mojarras – Popayán, 

la Policía Nacional realizó la incautación de material explosivo camuflado en un 

maletín ubicado en la bodega de un bus de servicio público de transporte, y de allí 

infiere que este tipo de conducta delictiva es de público conocimiento en la zona, 

y que la empresa SUPERTAXIS al no contar con un protocolo de seguridad para 

revisar el equipaje personal de sus pasajeros, es responsable por el daño ocurrido.  

 

A la luz de las normas referidas en acápite anterior, el argumento del litigante tiene 

ciertas imprecisiones de importante dimensión, por una parte, reconoce que las 

actividades de control vial y de registro personal son responsabilidad de la Policía 

Nacional, y partiendo de ello, desacertadamente concluye que, es la empresa de 

transporte público de pasajeros la que debió aplicar un protocolo de seguridad 

para verificar el contenido del equipaje de mano de sus usuarios, situación que 

como ya se explicó, no está al alcance de dichas entidades. 

 

Como se sabe, los registros personales que involucran derechos de orden 

fundamental y constitucional están en cabeza de cierto tipo de funcionarios 

públicos que han sido capacitados para ello, de ahí que los particulares no se 

encuentren habilitados para llevar a cabo este tipo de actividades; en el transporte 
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de pasajeros generalmente es la Policía Nacional la encargada de realizar los 

controles en carretera tanto a los elementos que se ubican en las bodegas de los 

vehículos, como el registro de las personas y sus objetos de mano, competencia 

que hasta la fecha no recae en las empresas de servicio público de transporte. 

 

Entonces, partiendo de esta postura, se pregunta el Despacho ¿Cuál es el 

comportamiento de la parte demandada como presunto ofensor que ocasionó el 

daño? Los informes de investigación y las normas analizadas con antelación 

permiten concluir que el resultado del siniestro no era previsible a la parte 

demandada, pues el mismo se originó en la conducta negligente del señor 

GERMÁN ROBERTO MORALES MORALES quien al parecer – según los 

documentos encontrados – realizaba actividades de minería y por las 

particularidades del oficio, aquel 16 de febrero de 2020 de manera irresponsable 

cargó en su equipaje de mano, como elementos personales, el explosivo que 

causó la denotación del vehículo y el posterior deceso del demandante, del señor 

MORALES MORALES y 5 personas más; la investigación también arrojó como 

resultado que el vehículo no fue utilizado como artefacto explosivo improvisado 

(AEI), sino como elemento de transporte para remesar dicha sustancia. 

 

El material explosivo fue portado como elemento personal o equipaje de mano del 

señor MORALES MORALES y a criterio del demandante, se encontraba en 

cabeza de SUPERTAXIS, a través de sus protocolos, revisar y verificar el 

contenido de dicho elemento, no obstante, como se ha venido sosteniendo, este 

tipo de intervención en la persona y en los elementos que lleva consigo no hace 

parte de las obligaciones de la demandada, pues su responsabilidad esta en 

conducir a sus pasajeros de manera segura al lugar de destino y responderán por 

el equipaje de bodega, del cual, sí hay que declarar su contenido, pero no sucede 

lo mismo con el equipaje de mano. De esta manera, exigirle a un particular el 

ejercicio de actividades propias de la autoridad policiva carece de fundamento 

legal y constitucional debido a la reserva legal que existe a la hora de limitar 

derechos fundamentales y que se extiende incluso a las autoridades 

administrativas; así lo decantó la Corte Constitucional: 

 

“En síntesis, la Sala Plena concluye que el registro a persona y sus bienes, con o 

sin contacto físico, constituye un procedimiento esencialmente preventivo, propio 

de la actividad de policía. Supone la retención momentánea de la persona y una 

exploración superficial de su indumentaria, de lo que lleve sobre sí o de los bienes 

que porte consigo que, como tal, no compromete verificaciones íntimas. Pese a 

esto, por las características del procedimiento y las razones indicadas con 

anterioridad, su práctica incide en los derechos fundamentales a la igualdad, a la 

autonomía personal, a la libertad de locomoción y a la intimidad, entre los más 

relevantes.”22 

 

Lo dicho hasta aquí, permite concluir entonces que, más allá de lo presupuestado, 

no es posible exigirle a la empresa SUPERTAXIS DEL SUR el control sobre el 

 
22 Corte Constitucional, sentencia C-134 de 2021. 
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contenido del equipaje personal y de mano de sus pasajeros, pues según las 

normas transcritas anteriormente, solo en el equipaje de la bodega se debe 

declarar el contenido del mismo, más dicha regla no aplica para los elementos 

personales de los usuarios del servicio, ya que la tarea del registro personal es 

una labor que cumple la Policía Nacional y esta restringida para las autoridades 

administrativas y mucho más para los particulares; el ejercicio arbitrario de esta 

acción que entre otras cosas se encuentra sometida a reserva legal, choca con 

los derechos constitucionales y fundamentales.” 

 

De igual forma, conviene recordar que la Corte Constitucional ha sido absolutamente clara al 

exponer que el registro realizado a las personas y sus bienes es un procedimiento esencialmente 

preventivo propio de la actividad de policía. Así, por ejemplo, se dijo en la sentencia C-134 de 2021:  

 

“En síntesis, la Sala Plena concluye que el registro a persona y sus bienes, con o 

sin contacto físico, constituye un procedimiento esencialmente preventivo, 

propio de la actividad de policía. Supone la retención momentánea de la 

persona y una exploración superficial de su indumentaria, de lo que lleve sobre sí 

o de los bienes que porte consigo que, como tal, no compromete verificaciones 

íntimas. Pese a esto, por las características del procedimiento y las razones 

indicadas con anterioridad, su práctica incide en los derechos fundamentales a la 

igualdad, a la autonomía personal, a la libertad de locomoción y a la intimidad, 

entre los más relevantes.” (subrayado y negritas propias).  

 

En ese sentido, resulta absolutamente claro que no le competía a la COOPERATIVA SUPERTAXIS 

DEL SUR LTDA realizar un registro sobre las personas y bienes de sus pasajeros, pues lo cierto es 

que esa función se encontraba asignada en las autoridades públicas por mandato constitucional y 

legal.  

 

Además de lo anterior, conviene recordar que la COOPERATIVA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA 

no le compete, desde el marco de sus funciones y atribuciones asignadas, ya sean de origen 

convencional o legal, velar por la seguridad e integridad de los habitantes del corregimiento de 

Párraga, municipio de Rosas (Cauca), ya que de este tipo de asuntos se encarga la fuerza pública, 

como a bien lo sostiene el apoderado del extremo activo en varios apartes de su escrito de 

demanda. Particularmente, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, como cuerpo armado 

permanente de naturaleza civil, la cual fue instituida para proteger a todas las personas residentes 

en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares, tal como lo refrenda el artículo 

1° de la Ley 62 de 1993, reglamentado por el Decreto Nacional 1028 de 1994: 

 

“ARTICULO 1° Finalidad. La Policía Nacional, como parte integrante de las 

autoridades de la República y como cuerpo armado permanente de naturaleza 

civil, a cargo de la Nación, está instituida para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás 

derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes 

sociales del Estado y de los particulares. Así mismo, para el mantenimiento 

de las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades 
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públicas y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz.” 

(Negrita adrede). 

 

En igual sentido, el Ejército Nacional de Colombia porque conduce operaciones militares orientadas 

a defender la soberanía, independencia y la integridad territorial y proteger a la población civil y los 

recursos privados y estatales para contribuir a generar un ambiente de paz, seguridad y desarrollo.23 

 

En estos términos, no queda duda que dicho deber de protección y seguridad, refutado como 

incumplido por parte del extremo activo, se encuentra asignado legal y reglamentariamente a la 

Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional y a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejercito 

Nacional, por ser autoridades que poseen, un cuerpo armado permanente, con capacidad de 

preservar los derechos y libertades de las personas en el territorio colombiano y asegurar una 

convivencia pacífica. 

 

 A partir de todo lo anterior se concluye que no existe legitimación en la causa por pasiva de 

SUPERTAXIS DEL SUR LTDA,  ya que esta demandada no participó de manera directa o indirecta 

en la causación del supuesto daño alegado por el extremo activo. Quienes eventualmente pudieron 

haber participado en la producción del mismo, conforme a la imputación fáctica y probatoria, fue la 

NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA-POLICÍA NACIONAL y la NACIÓN-MINISTERIO DE 

DEFENSA-EJÉRCITO NACIONAL, toda vez que, de acuerdo con las apreciaciones antes vistas, a 

dichas instituciones les corresponde velar por la seguridad e integridad física de los habitantes del 

territorio colombiano. Por todo lo anterior, solicito respetuosamente se declare la excepción 

propuesta.  

 

2.3.1.2. HECHO EXCLUSIVO Y DETERMINANTE DE UN TERCERO  

Para el caso en concreto, se tiene que la causa adecuada de los supuestos perjuicios sufridos por 

los demandantes fue el hecho exclusivo y determinante de un tercero, pues lo cierto es que se 

encuentra demostrado dentro del expediente, incluso mediante confesión realizada por el 

apoderado judicial de la parte actora24, que el daño que ahora se demanda ocurrió como 

consecuencia del actuar ilícito de grupos al margen de la ley, configurándose entonces una causal 

eximente de la responsabilidad de las demandadas como lo es el hecho de un tercero.  

 

Para sustentar la excepción propuesta, debe recordarse desde ya el poder liberatorio que de 

manera unívoca y pacífica le ha reconocido la jurisprudencia del H. Consejo de Estado al hecho de 

un tercero. Así, por ejemplo, la doctrina nacional ha recordado el estado de la jurisprudencia del alto 

tribunal de lo contencioso administrativo sobre el particular de la siguiente manera:  

 

“De acuerdo con nuestro Consejo de Estado, el hecho de un tercero exonera de 

responsabilidad a la Administración en el derecho Administrativo colombiano, 

siempre y cuando se demuestre que dicho tercero es completamente ajeno al 

servicio, y que su actuación no vincula de manera alguna a este último, 

produciéndose claramente la ruptura del nexo causal. Además, es indispensable 

que pueda tenerse como causa exclusiva del daño, producida en la circunstancia 

 
23 Misión - Ejército Nacional de Colombia (ejercito.mil.co) 
24 ARTÍCULO 193. CONFESIÓN POR APODERADO JUDICIAL. La confesión por apoderado judicial valdrá cuando para hacerla haya 
recibido autorización de su poderdante, la cual se entiende otorgada para la demanda y las excepciones, las correspondientes 
contestaciones, la audiencia inicial y la audiencia del proceso verbal sumario. Cualquier estipulación en contrario se tendrá por no escrita. 

https://www.ejercito.mil.co/mision/
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que sea imprevisible e irresistible para que reúna las características de una causa 

extraña, ajena a la conducta de quien produjo el daño. 

(…)”25 

 

En esa medida, como la misma parte actora lo reconoce en su demanda, el insuceso tuvo su fuente 

en el actuar de un tercero, completamente ajeno a la COOPERATIVA SUPERTAXIS DEL SUR 

LTDA, imprevisible e irresistible. 

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada la excepción propuesta.  

 

2.3.1.3. INEXISTENCIA DE LOS PRESUPUESTOS DE LA RESPONSABILIDAD 

EXTRACONTRACTUAL DE LAS DEMANDADAS – INEXISTENCIA DE CUALQUIER 

TÍTULO DE IMPUTACIÓN SUBJETIVO U OBJETIVO PARA EL CASO EN 

CONCRETO – AUSENCIA DE ELEMENTOS PROBATORIOS Y APLICACIÓN DE LA 

CARGA DE LA PRUEBA. 

Todas y cada una de las pretensiones de la demanda deben ser negadas, pues los demandantes 

no han probado, como es su deber, de conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso, aplicable a esta controversia de conformidad con los artículos 211 y 306 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, los presupuestos necesarios para 

declarar la responsabilidad extracontractual de las demandadas bajo cualquier título de imputación 

– subjetivo u objetivo –, por lo que la carga de la prueba debe operar con todos sus efectos en 

contra de la parte demandante quien tenía el deber de satisfacerla probatoriamente.  

 

Para el caso en concreto se tiene que ninguna de las demandadas puede ser responsable de los 

supuestos daños y perjuicios sufridos por las víctimas directas pues, en aplicación del precedente 

jurisprudencial vigente contenido en las Sentencias del 20 de junio de 2017 con ponencia del 

Consejero Ramiro Pazos Guerrero y radicado No. 25000-23-26-000-1995-00595-01(18860), la 

Sentencia SU-353 del 26 de agosto de 2020 proferida por la H. Corte Constitucional y la Sentencia 

de reemplazo en cumplimiento de lo dispuesto por el alto tribunal constitucional del 5 de diciembre 

de 2023 con ponencia del Consejero Martín Bermúdez Muñoz bajo el radicado No. 25000-23-26- 

000-2005-00451-01 (37719) (acumulado), se tiene que no se ha demostrado que dicho suceso 

fuese previsible y resistible para las convocadas al presente litigio.  

 

Para sustentar la excepción que ahora se propone debe iniciarse recordando la fuerza del 

precedente dentro del ordenamiento jurídico patrio. En concreto, la H. Corte Constitucional en 

Sentencias como la C-539 de 2011 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva fue 

absolutamente clara en otorgar fuerza vinculante al precedente judicial: 

 

“Una interpretación adecuada del imperio de la ley a que refiere el artículo 230 

constitucional, significa para la jurisprudencia constitucional que la sujeción de la 

actividad judicial al imperio de la ley, no puede entenderse en términos reducidos 

como referida a la aplicación de la legislación en sentido formal, sino que debe 

entenderse referida a la aplicación del conjunto de normas constitucionales y 

legales, valores y objetivos, incluida la interpretación jurisprudencial de los 

 
25 Saavedra Becerra, R. (2018). De la responsabilidad patrimonial del Estado. Grupo Editorial Ibañez. Pág. 1288.  
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máximos órganos judiciales, la cual informa la totalidad del ordenamiento 

jurídico.” (subrayado y negritas propias). 

 

Similar conclusión se encuentra en otra Sentencia (C-634 de 2011) donde la Corte afirmó lo 

siguiente: 

 

“En términos simples, el deber de acatar los mandatos superiores y legales, 

incorpora de suyo, el mandato imperativo de asumir como reglas formales de 

derecho las decisiones que unifican la jurisprudencia y/o hacen tránsito a 

cosa juzgada constitucional, en tanto la ratio decidendi de esas sentencias 

contienen las subreglas que, mediante la armonización concreta de las distintas 

fuentes del derecho, dirimen los conflictos sometidos al conocimiento de las 

autoridades judiciales y administrativas. Esta disciplina jurisprudencial, a su 

vez, garantiza la vigencia de principios nodales para el Estado 

constitucional, como la seguridad jurídica y la igualdad de trato ante las 

autoridades.”(subrayado y negritas propias). 

 

Habiendo despejado cualquier duda sobre la obligatoriedad de seguir el precedente judicial, máxime 

cuando este proviene de los máximos órganos judiciales, es decir, cuando su naturaleza es vertical, 

se tiene que, para el caso sub judice son aplicables tres Sentencias, dos del Consejo de Estado y 

una de la Corte Constitucional, que llegan a una misma conclusión: en casos como los planteados 

por la parte actora, las pretensiones deben ser negadas ante la falta de prueba que permita imputar 

el daño al Estado, la sola existencia de la Administración Pública o el cumplimiento de sus funciones 

constitucionales, legales y reglamentarias no puede constituir un fundamento para endilgarle 

responsabilidad aquiliana a ésta última. 

 

2.3.1.3.1. INEXISTENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO PARA EL CASO EN CONCRETO. 

Para el caso en concreto, no se ha acreditado que las entidades públicas demandadas o los 

privados convocados en virtud del fuero de atracción hayan actuado por fuera del marco normativo 

que los rige, por lo que no es viable resolver el caso en concreto bajo la cuerda de la falla del 

servicio. 

 

En la Sentencia del 20 de junio de 2017 con ponencia del consejero Ramiro Pazos Guerrero, dentro 

del radicado No. 25000-23-26-000-1995-00595-01(18860), el alto tribunal de lo contencioso 

administrativo unificó su jurisprudencia frente a los requisitos para que el Estado fuera responsable 

por actos violentos de terceros con fundamento en los diferentes títulos de imputación existentes, 

esto es, falla del servicio, riesgo excepcional y daño especial. Sobre el primero de ellos, el H. 

Consejo de Estado mencionó lo siguiente: 

 

“… frente a los actos violentos de terceros, la jurisprudencia de la Sección Tercera 

del Consejo de Estado considera que el concepto de falla del servicio opera como 

fundamento de reparación cuando: i) en la producción del daño estuvo 

suficientemente presente la complicidad por acción u omisión de agentes 

estatales; ii) se acredita que las víctimas contra quienes se dirigió de modo 

indiscriminado el ataque habían previamente solicitado medidas de protección a 

las autoridades y estas, siendo competentes y teniendo la capacidad para ello, no 
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se las brindaron o las mismas fueron insuficientes o tardías, de tal manera que su 

omisión es objeto de reproche jurídico (infracción a la posición de garante); iii) la 

población, blanco del ataque, no solicitó las medidas referidas; no obstante, el acto 

terrorista era previsible, en razón a las especiales circunstancias fácticas que se 

vivían en el momento, pero el Estado no realizó ninguna actuación encaminada a 

evitar de forma eficiente y oportuna el ataque; y iv) el Estado omitió adoptar 

medidas de prevención y seguridad para evitar o atender adecuadamente una 

situación de riesgo objetivamente creada por este.” 

 

Para el caso en concreto, resulta imposible declarar responsable a las demandadas pues, partiendo 

de que el actor no ha probado, como es su responsabilidad, que las entidades demandadas 

conocieran previamente de las posibilidades de un ataque en la modalidad que ocurrió – carro 

bomba -, tampoco se tiene por acreditado ninguno de los supuestos en los que puede ser declarado 

responsable el Estado con fundamento en el título de imputación de la falla del servicio, esto es: 

 

i) En el hecho sub judice NO participó la complicidad por acción u omisión 

de agentes estatales o del privado COOPERATIVA SUPERTAXIS DEL 

SUR LTDA vinculado por fuero de atracción, pues el mismo fue súbito e 

imprevisible.  

 

ii) En ningún momento las víctimas directas solicitaron medidas de protección 

a las autoridades, pues en el expediente no figura prueba alguna que 

acredite tal circunstancia.  

 

iii) Si bien para la fecha de los hechos la zona donde ocurrieron los hechos 

tenía presencia de grupos al margen de la ley, las demandadas tomaron 

las medidas adecuadas a su alcance.  

 

Visto lo anterior, resulta claro que las demandadas no pueden ser declaradas responsables a título 

de falla en el servicio por el lamentable hecho ocurrido el día 18 de noviembre de 2020 pues, la 

sentencia del 20 de junio de 2017 resulta clara en afirmar que el Estado sólo será responsable por 

los actos violentos de terceros cuando: “(…) la entidad demandada conoció oportunamente de la 

posible ocurrencia de un acto violento proveniente de un tercero, tenía la competencia y la 

capacidad real de poner en obra medios, instrumentos, recursos y estrategias para anticiparse, 

evitar o mitigar los efectos lesivos de dicho acto, pero omitió ejercer oportunamente sus deberes 

jurídicos, deberá ser declarado responsable si el acto violento tiene lugar y los daños se concretan”26 

Siendo lo anterior así, es claro que el daño objeto de escrutinio por parte de este despacho no es 

imputable de ninguna forma a las demandadas, pues no obra dentro del expediente ni una sola 

prueba que demuestre que alguna de las demandadas conoció de forma oportuna la existencia de 

un ataque dirigido contra los demandantes, sino, todo lo contrario, pues hasta ahora se encuentra 

demostrado que las demandadas actuaron de forma diligente desplegando toda su capacidad 

institucional para mantener el orden público y para prestar el servicio de transporte. 

 

Por último, para descartar cualquier motivo de duda frente a la inaplicación del título subjetivo de 

 
26 Consideración 14.1 
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imputación analizado, debe rechazarse la argumentación expuesta por la parte demandante 

consistente, pues el hecho de que la existencia de grupos al margen de la ley o una alteración en 

el orden público, no implica de ninguna forma que el daño que se pretende endilgar fuese previsible 

para las demandadas, resultaba pertinente probar de manera concreta que las entidades 

convocadas conocían de la existencia de la mina antipersonal y del ataque, pues de lo contrario 

resulta imposible realizar un juicio de imputación fáctico y jurídico adecuado. En ese sentido también 

discurrió la sentencia de unificación jurisprudencia que se analiza: 

 

“18.27. De todo lo anterior se desprende que aunque el orden público en la ciudad 

de Bogotá se encontraba alterado –como en diversas zonas del país que sufrieron 

y sufren todavía los rigores del conflicto armado y el narcotráfico–, esto no 

significa que las autoridades civiles o policiales tuvieran un conocimiento 

cierto de que el 30 de enero de 1993, en la carrera 9ª entre calles 15 y 16 del 

barrio Veracruz de Bogotá, se iba a cometer un acto terrorista en contra de 

la población civil, de manera que surgiera para ellas el deber de prevenir 

dicho acto. Contrario a lo sostenido por la parte demandante, el ataque que sufrió 

la capital del país no era humana ni institucionalmente previsible para las 

autoridades, pues se trató de un acto terrorista intempestivo que pudo haber 

ocurrido en cualquier otro lugar de la ciudad. Al no haberse probado que las 

entidades demandadas tuvieran conocimiento cierto y concreto del riesgo 

que corrían los demandantes en esa zona de la ciudad, se concluye que no 

le era exigible a la demandada que hubiera adoptado un esquema especial 

de seguridad aún más riguroso en ese sector que el desplegado en otros 

sitios de la ciudad para contrarrestar los ataques terroristas de bandas 

narcotraficantes.”27 (subrayado y negritas propias). 

 

Valga la pena entonces decir que la imprevisibilidad del hecho, radica en que lo acontecido pudo 

ocurrir en cualquier otro punto de la zona del municipio en cuestión, circunstancia que excluye por 

completo la responsabilidad de las demandadas, pues lo cierto es que nadie está obligado a lo 

imposible, aforismo que también aplica al Estado. 

 

2.3.1.3.2. INEXISTENCIA DE RIESGO EXCEPCIONAL PARA EL CASO EN CONCRETO.  

Para el caso en concreto, no es viable resolver el asunto sub judice bajo el título de imputación 

objetivo del riesgo excepcional pues lo cierto es que los demandantes no han probado que la ruta 

tomada por la Cooperativa Supertaxis los sometiera a un riesgo diferente al asumido por todo 

ciudadano, así como tampoco se ha acreditado la existencia de retén o puesto de control en la zona. 

 

En la Sentencia del 20 de junio de 2017 que se viene analizando, la Sala Plena de la Sección 

Tercera del Consejo de Estado unificó su jurisprudencia frente a la responsabilidad del Estado por 

actos violentos de terceros bajo el título de imputación del riesgo excepcional de la siguiente forma: 

 

“15.6. Para que el acto violento causado materialmente por terceros sea imputado 

al Estado es menester que, según lo dicho por esta Corporación, esté dirigido 

contra blancos selectivos, esto es, personas o instituciones representativas 

 
27 Consideración 18.27. 
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del Estado, pues si el acto violento es de carácter indiscriminado cuyo 

objetivo es provocar, como lo es el acto de terrorismo, pánico, temor o 

zozobra entre la población civil, no es posible declarar la responsabilidad 

del Estado con fundamento en el riesgo excepcional.  

 

15.7. Bajo esta perspectiva teórica, la Sala ha desestimado las pretensiones 

encaminadas a vincular la responsabilidad del Estado en casos de actos 

violentos perpetrados por agentes no estatales cuyo objetivo es 

indeterminado.  

 

(…)  

15.8. En todas estas oportunidades se consideró que por tratarse de daños 

causados por actos violentos de terceros, en donde si bien quedó probada la 

consumación del acto violento perpetrado de modo indiscriminado en contra de la 

población civil, no se acreditó que el objetivo final era atacar una instalación 

militar o policial, establecimiento estatal, centro de comunicaciones o un 

elemento representativo del Estado; por ende, se concluyó que el acto al 

estar dirigido de modo indiscriminado contra la población civil, con el fin 

único y exclusivo de sembrar terror y pánico, la responsabilidad del Estado 

sólo podría estructurarse desde la perspectiva del régimen de falla del 

servicio.  

 

15.9. En conclusión, los casos en los que se dilucida la declaratoria de 

responsabilidad estatal por daños ocasionados por actos violentos perpetrados 

por un tercero, donde no se acredita una falla del servicio por infracción a un deber 

jurídico interno o internacional, pueden, según sus particularidades, ser 

examinados a la luz del título de imputación objetivo de riesgo excepcional, bajo 

la condición de que el acto violentos proveniente del tercero esté dirigido en 

contra de un integrante o institución estatal, esto es, personas o entidades 

que representen al Estado. (…)” (subrayado y negritas propias). 

 

Para el caso en concreto, resulta claro que no es posible aplicar el título de imputación del riesgo 

excepcional pues, de conformidad con las pruebas obrantes dentro del expediente, se tiene que no 

existe ningún elemento material probatorio que acredite que el ataque iba dirigido en contra de un 

integrante o institución estatal, y mucho menos se ha probado que el mismo iba dirigido contra el 

privado demandado por fuero de atracción.  

 

En suma, como lo mencionó el H. Consejo de Estado en Sentencia del 5 de diciembre de 2023 con 

ponencia del Consejero Martín Bermúdez Muñoz, está descartada “la consideración relativa a que 

el Estado debe responder por el solo hecho de que sus <> y contra ellas se dirijan los atentados 

terroristas”28. 

 

Siendo todo lo anterior así, no resulta procedente, a la luz de la jurisprudencia unificada, acceder a 

las pretensiones planteadas por los actores con fundamento en el título de riesgo excepcional.  

 

 
28 Consideración 56.1. de la Sentencia del 5 de diciembre de 2023. Consejero Ponente: Martín Bermúdez Muñoz. Radicado No. 37719. 
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2.3.1.3.3. INEXISTENCIA DE DAÑO ESPECIAL PARA EL CASO EN CONCRETO. 

Ahora bien, tampoco resulta posible desatar la presente controversia jurídica mediante el título de 

imputación objetivo del daño especial, pues lo cierto es que los demandantes no han motivado la 

forma en que supuestamente se rompieron las cargas públicas, máxime que tanto las entidades 

demandadas como el particular Cooperativa Supertaxis Ltda siempre actuaron con apego a la 

legalidad y a sus funciones como entidades y empresa de transporte público.  

 

Por último, frente al título de imputación objetiva denominado daño especial, conviene traer a 

colación el siguiente apartado de la sentencia ya tantas veces citada en la presente excepción:  

 

“… no se puede concluir que el perjuicio sufrido por los demandantes es 

atribuible al Estado por el solo hecho del cumplimiento o ejecución de sus 

deberes jurídicos, es decir, que el ejercicio de la autoridad y de las 

competencias públicas no constituyen en sí mismos una causa material de 

un daño producido por un tercero; estimar lo contrario llevaría a considerar 

que la sola existencia del Estado significaría un supuesto fáctico causal de 

los daños perpetrados por actores no estatales, que con su accionar 

terrorista pretenden ilegalmente presionarlo. De ser así, las autoridades 

legítimas tendrían que ceder ante intereses privados delincuenciales que actúan 

por fuera de la ley, con el fin de evitar condenas judiciales de reparación de daños. 

De tal manera que si la delincuencia y el crimen organizado cometen execrables 

y repugnantes actos de terrorismo en contra de la población civil con el fin de 

presionar a la autoridad pública a acceder a determinados fines, como los que se 

propuso Pablo Escobar Gaviria y las organizaciones de narcotráfico, resultaría 

impropio atribuir los daños producidos por estos al Estado, por el solo 

hecho de haber ejercido debidamente sus competencias constitucionales y 

legales en beneficio del interés general. En estos casos el único y exclusivo 

causante de los daños y, por ende, responsable de los mismos es quien 

participó en su producción.  

 

18.51. Ahora, si bien no existe un vínculo causal en el plano naturalístico entre la 

conducta de la institución pública y los daños experimentados por las víctimas con 

ocasión del acto de terrorismo, podría discutirse sobre la existencia de una 

“causalidad jurídica”, esto es, que el Estado no solo se manifiesta de manera física 

o fenomenológica sino también jurídica, como por ejemplo, a través de políticas 

públicas; sin embargo, de aceptarse tal posición, habría que admitir una 

presunción de causalidad artificial imposible de ser desvirtuada en todos los casos 

en los que el Estado ejerza sus competencias; en otras palabras, el Estado sería 

siempre un asegurador universal. Esto daría lugar a que en todos los casos en 

que terroristas atenten indiscriminadamente contra la población civil, el Estado 

deba ser declarado responsable patrimonialmente de los mismos, por el solo 

hecho de existir y desarrollar sus funciones constitucionales y legales.” (subrayado 

y negritas propias). 

 

En aplicación de lo mencionado por la jurisprudencia, se puede decir que no es posible hacer 

responsables a las entidades demandadas por el sólo hecho existir y cumplir sus funciones, como 
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lo afirmó en su oportunidad el H. Consejo de Estado, sería tanto como condenar a la administración 

pública por el sólo hecho de existir y cumplir sus funciones constitucionales, legales y 

reglamentarias, cuando precisamente para ello fue constituido dicho ente jurídico. 

 

Por último, debe señalarse también que los actores tampoco probaron la responsabilidad 

extracontractual de las demandadas bajo ninguno de los títulos de imputación analizados bajo la 

ratio decidendi de la Sentencia SU-353 del 26 de agosto de 2020 proferida por la H. Corte 

Constitucional y la sentencia de reemplazo en cumplimiento de lo dispuesto por el alto tribunal 

constitucional del 5 de diciembre de 2023 con ponencia del consejero Martín Bermúdez Muñoz bajo 

el radicado No. 25000-23-26-000-2005-00451-01 (37719) (acumulado), pues lo cierto es que dentro 

del expediente no figura ningún medio de prueba que acredite siquiera alguno de los elementos 

más importantes de la responsabilidad estatal como lo es una acción u omisión y la previsibilidad y 

resistibilidad del daño que se pretende endilgar. 

 

En virtud de todo lo anterior, solicito respetuosamente al despacho declarar probada la excepción 

propuesta y, por consiguiente, negar todas y cada una de las pretensiones de la demanda en la 

medida en que las convocadas no son responsables bajo ningún título de imputación por los hechos 

ocurridos el 17 de febrero de 2020 y lo cierto es que la parte actora no cumplió con su carga 

probatoria y argumentativa de acreditar los supuestos bajo los cuales la jurisprudencia unificada del 

Consejo de Estado y de la Corte Constitucional han considerado que el Estado es responsable por 

actos violentos cometidos por terceros. 

 

2.3.1.4. DILIGENCIA Y CUIDADO DE LAS DEMANDADAS 

Como corolario de las excepciones hasta aquí propuestas, se propone como medio exceptivo de 

defensa la diligencia y cuidado con la que actuaron las demandadas en el caso en concreto, pues 

ha quedado acreditado mediante la documental obrante que el privado demandado cumplió a 

cabalidad con el contrato de transporte y este sólo se vio interrumpido por el actuar de un tercero 

imprevisible e irresistible.  

 

2.3.1.5. PRINCIPIO DE RELATIVIDAD EN LA APRECIACIÓN DE LA FALLA DEL SERVICIO 

– APRECIACIÓN EN CONCRETO DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO – 

NADIE SE ENCUENTRA OBLIGADO A LO IMPOSIBLE 

Se plantea la siguiente excepción como medio de defensa, en la medida en que el despacho debe 

valorar los medios y las posibilidades reales con los que contaban las convocadas para evitar el 

daño sub judice teniendo en cuenta el contexto de conflicto interno en el que vive el país y la 

naturaleza imprevisible e irresistible de todo acto terrorista.  

 

Para fundamentar la excepción que ahora se propone, valga la pena traer a colación lo dicho por el 

H. Consejo de Estado, Sección Tercera, en Sentencia del 25 de octubre de 1991 proferida dentro 

del proceso adelantado por Helí de Jesús Cardona Ríos y Otros, bajo el expediente 6680 y con 

ponencia del Consejero Carlos Betancur Jaramillo. En dicha sentencia, se ejemplifica de manera 

precisa el concepto que se está invocando, de la siguiente manera: 

 

“Observa la Sala frente al caso concreto que la parte demandante fundamenta su 

demanda en un Estado ideal. Teóricamente podría alegarse que tiene razón y 
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desde ese punto de vista el alegato es excelente. Pero el enfoque que hace 

permite su conclusión más a luz de la sociología jurídica que del derecho mismo.  

 

En el plano ideal el Estado debería responder por toda muerte violenta 

acaecida en el territorio nacional (él tiene el deber de proteger su vida); 

siempre que muriera una persona por falla de asistencia médica; por los niños que 

se quedan sin escuela y entran a la mendicidad; por todos los casos de inanición; 

por las epidemias no contrarrestadas; por todos los daños producidos por el 

terrorismo; por la caída de un avión en zona carente de radio ayuda; por todos los 

derrumbes de las carreteras; por la falta de acueductos, por la contaminación de 

los ríos…  

 

Los ejemplos se podrían multiplicar por miles. Pero ¿podría el patrimonio 

estatal hacer frente a todas esas demandas cuando sus servicios públicos 

apenas si logran tener una pequeña cobertura? ¿Sería razonable permitir 

esa responsabilidad irrestricta y en todos los casos, con desmedro del 

mantenimiento, en los límites propios de nuestra realidad económica y 

social, de los modestos servicios actuales? ¿No sería peor el remedio que 

la enfermedad?29 (subrayado y negritas propias). 

 

Partiendo del concepto de relatividad en la falla en el servicio, debe recordarse también que, a 

diferencia de lo que ocurre en la responsabilidad civil donde el juicio se realiza de forma abstracta 

comparando al demandado con un buen hombre de familia romano, en la responsabilidad que se 

ventila ante la jurisdicción contencioso administrativa, el juicio de comparación debe ser realizado 

de manera concreta, es decir, analizando los medios que tenía al alcance el Estado o el particular 

que prestaba el servicio público para evitar la causación del daño que se le pretende endilgar y la 

capacidad de previsión y resistencia que tenía frente dicho suceso. Sobre el particular, la doctrina 

nacional ha dicho lo siguiente: 

 

7. LA APRECIACIÓN DE LA FALTA DE SERVICIO  

 

Los doctrinantes del derecho administrativo clásico, y entre ellos Hauriou, 

recalcaron que a diferencia del derecho privado – en el que la falta se apreciaría 

de acuerdo con tipos ideales, (el bonus paterfamilias romano)–, en el derecho 

administrativo la falta del servicio debía analizarse “in concreto” según las 

particularidades del servicio en causa. Este análisis concreto de la falta del servicio 

pasa por la ponderación en primer término de las circunstancias específicas en 

que se produce el daño, en segundo lugar, de los medios con que contaba 

efectivamente el ente público, y, finalmente, a la previsibilidad del daño causado. 

La falta, al ser apreciada en función de los citados parámetros (e incluso de otros 

que podrían agregarse), adquiere un carácter relativo.  

(…)  

7.1. EL CARÁCTER CONCRETO DE LA FALTA  

7.1.1. LAS CIRCUNSTANCIAS DEL DAÑO  

 

 
29 Saavedra Becerra, R. (2018). De la responsabilidad patrimonial del Estado. Grupo Editorial Ibañez. Pág. 343. 
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Se trata de estudiar el funcionamiento de la administración en su contexto real. La 

referencia a las circunstancias del daño remite así a varios tipos de situaciones, 

de las que se pueden enumerar, sin pretender ser exhaustivos, las circunstancias 

de tiempo y de lugar que el juez toma en cuenta para decidir si hubo falta, o bien 

si esa falta refleja un funcionamiento más o menos desacertado.  

(…)  

7.1.4. LOS MEDIOS DEL ENTE PÚBLICO  

El carácter concreto que puede revestir la apreciación de la falta del servicio 

público se hace evidente cuando el juez, para aprehender el comportamiento 

administrativo, tiene en cuenta los medios de los que disponía el servicio para 

asegurar la misión que dio nacimiento al daño: el juez va a determinar la extensión 

de la obligación de la Administración, en función de los medios de que ella dispone 

para hacer frente a las cargas que se le imponen.  

 

En principio, esta referencia a los medios se explica lógicamente en la medida en 

que “nadie esta obligado a lo imposible”, por lo que no es razonable exigir de la 

Administración un grado de perfección de comportamiento que sus recursos 

materiales y humanos no le permitirían alcanzar.  

(…)  

7.1.5. LA PREVISIBILIDAD DEL DAÑO  

Otro de los elementos de la apreciación concreta por el juez administrativo de la 

administración es la “previsibilidad del daño”. Por regla general, en efecto, no es 

suficiente que la Administración haya sido teóricamente capaz de evitar la 

ocurrencia del daño, sino que, haya tenido la posibilidad real de hacerlo en las 

circunstancias del caso. Ello tiene gran importancia para la Administración cuando 

se trata de prevenir la ocurrencia de un acontecimiento que le es exterior, o de 

limitar sus efectos. Así, en el ámbito de la responsabilidad hospitalaria, el que un 

enfermo se suicide o se evada, obligará a que el juez se plantee si su 

comportamiento anterior había hecho previsible el daño. Que se utilice un 

medicamente peligroso, y el juez se preguntará si su nocividad era en la época 

conocida.  

 

También, en relación con las actividades de policía, juega un papel importante la 

previsibilidad. En estos casos el juez modula la responsabilidad constatando o 

negando la falta, según la autoridad administrativa haya estado o no en posesión 

de informaciones que le permitieran controlar la situación dañosa. Si el juez no va 

la mayoría de las veces hasta exigir que la administración haya tenido un 

conocimiento real del peligro, –es decir, que ella hubiera sido informada con 

certidumbre de que el acontecimiento dañino iba a producirse–, su apreciación 

reposa sobre la probabilidad de ese acontecimientos y esta surge del 

descubrimiento a posteriori de indicios que hubieran debido incitar a la 

administración a estar en guardia, a tomar precauciones particulares y adecuadas 

para impedir la ocurrencia del daño. (…) (subrayado y negritas propias). 

 

Por todo lo anterior, además de las circunstancias de imprevisibilidad e irresistibilidad en las que 

ocurrieron los hechos materia de juzgamiento, solicito se tenga en cuenta que la Cooperativa 
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Supertaxis del Sur Ltda., a pesar de la diligencia empleada, no pudo prever los hechos sub judice.  

 

2.3.1.6. INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE LAS DEMANDADAS – APLICACIÓN DEL 

INCISO 4º DEL ARTÍCULO 140 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

En el hipotético y remoto caso en que el despacho decidiera acceder a las infundadas pretensiones 

de la demanda, el juzgador debe tener en cuento lo dispuesto en el inciso 4º del artículo 140 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo pues, lo cierto es que 

la Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda. no tenía a su cargo la función de registrar el equipaje de 

sus usuarios y mucho menos conservar el orden público de la zona donde ocurrieron los hechos, 

por lo que mal se haría en imputar solidariamente una eventual condena en contra de dicho 

particular cuando no tenía a su cargo dichas funciones. 

 

Para sostener la tesis en comento, debe tenerse en cuenta que el inciso 4º del artículo 140 del 

C.P.A.C.A. dispone lo siguiente: 

 

“(…)En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados 

particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por 

la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal 

del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño.” 

 

Sobre el artículo en comento, la jurisprudencia nacional ha dicho lo siguiente: 

 

“199. Las condenas que aquí se ordenen se deberán pagar a los demandantes en 

proporción de 70 % a cargo de la Constructora y 30 % a cargo de Distrito, 

conforme lo establece el artículo 14030 del CPACA., en la medida que la acción 

dañosa de la constructora tiene una influencia causal mayor y preponderante en 

relación a la omisión de la administración distrital. Lo anterior, porque fue la 

constructora quien con su acción ocasionó el daño de manera directa, violó la 

licencia de construcción y continuó con la obra hasta su finalización. Por su parte, 

el Distrito con la omisión de no ejercer de manera correcta sus facultades de 

inspección, vigilancia y control, contribuyó en un grado menor en la irrogación del 

daño. 

 

200. Al respecto, es importante señalar que el demandante solicitó que la condena 

en el presente caso sea solidaría a la luz de la codificación civil. Empero, ello no 

será así, ya que la Ley 1437 de 2011, en el referido artículo 140, expresamente 

se apartó del concepto de solidaridad contenido en artículo 2344 del Código 

Civil con el fin de tutelar el patrimonio público. 

 

201. Finalmente, conviene hacer hincapié que este es uno de los cambios más 

importantes introducidos al medio de control de reparación directa en la Ley 1437 

de 2011, pues el legislador determinó, en ejercicio de su libre configuración, que 

 
30 Artículo 140 del CPACA (…) “En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y entidades 
públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia 
causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño”. 
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en los eventos donde el daño antijurídico sea imputable de manera 

concurrente a particulares y entidades públicas, obligatoriamente, se deberá 

determinar en la sentencia la proporción por la cual debe responder cada 

una de ella. De esta manera, en materia de reparación directa, fenece la 

responsabilidad solidaria respecto a la parte demandada establecida en el 

artículo 2344 del Código Civil y aplicada por la jurisprudencia de manera 

constante en vigencia del C.C.A., para establecer y fijar como regla legal y 

como lex speciallis (art. 140 del CPACA) una responsabilidad proporcional a 

la influencia causal de la acción u omisión en el hecho dañoso.” (énfasis 

añadido). 

 

De igual forma, la doctrina nacional ha privilegiado la tesis anterior en los siguientes términos: 

 

“El artículo 140 del nuevo Código Contencioso Administrativo trae sin embargo, 

una disposición según la cual se ha entendido que con su expedición no habrá 

lugar a predicar una obligación solidaria cuando entidad pública y privado 

participen en el hecho dañoso, y por lo tanto, la obligación entre los dos deberá 

ser conjunta. (…)  

 

…se ha interpretado que debido a que el juez administrativo en la sentencia debe 

determinar la proporción de la reparación que cada involucrado debe pagar; se 

está eliminando la posibilidad de que el demandante cobre a cualquiera el valor 

total de la obligación indemnizatoria, como ocurre en las obligaciones solidarias.  

(…) 

…el Consejo de Estado parece haber entendido que la solidaridad se ha eliminado 

en aras de proteger el patrimonio público, asó lo manifiesta en las Memorias de la 

Ley 1437 de 2011:  

 

El nuevo Código pretende acabar, entonces, con la solidaridad que se ha venido 

comúnmente aplicando en las sentencias, quizá en una controvertida aplicación 

del artículo 2344 del Código Civil al ámbito de la Administración Pública. El hecho 

es que hay muchísimos casos en los que la participación del Estado en la 

producción de un hecho dañoso es mínima, y en salvaguarda del patrimonio 

estatal, la ley opta por la divisibilidad de la obligación y no por la solidaridad, que 

se mira en ese caso injusta para con los intereses de la comunidad que el Estado 

representa”31 

 

En virtud de lo anterior, el despacho deberá tener en cuenta que la Cooperativa Supertaxis del Sur 

Ltda. no tenía a su cargo la función de mantener el orden público en la zona donde ocurrieron los 

hechos materia de este litigio, así como tampoco prever los actos de grupos al margen de la ley.  

 

2.3.1.7. INIMPUTABILIDAD DE LOS PERJUICIOS MATERIALES E INMATERIALES 

SOLICITADOS 

Ante el hecho exclusivo y determinante de un tercero como causa del daño sub judice, se plantea 

 
31 Saavedra Becerra, R. (2018). De la responsabilidad patrimonial del Estado. Grupo Editorial Ibáñez. Págs. 271-273. 
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la siguiente excepción como mecanismo de defensa, pues se impone lógicamente que los perjuicios 

materiales e inmateriales supuestamente sufridos por los demandantes a raíz de dicho evento no 

son imputables al actuar diligente y cuidadoso de las demandadas.  

 

Para sustentar la excepción que ahora se propone debe tenerse en cuenta la distinción entre las 

nociones de daño y perjuicio, existiendo daños sin perjuicios, pero no éstos sin aquél, se tiene que, 

si el daño como elemento de la responsabilidad extracontractual no es imputable a la conducta de 

las demandadas, mucho menos lo serán los perjuicios que son consecuencias de dicho fenómeno. 

Sobre la distinción anotada, el profesor Juan Carlos Henao, con apoyo en la doctrina extranjera, 

manifiesta lo siguiente:  

  

“…el profesor Bénoit aportó algunos elementos que se encargaron de definirlo, al 

afirmar: “…el daño es un hecho: es toda afrenta a la integridad de una cosa, de 

una persona, de una actividad, o de una situación […] el perjuicio lo constituye el 

conjunto de elementos que aparecen como las diversas consecuencias que se 

derivan del daño para la víctima del mismo. Mientras que el daño es un hecho que 

se constata, el perjuicio es, al contrario, una noción subjetiva apreciada en relación 

con una persona determinada” (…) Con esta misma lógica, una sentencia 

colombiana afirmó que ”el daño, considerado en sí mismo, es la lesión, la herida, 

la enfermedad, el dolor, la molestia, el detrimento ocasionado a una persona en 

su cuerpo, en su espíritu o en su patrimonio”, mientras que “el perjuicio es el 

menoscabo patrimonial que resulta como consecuencia del daño; y la 

indemnización es el resarcimiento, la reparación, la satisfacción o pago del 

perjuicio que el daño ocasionó”.32 

  

Visto lo anterior, es claro que el daño es causa de un resultado que comúnmente denominamos 

perjuicios, por lo que el aforismo romano “Accessorium sequitur principale”, o, “lo accesorio sigue 

la suerte de lo principal”, es plenamente aplicable al caso en concreto, si el daño sufrido por los 

demandantes no es imputable a las demandadas, pues mucho menos se le podrá endilgar las 

consecuencias de dicho menoscabo como son los perjuicios materiales e inmateriales reclamados.  

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente se nieguen todas y cada una de las pretensiones de 

la demanda por los argumentos anteriormente expuestos.  

 

2.3.1.8. INEXISTENCIA DE LOS PERJUICIOS MORALES SOLICITADOS – EXCESIVA 

TASACIÓN DE LOS MISMOS 

Para el caso en concreto, además de la imposibilidad de imputar los perjuicios morales a las 

demandadas debido a la causación del daño como consecuencia del hecho exclusivo y 

determinante de un tercero, se tiene que los mismos son inexistentes, pues lo cierto es que la 

jurisprudencia del H. Consejo de Estado ha admitido el reconocimiento de tales perjuicios 

inmateriales como consecuencia de la pérdida de bienes materiales, siempre que su causación se 

pruebe, circunstancia que no ocurre para el caso en concreto. Sobre este último punto, el H. Consejo 

de Estado en sentencias como la del 21 de marzo de 201233 ha dicho lo siguiente:  

 
32 Henao, J. C. (1998). El daño (Primera ed.). Universidad Externado de Colombia. Págs. 76 y 77.  
33 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION B Consejera 
ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO Bogotá, D.C., veintiuno (21) de marzo de dos mil doce (2012) Radicación número: 07001-
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“5.5. En relación con el daño moral reclamado por los demandantes por la pérdida 

del inmueble, el Ejército Nacional señala que no es susceptible de reparación, 

porque las personas no puede dejarse dominar por las cosas.  

 

En relación con el dolor moral que pueda generar la pérdida de los bienes 

materiales, la jurisprudencia de la Sala considera que ese daño sí es susceptible 

de reparación, pero como sucede en relación con los demás daños por los 

cuales se solicite indemnización, siempre habrá que acreditar su ocurrencia:  

 

“A propósito de los daños morales, la doctrina ha considerado que éstos son “esos 

dolores, padecimientos, etc., que pueden presentarse solamente como secuela 

de los daños infligidos a la persona. Que no son entonces daños propiamente 

dichos, y que por otra parte, constituyen un sacrificio de intereses puramente 

morales, que justifican una extensión del resarcimiento, esta vez con función 

principalmente satisfactoria”.  

 

“No obstante, la Sala ha adoptado un criterio más amplio, para considerar que hay 

lugar a indemnizar todo perjuicio moral, sin importar su origen, inclusive el 

derivado de la pérdida de bienes materiales o el causado con el incumplimiento 

de las obligaciones derivadas del contrato, siempre que, como sucede en relación 

con cualquier clase de perjuicios, aquéllos sean demostrados en el proceso6.  

 

“Para que haya lugar a la reparación del perjuicio basta que el padecimiento sea 

fundado, sin que se requiera acreditar ningún requisito adicional. Corresponde al 

juez tasar discrecionalmente la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta las 

condiciones particulares de la víctima y la gravedad objetiva de la lesión. La 

intensidad del daño es apreciable por sus manifestaciones externas; por esto se 

admite para su demostración cualquier tipo de prueba. Sin embargo, la 

jurisprudencia puede inferir su existencia en casos como el de la muerte de los 

parientes más allegados.  

 

“En consecuencia, aunque en eventos como el presente, la pérdida de los bienes 

materiales destinados a la subsistencia o comercialización puede causar 

perjuicios morales, en el caso concreto no se reconocerán porque éstos no se 

acreditaron directamente ni se encuentran probados otros hechos de los cuales 

puedan inferirse tales perjuicios34.” (subrayado y negritas propias).  

 

En ese sentido, los perjuicios morales solicitados por los actores se encuentran condenados al 

fracaso, pues ante la falta de presunciones en la materia, le correspondía a los demandantes probar 

la ocurrencia de tales detrimentos, tarea en la que han fracaso estrepitosamente, pues dentro del 

expediente no se observa ninguna prueba sobre el particular.  

 

Como si lo anterior no fuese poco, lo cierto es que los perjuicios morales solicitados también han 

 
23-31-000-2000-00177-01(23778) Actor: ANA ELIDA ESTRADA FUENTES Y OTROS Demandado: NACION-MINISTERIO DE 
DEFENSA-POLICÍA NACIONAL Y FUERZAS ARMADAS Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA (APELACION SENTENCIA) 
34 Sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. AG-520012331000200200226-01. C.P. Ricardo Hoyos Duque. 
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sido tasados de forma excesiva, obsérvese que, mientras la jurisprudencia del H. Consejo de Estado 

reconoce cuantías de 100 SMMLV en casos de muerte, los demandantes piden hasta 500 SMMLV, 

sumas que exceden por completo los baremos establecidos jurisprudencialmente.  

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada la presente excepción.  

 

2.3.1.9. INEXISTENCIA DE LOS PERJUICIOS MATERIALES SOLICITADOS – NO SE HA 

ACREDITADO LA TITULARIDAD DE LOS INMUEBLES Y VEHÍCULOS AFECTADOS 

ASÍ COMO TAMPOCO DE LAS GANANCIAS SUPUESTAMENTE PERDIDAS – 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA PARA SOLICITAR TALES 

DETRIMENTOS 

Los perjuicios materiales solicitados en la demanda, tanto en su modalidad de daño emergente 

como de lucro cesante, deben correr la misma suerte que los perjuicios inmateriales, esto es, deben 

ser negados ante el fracaso probatorio de la parte actora pues no ha acreditado que las personas 

que integran el extremo activo de la presente litis sean los propietarios de los inmuebles y vehículos 

que se solicitan como perjuicios. 

 

Respecto del daño emergente solicitado en la demanda por concepto de los inmuebles destruidos, 

debe decirse que el líbelo inicial no se acompaña ni con las escrituras públicas que dan prueba de 

la titularidad sobre dichos bienes de conformidad con el Código Civil, así como tampoco se han 

aportado los certificados de tradición que acrediten el modo mediante el cual se adquirieron tales 

bienes, circunstancias que representan un obstáculo insalvable por parte de esta judicatura y que 

condenan al fracaso las pretensiones de la demanda.  

 

Sobre la importancia de acreditar la titularidad del derecho de dominio cuando se acude ante la 

jurisdicción contencioso administrativa por la destrucción y/o afectación de un inmueble, el alto 

tribunal de lo contencioso administrativo en la sentencia del 13 de mayo de 201435 con ponencia 

del Consejero Mauricio Fajardo Gómez se dijo lo siguiente: 

 

“Ahora bien, para acreditar los derechos reales sobre bienes inmuebles, según la 

jurisprudencia actual de la Sección Tercera del Consejo de Estado, se requiere 

necesariamente el aporte –en la forma y con los requisitos que disponga la ley 

para estos efectos- necesario del título y modo que exija el ordenamiento, de modo 

tal que ante la no acreditación de alguno de los elementos enunciados, se 

entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada.  

 

Así las cosas, tratándose, por ejemplo y como ocurre en este caso, de la 

acreditación de la propiedad sobre un bien inmueble, cuyo título lo constituya un 

contrato de compraventa, en los términos de la posición actual de esta 

Corporación, quien acuda al proceso en calidad de titular de ese derecho de 

dominio, deberá aportar la correspondiente escritura pública –título-, en los 

términos del artículo 1857 del Código Civil y la constancia de la inscripción de ese 

título en la oficina de Registro de Instrumentos Públicos –modo-, de manera que 

 
35 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SALA PLENA Consejero ponente: 
MAURICIO FAJARDO GOMEZ Bogotá, D.C., trece (13) de mayo de dos mil catorce (2014) Radicación número: 76001-23-31-000-1996-
05208-01(23128) Actor: ANGELA MARLENY SALAZAR DE COBO Y OTROS Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA 
NACIONAL Referencia: APELACION SENTENCIA - ACCION DE REPARACION DIRECTA 
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ante la ausencia de cualquiera de los referidos documentos no se entenderá 

probada la propiedad y, por consiguiente deberá declararse la ausencia de 

legitimación en la causa por activa cuando sea el demandante el que hubiere 

acudido al proceso en calidad de propietario sobre un predio.  

 

No obstante lo anterior, un análisis profundo de los antecedentes, características, 

finalidades y alcances del Sistema de Registro Inmobiliario en Colombia, permite 

llegar a una conclusión distinta de la sostenida actualmente por la jurisprudencia, 

en el sentido de que con sólo el aporte del certificado expedido por el Registrador 

de Instrumentos Públicos, resulta suficiente para acreditar la propiedad sobre el 

bien inmueble objeto de debate, para efectos de la legitimación en causa por 

activa, tratándose de un proceso que se adelanta ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo.  

 

En este sentido, un nuevo estudio de las normas vigentes a la fecha en que 

ocurrieron los hechos que dieron origen a la demanda del presente proceso y de 

la normativa recientemente expedida, dan lugar, de manera clara y evidente, a la 

aplicación de una nueva tesis jurídica que se acompasa con los desarrollos que 

en materia registral imperan en el mundo jurídico. 

(…)  

En consecuencia, para la Sala, un nuevo análisis de las normas que regulan la 

forma como se adquieren y se transmiten los derechos reales -entre ellos el de la 

propiedad- en nuestro ordenamiento, conducen a la conclusión de que el 

certificado que expida el registrador de instrumentos públicos en el cual aparezca 

la situación jurídica de un determinado inmueble y en el cual se identifique como 

propietario –por la correspondiente inscripción del título que dio lugar a ello- la 

persona que alegue esa condición en un juicio que se adelante ante la Jurisdicción 

de lo Contencioso Administrativo para efectos de acreditar la legitimación en la 

causa por activa, constituye plena prueba de ese derecho.  

 

Debe indicarse que el cambio jurisprudencial que mediante esta providencia se 

está adoptando está llamado a ser aplicable únicamente encuentra aplicación en 

aquellos eventos en los cuales se pretenda acreditar la propiedad de un inmueble 

cuando se trate de un proceso que se adelanta ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, lo cual obliga a precisar que si lo que se discute en el 

proceso correspondiente es la existencia, la validez o la eficacia del título o el 

cumplimiento del contrato o el del mismo registro o existe el conflicto acerca de 

quién tiene mejor derecho sobre el bien objeto de proceso –llámese acción 

reivindicatoria, por ejemplo- necesariamente deberá adjuntarse la respectiva 

escritura pública o el título correspondiente, actuaciones que no tendrían otra 

finalidad que desvirtuar la presunción de legalidad y la legitimación registral que 

recae sobre el acto administrativo de inscripción, caso en el cual deberán 

adelantarse los procedimientos que para estos efectos dispone la ley y deberán 

surtirse ante la autoridad judicial respecto de la cual se ha asignado esta 

competencia.  
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Iguales consideraciones deben predicarse, esto es habrá necesidad de aportar al 

respectivo proceso el título correspondiente cuando se trate de litigios 

contractuales, esto es cuando lo que se discuta en el mismo sea, por el ejemplo, 

el incumplimiento de una obligación que se derive del citado documento –contrato 

estatal o acto administrativo- puesto que el problema jurídico en estos eventos se 

circunscribe al análisis fáctico y jurídico del mismo del título y, por ello será 

necesario entonces que obre en el expediente con el fin de que el Juez 

competente haga las valoraciones a que haya lugar.  

 

Debe precisarse, aunque resulte verdad de Perogrullo, que si bien con el sólo 

certificado de Registro de Instrumentos Públicos puede probarse la propiedad o la 

titularidad de un derecho real sobre el bien objeto del respectivo folio de matrícula, 

lo cierto es que la persona interesada debe acreditar, a su vez, que ese bien 

respecto del cual figura como titular en el referido certificado corresponde a aquél 

que pretende hacer valer en un juicio que se adelante ante la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativa, para efectos de demostrar la legitimación en la causa.  

 

Resulta pertinente agregar que la postura jurisprudencial que se modifica 

mediante la presente providencia dice relación únicamente respecto de la prueba 

de la legitimación por activa cuando se acude a un proceso que se adelanta ante 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa en calidad de propietario de un bien 

inmueble, que no sobre la forma y los presupuestos, previstos en la ley, para la 

adquisición, transmisión o enajenación de derechos reales, para cuyo propósito, 

como no podía ser de otra forma, se requerirá de los correspondientes título y 

modo en los términos en que para la existencia y validez de estos actos jurídicos 

lo exige precisamente el ordenamiento positivo vigente.  

 

Finalmente conviene aclarar que lo antes expuesto de manera alguna supone que 

en adelante única y exclusivamente deba aportarse el certificado o la constancia 

de la inscripción del título en el Registro de Instrumentos Públicos, puesto que si 

los interesados a bien lo tienen, pueden allegar el respectivo y mencionado título 

y será el juez el que en cada caso concreto haga las consideraciones pertinentes; 

se insiste, la modificación en la jurisprudencia que se realiza en esta providencia 

dice relación únicamente con la posibilidad de probar el derecho real de dominio 

sobre un bien inmueble con el certificado del Registro de Instrumentos Públicos 

en el cual conste que el bien objeto de discusión es de propiedad de quien 

pretende hacerlo valer en el proceso judicial correspondiente.” 

 

En esa medida, los perjuicios materiales por concepto de daño emergente se encuentran 

condenados al fracaso pues ninguno de los demandantes ha acreditado la titularidad sobre los 

inmuebles supuestamente afectados.  

 

Ahora bien, respecto de los vehículos supuestamente afectados que también se reclaman dentro 

de la categoría de dicho perjuicio material (daño emergente), debe decirse que adolecen de los 

mismos defectos probatorios que la probanza de la titularidad en el caso de los inmuebles, esto es, 

con la demanda no se aporta ninguna prueba que acredite la titularidad sobre el automotor 
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presuntamente afectado, en especial, no se aporta la tarjeta de propiedad de los mismos. Sobre 

este último punto, debe recordarse que el H. Consejo de Estado ha dicho que la prueba idónea para 

acreditar la propiedad de un vehículo automotor es la tarjeta de propiedad, documento público que 

no se encuentra dentro del expediente. En concreto, el alto tribunal de lo contencioso administrativo 

ha dicho lo siguiente:  

 

“En el caso sub examine, el demandante invocó la calidad de propietario del 

vehículo que indicó fue retenido, sin embargo, los elementos demostrativos 

obrantes en el proceso, tales como la póliza de seguro y la tarjeta de propiedad 

dan cuenta de que el propietario del vehículo es el señor Jesús Manuel Rangel 

Ramírez.  

 

De acuerdo con lo señalado en la jurisprudencia citada, se tiene que la prueba 

idónea para acreditar la propiedad de un vehículo automotor, es la tarjeta de 

propiedad del vehículo, documento público que no puede ser sustituidos por 

otro, como lo prescribe el artículo 265 del Código de Procedimiento Civil, toda vez 

que se trata de un requisito ad substantiam actus. Al respecto la doctrina ha 

expresado:  

 

“El Código civil le da la denominación de solemnidades a ciertas formas externas 

documentales necesarias para la prueba de algunos actos jurídicos (art. 1760); o 

de formalidades especiales, como en los artículos 1500 y 1741 de la misma obra.  

 

“Estas formas tienen una consecuencia capital, cual es la de que sin ellas el acto 

no produce ningún efecto civil. Como ejemplos pueden citarse todos aquellos 

contratos que versen sobre inmuebles y la promesa de contrato. En la 

compraventa de un bien raíz, demos por caso, la escritura pública es, al propio 

tiempo que solemnidad, única prueba del contrato. Sin ella éste no existe y su 

prueba no puede suplirse por ningún otro medio, ni aún por la confesión.  

 

“A este respecto el nuevo código judicial en su artículo 265 dispone que la falta de 

instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos o contratos en 

que la ley requiera de esa solemnidad, y se mirarán como no celebrados aún 

cuando se prometa reducirlos a instrumento público. Y el 232 corrobora lo 

dispuesto al ordenar que la prueba de testigos no podrá suplir el escrito que la ley 

exija como solemnidad para la existencia o validez de un acto o contrato”.36 

(subrayado y negritas propias).  

 

En esa medida, dada la falta de prueba respecto de la titularidad de los inmuebles y automotores 

afectados, se tiene que se deben negar dichos perjuicios ante la ausencia de prueba que demuestre 

la legitimación de los demandados para reclamarlos en sede jurisdiccional.  

 

Ahora bien, respecto de los perjuicios materiales solicitados en la demanda pero en la modalidad 

 
36 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION C Consejero 
ponente: ENRIQUE GIL BOTERO Bogotá, D. C., veintidós (22) de enero de dos mil catorce (2014) Radicación número: 07001-23-31-
000-2003-00099-01(28492) Actor: JAVIER FRANCISCO ABADIAS RIOVALLE Demandado: NACION -MINISTERIO DE DEFENSA-
POLICIA NACIONAL Referencia: ACCION DE REPARACION DIRECTA 
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de lucro cesante debe decirse que los mismos también se encuentran condenados al fracaso pues, 

además de su excesiva tasación, lo cierto es que los mismos no han sido probados, máxime cuando 

se reclama en sede jurisdiccional el lucro cesante proveniente de un establecimiento de comercio, 

circunstancia que indica que se debió aportar la contabilidad del mismo por ser una obligación de 

todo comerciante, tal y como lo prescribe el Código de Comercio:  

 

“Artículo 19. Obligaciones de los comerciantes 

Es obligación de todo comerciante: 

(…) 

3) Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones 

legales; 

(…)”  

“Artículo 48. Conformidad de libros y papeles del comerciante a las normas 

comerciales - medios para el asiento de operaciones. Todo comerciante 

conformará su contabilidad, libros, registros contables, inventarios y estados 

financieros en general, a las disposiciones de este Código y demás normas sobre 

la materia. Dichas normas podrán autorizar el uso de sistemas que, como la 

microfilmación, faciliten la guarda de su archivo y correspondencia. Asimismo será 

permitida la utilización de otros procedimientos de reconocido valor técnico-

contable, con el fin de asentar sus operaciones, siempre que facilite el 

conocimiento y prueba de la historia clara, completa y fidedigna de los asientos 

individuales y el estado general de los negocios.” 

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente se declare probada la presente excepción y en 

consecuencia se nieguen los perjuicios solicitados, pues los demandantes no han acreditado la 

titularidad sobre los bienes supuestamente afectados y en el caso de los establecimientos de 

comercio no se ha acreditado su contabilidad, circunstancia que en últimas resulta indispensable 

para analizar la existencia o no del lucro cesante.  

 

2.3.1.10. INEXISTENCIA DEL DAÑO A LA VIDA EN RELACIÓN Y/O DAÑO A LA SALUD  

Respetuosamente solicito se nieguen los perjuicios solicitados a título de daño a la vida en relación 

y/o daño a la salud por varias razones a saber: (i) primero, porque los perjuicios inmateriales 

solicitados de ninguna forma pueden ser imputables a la conducta diligente y cuidadosa desplegada 

por las demandadas, pues resulta claro que los hechos sub judice acaecieron como consecuencia 

del hecho exclusivo y determinante de un tercero, actos que valga la pena reiterar fueron 

imprevisibles e irresistibles; (ii) segundo, porque no existe prueba dentro del expediente que permita 

acreditar el perjuicio inmaterial solicitado, especialmente, no existe ninguna prueba pericial que 

permita establecer el porcentaje de gravedad de las supuestas lesiones que sufrieron los 

demandantes; (iii) tercero, porque el daño a la vida de relación es una tipología de perjuicio 

inmaterial que actualmente no se reconoce en la jurisprudencia de la Sección Tercera del H. 

Consejo de Estado, esto desde las sentencias de unificación y el documento aprobado mediante 

acto del 28 de agosto de 2014; y (iv) porque las cuantías solicitadas exceden los baremos fijados 

jurisprudencialmente. 

 

2.3.1.11. EXCEPCIONES PLANTEADAS POR QUIEN EFECTUÓ EL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA A MI REPRESENTADA  
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Solicito al juzgador de instancia, tener como excepciones contra la demanda, las planteadas por la 

Cooperativa Supertaxis del Sur Ltda, las cuales coadyuvo expresamente sólo en cuanto no 

perjudiquen los intereses de mi prohijada SBS Seguros Colombia S.A., ni comprometan su 

responsabilidad.  

 

2.3.1.12. GENÉRICA Y OTRAS 

Con fundamento en el artículo 282 del Código General del Proceso, aplicable a los procesos que 

se ventilan ante esta jurisdicción por virtud del artículo 306 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y el artículo 187 esjudem que dispone que “En la 

sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el fallador 

encuentre probada”, solicito sea declarada cualquier otra excepción que resulte probada en el curso 

del proceso incluida la caducidad del medio de control de reparación directa. 

 

III. CAPÍTULO II. CONTESTACIÓN DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO 

POR LA COOPERATIVA SUPERTÁXIS DEL SUR LTDA A SBS SEGUROS COLOMBIA 

S.A. 

 

3.1. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 

3.1.1. FRENTE AL HECHO PRIMERO: No le consta a mi procurada por ser un hecho ajeno al giro 

ordinario de sus negocios. De conformidad con el artículo 167 del Código General del 

Proceso y del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, le incumbe a la parte actora probar el supuesto de hecho que alega. 

 

3.1.2. FRENTE AL HECHO SEGUNDO: Es cierto que el vehículo de placas SAV-737 tipo VAN se 

encontraba asegurado con la POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

CONTRACTUAL No. 1000141 y la POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL  

EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317, pero también es cierto que 

ambos contratos de seguros excluyeron de la cobertura los hechos materia de este proceso 

al contemplar lo siguiente en el condicionado general:  

 

“CLÁUSULA 4. - EXCLUSIONES EL PRESENTE CONTRATO NO CUBRE 

RECLAMACIONES PROVENIENTES DE RESPONSABILIDADES POR: (…) D) ACTOS DE 

HOSTILIDAD DE GUERRA, REBELIÓN, INSURRECCIÓN O REVOLUCIÓN, 

CONFISCACIÓN, NACIONALIZACIÓN, DESTRUCCIÓN O REQUISICIÓN PROVENIENTE 

DE CUALQUIER ACTO DE AUTORIDAD DE FACTO O DE DERECHO, CIVIL O MILITAR 

Y EN GENERAL TODO ACTO O CONSECUENCIA DE ESOS HECHOS, ASÍ COMO 

TAMBIÉN ACTOS PRACTICADOS POR CUALQUIER PERSONA ACTUANDO POR 

PARTE DE, O EN RELACIÓN CON, CUALQUIER ORGANIZACIÓN CUYAS ACTIVIDADES 

PRETENDAN DERROCAR POR LA FUERZA AL GOBIERNO O INSTIGAR A SU 

DERROCAMIENTO POR LA PERTURBACIÓN DEL ORDEN POLÍTICO O SOCIAL DEL 

PAÍS, POR MEDIO DE ACTOS DE TERRORISMO, GUERRA REVOLUCIONARIA, 

SUBVERSIÓN O GUERRILLA, TUMULTO POPULAR, HUELGA Y PAROS PATRONALES” 

 

3.1.3. FRENTE AL HECHO TERCERO: Es cierto que la COOPERATIVA ESPECIALIZADA 

SUPERTAXIS DEL SUR LTDA es tomadora y asegurada en la POLIZA DE SEGUROS DE 
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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 y la POLIZA DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317. 

Ambas con una vigencia desde el 15 de julio de 2019 hasta el 09 de junio de 2020.  

 

3.1.4. FRENTE AL HECHO CUARTO: Es cierto que las pólizas descritas se encontraban vigentes 

para el 17 de febrero de 2020. No obstante lo anterior, debe decirse que las pólizas en 

cuestión no prestan cobertura al haberse excluido del amparo, entre otras cosas, los actos 

terroristas. 

 

3.1.5. FRENTE AL HECHO QUINTO: Es cierto que la COOPERATIVA ESPECIALIZADA 

SUPERTAXIS DEL SUR LTDA ha sido demandada a través del medio de control de 

reparación directa, proceso que actualmente cursa ante el Juzgado Noveno (09º) 

Administrativo del Circuito de Popayán bajo el radicado No. 19001-33-33-009-2022-00099-

00. 

 

3.1.6. FRENTE AL HECHO SEXTO: No es un hecho, resulta ser una apreciación subjetiva del 

apoderado de la llamante en garantía. En todo caso debe precisarse que los contratos de 

seguro que sirvieron de fundamento para vincular a mi representada, excluyeron del amparo 

los hecho materia de estudio, por lo que SBS Seguros Colombia S.A. no esta obligada ni 

legal y mucho menos contractualmente a asumir las resultas de este proceso.  

 

3.2. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES DEL LLAMAMIENTO EN 

GARANTÍA – APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA 

 

Respetuosamente manifiesto que, ME OPONGO a que SBS Seguros Colombia S.A. tenga que 

cubrir, reembolsar total o parcialmente el pago que tuviese que hacer la COOPERATIVA 

ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA en caso de llegársele a condenar, ello por dos 

sencillas razones: 1. Primero, porque las PÓLIZAS DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

CONTRACTUAL No. 1000141 Y LA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317 excluyeron de su amparo, mediante las 

condiciones generales aplicables a las mismas, toda reclamación relacionada directa y/o 

indirectamente con actos terroristas, por lo que resulta claro que mi representada no ha asumido 

los hechos materia de este litigio en virtud de la libertad contractual que le otorga el artículo 1056 

del Código de Comercio y por ende resulta imposible jurídicamente exigirle la asunción de los 

mismos; 2. Segundo, porque el llamamiento en garantía formulado por la COOPERATIVA 

ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA no contempló ninguna pretensión en contra de mi 

representada por lo que, en aplicación del principio de congruencia, el despacho estaría vedado al 

momento de proferir una condena en contra de mi representada, so pena claro está de incurrir en 

un fallo extra petita. 

 

Sobre el segundo de los puntos, esto es, la aplicación del principio de congruencia al momento de 

resolver sobre el llamamiento en garantía formulado por a COOPERATIVA ESPECIALIZADA 

SUPERTAXIS DEL SUR LTDA en contra de mi representada, debe tenerse en cuenta  que 

verificado el escrito de llamamiento en garantía se evidencia que, en el mismo, no se encuentra 

consignada una sola pretensión declaratoria o condenatoria en contra de la aseguradora que aquí 
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represento, por lo que no hay lugar al reconocimiento de pretensiones que claramente no fueron 

solicitadas en la oportunidad procesal correspondiente. En ese sentido, es necesario señalar que el 

principio de congruencia es la regla del derecho procesal, en virtud del cual el juez se encuentra 

obligado a que sus decisiones sean concordantes con los hechos y pretensiones que se presentan 

en los escritos que se elevan ante los Despachos. El artículo 281 del Código General del Proceso, 

contempla los preceptos que debe seguir el Juez en sus sentencias de la siguiente forma: 

 

“ARTÍCULO 281. CONGRUENCIA. La sentencia deberá estar en consonancia 

con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás 

oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan 

probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley.  

 

No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del 

pretendido en la demanda ni por causa diferente a la invocada en esta.  

 

Si lo pedido por el demandante excede de lo probado se le reconocerá solamente 

lo último.  

 

En la sentencia se tendrá en cuenta cualquier hecho modificativo o extintivo del 

derecho sustancial sobre el cual verse el litigio, ocurrido después de haberse 

propuesto la demanda, siempre que aparezca probado y que haya sido alegado 

por la parte interesada a más tardar en su alegato de conclusión o que la ley 

permita considerarlo de oficio.  

 

PARÁGRAFO 1o. En los asuntos de familia, el juez podrá fallar ultrapetita y 

extrapetita, cuando sea necesario para brindarle protección adecuada a la pareja, 

al niño, la niña o adolescente, a la persona con discapacidad mental o de la tercera 

edad, y prevenir controversias futuras de la misma índole.  

 

PARÁGRAFO 2o. En los procesos agrarios, los jueces aplicarán la ley sustancial 

teniendo en cuenta que el objeto de este tipo de procesos es conseguir la plena 

realización de la justicia en el campo en consonancia de los fines y principios 

generales del derecho agrario, especialmente el relativo a la protección del más 

débil en las relaciones de tenencia de tierra y producción agraria.  

 

En los procesos agrarios, cuando una de las partes goce del amparo de pobreza, 

el juez de primera o de única instancia podrá, en su beneficio, decidir sobre lo 

controvertido o probado aunque la demanda sea defectuosa, siempre que esté 

relacionado con el objeto del litigio. Por consiguiente, está facultado para 

reconocer u ordenar el pago de derechos e indemnizaciones extra o ultrapetita, 

siempre que los hechos que los originan y sustenten estén debidamente 

controvertidos y probados.  

 

En la interpretación de las disposiciones jurídicas, el juez tendrá en cuenta que el 

derecho agrario tiene por finalidad tutelar los derechos de los campesinos, de los 

resguardos o parcialidades indígenas y de los miembros e integrantes de 
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comunidades civiles indígenas”. 

 

En virtud de lo anterior, se puede concluir que: i) no es válido emitir fallos ultra petita, es decir, 

sentencias en las cuales se condene al demandando por una cantidad superior a la solicitada en el 

líbelo de la demanda, o sentencias que concedan más de lo pedido. ii) Tampoco se pueden emitir 

fallos extra petita, es decir, sentencias en las cuales se condene al demandado con base en 

pretensiones distintas a las deprecadas en la demanda y iii) no pueden ser proferidas sentencias 

por causas distintas a las invocadas en el petitum de la demanda. En cuanto a la importancia del 

principio de congruencia, la Corte Constitucional ha indicado: 

 

“La jurisprudencia de esta Corporación ha definido el principio de congruencia 

“como uno de los elementos constitutivos del derecho fundamental al debido 

proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, en la medida que 

impide determinadas decisiones porque su justificación no surge del proceso por 

no responder en lo que en él se pidió, debatió, o probó. Además ha establecido 

que siempre que exista falta de congruencia en un fallo se configurara un defecto 

y, por tanto, será procedente la tutela contra providencia judicial con el fin de 

tutelar el derecho constitucional fundamental al debido proceso.  

(…) 

24.2. De lo expuesto hasta el momento, se puede concluir que el juez debe tomar 

su decisión de manera congruente con los hechos, pretensiones y excepciones 

probadas dentro del proceso. Por lo tanto, no podrá proferir una sentencia en la 

que se pronuncie acerca de algo que no fue solicitado por las partes (extra petita) 

o en la que otorgue más de lo pedido (ultra petita), pero tampoco podrá fallar sin 

pronunciarse acerca de todas las pretensiones, pues de lo contrario deberá 

explicar de manera suficiente las razones por las cuales omitió referirse a algún 

pedimento. El principio de congruencia de la sentencia, además garantiza el 

oportuno uso del derecho de defensa por parte de las partes, puesto que les 

permite hacer uso de cada una de las herramientas establecidas en la ley para 

ello.”37 

 

En este orden de ideas, resulta incuestionable que el juez al momento de fallar no podrá 

desbordarse de las pretensiones propuestas. Es claro entonces que la sentencia que resuelve la 

demanda está sometida al principio de congruencia. Así las cosas, se evidencia a través de 

preceptos legales y jurisprudenciales que el Juez está en la obligación de garantizar el derecho de 

defensa y debido proceso dentro de las actuaciones judiciales, a las partes intervinientes en el 

proceso, en el sentido de no proferir sentencia sobre aspectos adiciones a los solicitados por las 

partes, o que no hayan sido solicitados. Teniendo en cuenta todo lo previamente mencionado, ahora 

es necesario aterrizar la teoría al caso concreto. Se evidencia en el escrito del llamamiento que el 

mismo no contiene pretensiones formuladas en contra de la compañía se seguros que represento, 

desconociendo lo estipulado en el artículo 162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo.  

 

Así las cosas y de la lectura del escrito no se evidencia ninguna pretensión en la cual se solicite 

hacer efectiva la póliza de seguro emitida por SBS Seguros Colombia S.A., pese a que en cualquier 

 
37 Sentencia T-455 de 2016, Corte Constitucional. Magistrado Ponente: ALEJANDRO LINARES CANTILLO. 
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caso ello resultaría improcedente. Razón por la cual, el Juez no podrá ordenar el pago de suma 

alguna en cabeza de SBS Seguros Colombia S.A., cuando es claro que el llamante en garantía en 

ningún momento solicitó la afectación de la póliza de seguro emitida por mi representada.  

 

En conclusión, se evidencia como en el presente asunto la parte no siguió los lineamientos 

dispuestos en el artículo 162 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo para la presentación del llamamiento en garantía, pues ni siquiera planteó 

pretensiones en el escrito. Es por ello que, bajo el principio de congruencia, al juez no le es dable 

en el contenido de la sentencia ordenar la afectación de la póliza de seguro expedida por mi 

representada. Razón por la cual, el Juez no podrá pronunciarse o decidir más allá de lo consignado 

en las pretensiones de la demanda y del llamamiento en garantía, y de la lectura de estos 

documentos, se denota que la parte llamante no solicitó la afectación de la Póliza en mención. Por 

lo que no procederá reconocimiento de emolumento alguno.  

 

Sin perjuicio de lo anterior, no puede surgir obligación indemnizatoria alguna en cabeza de mi 

representada por no haberse realizado el riesgo asegurado en la póliza toda vez que (i) la ausencia 

de responsabilidad es evidente; y (ii) los hechos se encuentran configurados en una exclusión de 

cobertura, de allí que no se encuentren amparados por el contrato de seguro. 

 

3.3. EXCEPCIONES FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 

 

3.3.1. LOS ACTOS DE TERRORISMO Y LOS HECHOS QUE ALTEREN LA SEGURIDAD 

INTERIOR DEL ESTADO O EL ORDEN PÚBLICO SE CONSTITUYEN EN RIESGOS 

EXPRESAMENTE EXCLUIDOS EN LAS PÓLIZAS DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 Y LA DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317 

Las pretensiones del llamamiento en garantía formulado a mi representada se encuentran 

condenadas al fracaso pues, lo cierto es que mi representada, en virtud de la facultad consagrada 

en el artículo 1056 del Código de Comercio consistente en asumir los riesgos a los que este 

expuesto el interés asegurable según su arbitrio, excluyó del amparo los actos de terrorismo, en la 

medida en que los hechos materia de juzgamiento involucran un presunto atentado terrorista, se 

tiene que mi representada no asumió el riesgo sub judice y por ende resulta imposible afectar el 

amparo otorgado.  

 

Para sustentar la excepción que se plantea, debe tenerse en cuenta que la libertad contractual 

consagrada en nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 1602 del Código Civil tiene directa 

aplicación en materia aseguradora cuando el estatuto mercantil de 1971 expresa de manera clara 

que: 

 

“Con las restricciones legales, el asegurador podrá, a su arbitrio, asumir todos 

o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa 

asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado.” 

 

Dicho artículo evoca los amparos, o, exclusiones, a las que las partes puedan llegar libremente en 

el marco de su autonomía privada. Según la doctrina nacional, la segunda forma en que se 

manifiesta la libertad contractual de las partes en el negocio jurídico del seguro, esto es la exclusión, 
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consiste en lo siguiente: 

 

“La exclusión es la forma lícita de reducir el riesgo, esto es de limitarlo, de manera 

que se concreta a ciertas cosas o hechos, pero no abarca ni se extiende a otros. 

Por consiguiente, sólo el riesgo contratado queda amparado, y quedan por fuera 

de tal amparo o protección aquellos que, aun siendo asegurables, los contratantes 

los han excluido expresamente.”38 

 

Las exclusiones en el contrato de seguro también han sido explicadas por la jurisprudencia nacional 

poniendo de presente lo siguiente: 

 

“La finalidad del contrato de seguro y a lo que apunta la intención común de los 

contratantes de este tipo de negocios jurídicos es obtener cobertura frente a 

determinados riesgos, cuya realización conduce al pago de la respectiva 

indemnización (art. 1054 del C. de Co.). Es claro también que el acuerdo de las 

partes para que se brinde amparo a una determinada clase de riesgos determina 

que, en principio, todos aquellos sucesos inciertos que se enmarquen dentro de 

los parámetros así establecidos sean objeto de la correspondiente cobertura. Sin 

embargo, es igualmente evidente, por así disponerlo la legislación nacional (art. 

1056 del C. de Co), que en el contrato de seguro, y, particularmente, por 

determinación del asegurador, éste, teniendo presentes las restricciones legales, 

“podrá, a su arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos 

el interés o la cosa asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado”. En 

razón de lo anterior, los riesgos cubiertos en el contrato de seguro serán los que 

correspondan a la clase de amparo que genéricamente se ofrezca, o los que las 

partes de manera particular y explicita convengan adicionar, siempre y cuando, 

en uno u otro caso, respecto de los mismos no se establezca expresamente 

una exclusión por determinación del asegurador, claro está, aceptada por el 

tomador al perfeccionar la celebración del respectivo contrato.(…)”39 (énfasis 

añadido). 

 

Otro tanto ha dicho la jurisprudencia arbitral sobre el particular: 

 

“(…) 

4.1 La delimitación del riesgo en el contrato de seguro. Su trascendencia en la 

esfera aseguraticia:  

 

Sobre este particular, sea lo primero anotar que, como bien es sabido, la 

posibilidad de delimitar el riesgo en el contrato de seguro, traza, in potentia, el 

cauce de la obligación indemnizatoria del asegurador, como quiera que, en 

puridad, esta última se encuentra justamente condicionada a la realización del 

riesgo asegurado -o los riesgos asegurados- y, en consecuencia, mientras dicha 

 
38 Becerra Toro, R. (2014). Nociones fundamentales de la teoría general y regímenes particulares del contrato de seguro. Pontificia 
Universidad Javeriana, Cali, Facultad de Humanidades y Ciencias Sociales, Departamento de Ciencia Jurídica y Política, Carrera de 
Derecho. Pág.190. 
39 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de diciembre de 2008. Magistrado Ponente: Arturo Solarte 
Rodríguez. Radicado No. 11001-3103-012-2000-00075-01. 
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condición no se cumpla en la praxis contractual, el correspondiente deber de 

prestación no surgirá a la vida jurídica40; ello obedece, en sana lógica, a la 

posibilidad con que cuenta el asegurador de delimitar el estado del riesgo, 

institución estructural del de la relación aseguraticia y una de las figuras en las 

que descansa el seguro considerado in globo, esto es, desde una perspectiva 

técnica, financiera y jurídica, habida cuenta de que, en principio, per se, 

naturalmente con excepciones, "... ningún asegurador estará dispuesto a asegurar 

todos los riesgos que puedan afectar a nuestras cosas o a nuestro patrimonio ...”41. 

 

Así, si se parte de la base de que " ... la prestación del asegurador (...) va a 

depender de la producción del evento cuyo riesgo es objeto de cobertura, es decir, 

de un hecho futuro e incierto, al menos en una forma relativa, en el • sentido de 

que puede tratarse de un evento que se sabe que se va a producir pero no cuándo 

( .. .) y de que el riesgo es objeto de la cobertura dentro de los límites pactados, 

de manera que es el riesgo que se encuentra dentro de los límites y de las 

modalidades establecidas en el contrato, el que, como riesgo asegurado, 

condiciona la obligación del asegurador ... "42, resulta palmario que "... la 

posibilidad de limitación de los riesgos es indispensable para el asegurador (…) 

teniendo presente que sólo se llega a definir cada riesgo y a limitarlo con precisión, 

si puede medirse y apreciarse su valor para fijar la suma asegurada, la prima y la 

indemnización o el beneficio: sólo se puede agruparlos en mutualidad y realizar 

su compensación, si es posible efectuar una clasificación exacta de los 

riesgos…”43 (énfasis añadido). 

 

De conformidad con la abundante doctrina y jurisprudencia citada in extenso, se observa que las 

PÓLIZAS DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 y la DE 

SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 

1000317 contemplaron las siguientes exclusiones: 

 

Para el caso de la POLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL PARA EMPRESAS DE 

TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR DE PASAJEROS: 

 

 
40 Desde el ángulo inmediatamente señalado, como bien lo anota el profesor Abel B. Veiga Copo, "... pueden definirse las cláusulas 
delimitadoras como aquellas que sirven para definir y concretar el objeto del contrato del seguro de que se trate, de manera que todo 
acontecimiento o evento acaecido fuera de aquella delimitación, o que constituya una circunstancia de exclusión de cobertura, no tendrá 
la consideración de siniestro cubierto por la póliza ... ". Condiciones en el contrato de seguro, Editorial Comares, Granada, 2005, p.278. 
41 GARRIGUES, Joaquín. Contrato de Seguro Terrestre. Ed. Aguirre. Madrid. 1982. p.144; a lo anterior, el profesor Garrigues agrega, 
con diáfana claridad, que " ... al cerrar el contrato, las partes han de estar, pues, de acuerdo sobre los hechos amenazadores, cuya 
realización engendrará la acción de resarcimiento frente al asegurador. Y es el tomador del seguro quien ha de describir las circunstancias 
del riesgo, no el asegurador (de aquí la carga de la exacta declaración previa al contrato). Una vez conocidas las circunstancias que 
sirvan para individualizar el riesgo, su apreciación o estimación incumbe exclusivamente al asegurador, quien, como resultado de este 
juicio, podrá determinar el grado de probabilidad del siniestro de ese juicio, podrá determinar el grado de probabilidad del siniestro y 
decidirá si acepta o no reparar sus consecuencias ( ... ) Pero en cada contrato es inexcusable concretar las circunstancias que permitirán 
decidir si un determinado hecho dañoso entra dentro del riesgo o riesgos previstos en el contrato. Este principio, llamado "principio 
individualización del riesgo", no significa, sin embargo, que cada contrato de seguro haya de referirse a un riesgo único ... ''. Ibídem, 
pp.144-145. 
42 SÁNCHEZ CALERO, Fernando. Ley de Contrato de Seguro. Comentarios a la Ley 50 de 1980, de 8 de octubre y sus modificaciones. 
Aranzadi Editorial. Navarra. 1999. p.33; a lo que el profesor Sánchez Calero agrega que en el seguro se " ... ha de individua/izar el riesgo 
que se quiere asegurar, que depende de fa naturaleza del evento que se pretende asegurar y del interés sobre el cual debe verificarse 
el evento, debiendo producirse en el contrato una delimitación de ese riesgo, con precisión de las causas del evento, el tiempo y el 
espacio en que debe verificarse ( ... ) las cláusulas establecidas en el contrato no limitan 'los derechos del asegurado, sino que delimitan 
el riesgo asumido en el contrato, su contenido, el ámbito al que el mismo se extiende', lo que constituye un límite objetivo nacido de la 
voluntad pactada de las partes ... ". Ibídem, p.33. 
43 HALPERIN, Isaac. Seguros. Exposición crítica de la ley 17.418. Ediciones Depalma. Buenos Aires. 1972. p.342. 
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Y para el caso de la POLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA 

EMPRESAS DE TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR DE PASAJEROS: 
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De igual forma, las exclusiones traídas a colación cumplen con los requisitos de validez y eficacia 

contemplados en nuestro ordenamiento jurídico, en especial, en el artículo 184 del Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero, conforme lo ha dicho la jurisprudencia unificada de la H. Sala de 

Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia44:  

 

“2.2. En ese contexto, el numeral segundo del artículo 184 del EOSF, -en lo que 

concierne a las exclusiones- prescribe que, «[l]os amparos básicos y las 

exclusiones deben figurar, en caracteres destacados, en la primera página de la 

póliza» (se subraya).  A su vez, la Circular Básica Jurídica 029 de 2014  dispone 

lo siguiente: «Requisitos generales de las pólizas de seguros. (...) Para ello, las 

pólizas deben incluir, cuando menos, la siguiente información: En la carátula (...). 

A partir de la primera página de la póliza (amparos y exclusiones) (...) Los amparos 

básicos y todas las exclusiones que se estipulen deben consignarse en forma 

continua a partir de la primera página de la póliza» (se subraya). En consecuencia, 

las notas diferenciales de las disposiciones dieron lugar a que la Corte  unificara 

la interpretación en los siguientes términos: 

 

«(…) considera la Corte que una adecuada interpretación del artículo 184 del 

Estatuto Orgánico del Sistema Financiero exige su análisis armónico con la 

normativa que ha proferido la Superintendencia Financiera “para el adecuado 

cumplimiento de lo señalado en el artículo 184 numeral, 2° EOSF” y 

concretamente, la exigencia de la CE 029 de 2014 respecto a la ubicación de los 

amparos y exclusiones a partir de la primera página (...) 

 

(…) Así las cosas, con base en las anteriores consideraciones la Corte unifica su 

posición, en el sentido de definir la adecuada interpretación de la norma sustancial 

bajo estudio, esto es, del artículo 184 del Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero, conforme a la cual, en sintonía con las disposiciones de la Circular 

Jurídica Básica de la Superintendencia Financiera de Colombia, en las pólizas de 

seguro los amparos básicos y las exclusiones deben figurar, en caracteres 

destacados, a partir de la primera página de la póliza, en forma continua e 

ininterrumpida45». 

 

Como se observa, los condicionados generales de las PÓLIZAS DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 y la DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317 fueron 

claros en excluir todo daño relacionado directa o indirectamente con terrorismo, por lo que conviene 

exponer como los hechos sub judice se encuadran o subsumen dentro de dichas exclusiones y por 

ende exoneran a mi representada de toda responsabilidad contractual o legal por la sencilla razón 

de no haber asumido dichos riesgos en virtud de su libertad contractual (art. 1056 C.Co.). 

 

El terrorismo como uno de los riesgos expresamente excluidos en los contratos de seguro tomados 

por la llamante en garantía y documentados en las PÓLIZAS DE SEGUROS DE 

 
44 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 06 de septiembre de 2024. SC2100-2024 Radicación n.° 11001-31-
03-007-2012-00187-01. Magistrado Ponente: Francisco Ternera Barrios.  
45 Cfr. CSJ Sentencia SC2879-2022, Rad. 2018-72845-01. 
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RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 y la DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317, puede ser 

comprendido tomando la definición que para tal efecto proporciona el Diccionario MAPFRE de 

Seguros: 

 

“terrorismo (terrorism)  

 

Acto o actos reales o amenazas de cualquier persona o personas involucradas en 

la causa, ocasión o amenaza de daño de cualquier naturaleza y por cualquier 

medio realizada o reclamada en todo o en parte con fines políticos, religiosos, 

ideológicos o similares. Toda acción violenta efectuada con la finalidad de 

desestabilizar el sistema político establecido, o causar temor e inseguridad 

en el medio social en que se produce.46 (subrayado y negritas propias). 

 

Como se observa, las notas características del terrorismo son, entre otras, la presencia de una 

acción violenta y su finalidad de causar temor e inseguridad en el medio social en que se produce, 

elementos de la definición que no deben ser exactos al injusto o delito contemplado en el Código 

Penal para que la exclusión tenga todos sus efectos. Sobre esta circunstancia la doctrina ha sido 

enfática: 

 

“…consideramos importante tener en cuenta, en primer lugar, que la 

definición de terrorismo debe ser una cuestión de hecho y no de derecho, 

en sentido similar a la apreciación sobre este aspecto en relación con la guerra 

internacional civil, como apropiadamente lo señalaron Ossa y Jaramillo, al 

referirse a este último riesgo. En efecto, siguiendo en ese aspecto a dichos 

autores, si para la configuración del riesgo de guerra en el contrato de seguro no 

resulta fundamental su declaratoria formal, tampoco para los efectos de hablar 

de “terrorismo” será necesario que un Estado o determinado estamento 

declare que efectivamente el acto respectivo es calificado como terrorista o 

que hubiese sido cometido por un grupo efectivamente listado como 

terrorista.  

 

Es necesario que, desde la verificación fáctica del hecho ocurrido en 

concreto, este cumpla con los elementos usuales o comunes de la expresión 

terrorismo (como lo indican las reglas del art. 20 del Código Civil colombiano), a 

menos que, contractualmente, las partes hubieran definido o adicionado precisos 

elementos determinantes para su configuración y cobertura, caso en el cual debe 

estarse a tal derrotero. 

(…)”47 (subrayado y negritas propias). 

 

En suma, lo que caracteriza al acto terrorista, según la jurisprudencia y la doctrina, es la zozobra y 

desestabilización del orden público que dicho acto genera: 

 

“…el terrorismo “lo que pretende es provocar, crea la zozobra, desmoralizar a la 

 
46 https://www.fundacionmapfre.org/publicaciones/diccionario-mapfre-seguros/terrorismo/  
47 Ariza Vesga, R. A. (2023). El seguro de terrorismo. En Teoría general del seguro. Los seguros en particular (pp. 361-395). Editorial 
Temis S.A. - Pontificia Universidad Javeriana - ACOLDESE. 

https://www.fundacionmapfre.org/publicaciones/diccionario-mapfre-seguros/terrorismo/


Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 

ADPM 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 64 | 77 

 

comunidad en general o en sectores en particular”. Se trata de un arma que han 

utilizado individuos o grupos de todo tipo y origen, con el objetivo de alcanzar 

determinados objetivos, fundamentalmente políticos, sociales o religiosos, en 

distintos lugares del mundo, infundiendo miedo a la sociedad, alterando la paz y 

la tranquilidad. La jurisprudencia nacional ha sido consistente con esta visión, al 

señalar respecto del terrorismo:  

 

“Quiere decir que esa clase de conductas le son inmanentes al empleo de armas 

con el fin de amedrentar a las víctimas directas y la finalidad de trascender, 

generando un ambiente de zozobra generalizado, desestabilizando de esta 

manera el orden público.”48 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, debe concluirse que mi representada no es responsable, ni legal y 

mucho menos contractualmente, por los hechos ocurridos el 17 de febrero de 2020 que son materia 

de juzgamiento pues, resulta clara su voluntad contractual encaminada a no amparar actos 

terroristas y de sabotaje como el que se presentó en aquella ocasión. 

 

Por todo lo anterior, solicito respetuosamente declarar probada la excepción propuesta y en 

consecuencia negar todas y cada una de las pretensiones del llamamiento en garantía realizado 

por la COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA a mi representada SBS 

Seguros Colombia S.A. 

 

3.3.2. EN TODO CASO, LA PÓLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

CONTRACTUAL No. 1000141 NO OFRECE COBERTURA MATERIAL PARA EL CASO 

EN CONCRETO 

En todo caso y sin perjuicio de las exclusiones traídas a colación, se tiene que la PÓLIZA DE 

SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 no ofrece cobertura 

material para el caso en concreto, pues en el proceso de la referencia no se ventila la 

responsabilidad de naturaleza contractual de la COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS 

DEL SUR LTDA en virtud de un contrato de transporte, sino que, por el contrario, se debate su 

responsabilidad aquiliana o extracontractual que es muy diferente, por lo que, además los 

demandantes no han celebrado un contrato de transporte con el asegurado, se tiene que no es 

posible afectar el contrato de seguro en cuestión.  

 

3.3.3. EXCLUSIONES PACTADAS RESPECTO DE LA PÓLIZA DE SEGUROS DE 

RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 – EL CONTRATO DE SEGURO 

NO CUBRE RECLAMACIONES PROVENIENTES DE RESPONSABILIDADES POR 

DEFICIENCIA DE EMBALAJE 

Sin perjuicio del argumento anteriormente referenciado, debe decirse, en todo caso, que la PÓLIZA 

DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 también excluyó los 

hechos materia de este litigio, pues se pactó que el mismo no cubría las reclamaciones provenientes 

de responsabilidad por deficiente de embalaje:  

 
48 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia 11 de noviembre de 2016. Magistrado Ponente: Ariel Salazar Ramírez. 
SC16278-2016 citado por Ariza Vesga, R. A. (2023). El seguro de terrorismo. En Teoría general del seguro. Los seguros en particular 
(pp. 361-395). Editorial Temis S.A. - Pontificia Universidad Javeriana - ACOLDESE. 
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“4.1 EXCLUSIONES APLICABLES A TODOS LOS AMPAROS 

 

(…)  

P) ACCIDENTES OCURRIDOS POR EXCESO DE LA CAPACIDAD DE 

PASAJEROS, O DEL VOLUMEN, PESO, DIMENSIÓN DE LA CARGA QUE 

CONTRAVENGAN DISPOSICIONES LEGALES O REGLAMENTARIAS, COMO 

TAMBIÉN LOS ACCIDENTES OCURRIDOS POR ACONDICIONAMIENTO 

INADECUADO O DEFICIENCIA DE EMBALAJE.” 

 

En la medida en que al interior de este proceso también se debate la forma en que fueron 

transportados los objetos de los pasajeros, se tiene que dicha circunstancia fue objeto de exclusión, 

cláusula que además resulta ser eficaz pues se encuentra redactada de manera clara a partir de la 

primera página de la póliza y caracteres destacados.  

 

3.3.4. INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN INDEMNIZATORIA A CARGO DE MI REPRESENTADA 

EN TANTO NO SE HA REALIZADO EL RIESGO ASEGURADO EN LAS PÓLIZAS DE 

SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL No. 1000141 Y LA DE 

SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS 

No. 1000317 

Huelga resaltar que en este caso no existe obligación indemnizatoria a cargo de mí representada, 

respecto de la póliza de responsabilidad civil extracontractual para vehículos No. 1000317 Anexo 

11, por cuanto no se realizó el riesgo asegurado y amparado en la misma. El riesgo asegurado en 

el contrato de seguro no es otro que “amparar la responsabilidad civil extracontractual en que incurra 

el vehículo de placas SAV-737”. Dicho de otro modo, el contrato de seguro entrará a responder si y 

solo sí, el asegurado, en este caso (Cooperativa Especializada Supertaxis del Sur Ltda y la señora 

Rosa Imelda Arteaga Villareal) son declarados patrimonialmente responsables por los daños 

irrogados a terceros, siempre y cuando no se presente una causal de exclusión u otra circunstancia 

que enerve los efectos jurídicos del contrato de seguro. Así las cosas, esa declaratoria de 

responsabilidad civil constituirá el siniestro, esto es, la realización del riesgo asegurado (Art. 1072 

del C.Co). 

 

En el expediente ciertamente no está demostrada la responsabilidad que pretende el extremo activo 

endilgar, luego que para justificar sus pretensiones la parte activa no cuenta con pruebas 

fehacientes para determinar la causación de los supuestos daños materiales e inmateriales 

aparentemente sufridos. Por el contrario, se encuentra probado que los asegurados no les asiste 

legitimación en la causa por pasiva en el sub-examine, por no haber participado de manera directa 

ni indirecta en la producción del daño alegado, por consiguiente, las pretensiones de la demanda 

no están llamadas a prosperar en contra de los asegurados. Además, como ya quedó 

suficientemente expuesto en líneas anteriores, se considera que en este caso no se encuentran 

reunidos los elementos exigidos por la jurisprudencia del Consejo de Estado para la prosperidad 

del presente medio de control, bajo el título de imputación de falla en el servicio de seguridad y/o 

protección. Lo anterior, sin perjuicio de que el daño alegado por las víctimas en este proceso lo 

configuró el actuar de un tercero. 

 

En consecuencia, no se logra estructurar una responsabilidad en cabeza del asegurado, esto es, 
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no se realiza el riesgo asegurado como condición sine qua non para activar la responsabilidad que, 

eventual e hipotéticamente, pudiera corresponder a la aseguradora. Se concluye, que al no reunirse 

los supuestos para que se configure la responsabilidad civil extracontractual, claramente no se ha 

realizado el riesgo asegurado por POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317. En tal sentido, no surge obligación 

indemnizatoria alguna a cargo de la compañía aseguradora.   En los anteriores términos solicito 

señor juez declarar probada esta excepción.  

 

3.3.5. CARÁCTER MERAMENTE INDEMNIZATORIO QUE REVISTEN LOS CONTRATOS DE 

SEGURO 

Es un principio que rige el contrato de seguro de daños, el carácter indemnizatorio del mismo, esto 

es, que el contrato de seguro tiene como interés asegurable la protección de los bienes o el 

patrimonio de una persona que pueda afectarse directa o indirectamente por la realización del 

riesgo. De modo que la indemnización que por la ocurrencia de dicho siniestro corresponda, nunca 

podrá ser superior al valor asegurado. Así las cosas, el carácter de los seguros de daños y en 

general de cualquier seguro, es meramente indemnizatorio, esto es, que no puede obtener ganancia 

alguna el beneficiario con el pago de la indemnización. Es decir, no puede nunca pensarse el 

contrato de seguro como fuente de enriquecimiento. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, Sala 

de Casación Civil, respecto al carácter indemnizatorio del contrato de seguro, en sentencia del 22 

de julio de 1999, expediente 5065, puntualizó: 

 

“Este contrato no puede ser fuente de ganancias y menos de riqueza, sino que se 

caracteriza por ser indemnizatorio. La obligación que es de la esencia del contrato 

de seguro y que surge para el asegurador cumplida la condición, corresponde a 

una prestación que generalmente tiene un alcance variable, pues depende de la 

clase de seguro de la medida del daño efectivamente sufrido y del monto pactado 

como limitante para la operancia de la garantía contratada, y que el asegurador 

debe efectuar una vez colocada aquella obligación en situación de solución o pago 

inmediato.” 

 

En tal sentido, el artículo 1088 del Código de Comercio establece lo siguiente: “Respecto del 

asegurado, los seguros de daños serán contratos de mera indemnización y jamás podrán 

constituir para él fuente de enriquecimiento. La indemnización podrá comprender a la vez el daño 

emergente y el lucro cesante, pero éste deberá ser objeto de un acuerdo expreso” (Negrilla fuera de 

texto). 

 

Así las cosas, no debe perderse de vista que las solicitudes deprecadas en el escrito de demanda 

por concepto de perjuicios materiales e inmateriales no son de recibo por cuanto su reconocimiento 

por parte del asegurado implicaría correlativamente una transgresión del principio indemnizatorio 

del contrato de seguro. Lo anterior, puesto que se enriquecería la parte demandante recibiendo una 

indemnización por parte de la Cooperativa Especializada Supertaxis del Sur LTDA y de Rosa Imelda 

Arteaga Villareal, que nada tuvieron que ver con el daño que se reclama.  

 

Conforme a ello, dado que los perjuicios solicitados en el petitum de la demanda presentan serias 

inconsistencias, reconocer el pago de suma alguna con cargo a la póliza de seguro, implicaría 

correlativamente transgredir el carácter meramente indemnizatorio que revisten los contratos de 
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seguro. En efecto, se estaría supliendo la carga probatoria de la parte actora frente a los 

presupuestos de una responsabilidad patrimonial del Estado y eventualmente enriqueciéndola. 

 

En conclusión, no puede perderse de vista que el contrato de seguro no puede ser fuente de 

enriquecimiento y que el mismo atiende a un carácter meramente indemnizatorio. Por todo lo 

anterior y teniendo en cuenta la indebida solicitud y tasación de perjuicios, se deberá declarar 

probada la presente excepción, y así evitar la contravención del carácter indemnizatorio del contrato 

de seguro y un correlativo enriquecimiento sin justa causa en cabeza del extremo activo.En los 

anteriores términos ruego declarar probada esta excepción. 

 

3.3.6. LA RESPONSABILIDAD DE SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. SE ENCUENTRA 

LIMITADA AL VALOR DE LA SUMA ASEGURADA – ARTÍCULO 1079 DEL CÓDIGO DE 

COMERCIO – APLICACIÓN DE LOS LIMITES Y SUBLIMITES PACTADOS  

En el remoto e improbable evento en que el despacho considere que la póliza que hoy nos ocupa 

la atención sí presta cobertura para los hechos objeto de este litigio, que sí se realizó el riesgo 

asegurado y que, en este sentido, sí ha nacido a la vida jurídica la obligación condicional de  la 

compañía; exclusivamente bajo esta hipótesis, el operador judicial deberá tener en cuenta entonces 

que no se podrá condenar a mi poderdante al pago de una suma mayor a la asegurada, incluso si 

se lograra demostrar que los presuntos daños reclamados son superiores. Por supuesto, sin que 

esta consideración constituya aceptación de responsabilidad alguna a cargo de mi representada. 

 

En este orden de ideas, mi procurada no estará llamada a pagar cifra que exceda el valor asegurado 

previamente pactado por las partes, en tanto que la responsabilidad de mi mandante va hasta la 

concurrencia de la suma asegurada. De esta forma y de conformidad con lo previsto en el artículo 

1079 del Código de Comercio, debe tenerse en cuenta que la limitación de responsabilidad va hasta 

la concurrencia de la suma asegurada: 

 

“ARTÍCULO 1079. RESPONSABILIDAD HASTA LA CONCURRENCIA DE LA 

SUMA ASEGURADA. El asegurador no estará obligado a responder si no hasta 

concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 1074”. 

 

La norma antes expuesta, es completamente clara al explicar que la responsabilidad del asegurador 

va hasta la concurrencia de la suma asegurada. De este modo, la Corte Suprema de Justicia ha 

interpretado el precitado artículo en los mismos términos al explicar:  

 

“Al respecto es necesario destacar que, como lo ha puntualizado esta 

Corporación, el valor de la prestación a cargo de la aseguradora, en lo que 

tiene que ver con los seguros contra daños, se encuentra delimitado, tanto por 

el valor asegurado, como por las previsiones contenidas en el artículo 1089 del 

Código de Comercio, conforme al cual, dentro de los límites indicados en el 

artículo 1079 la indemnización no excederá, en ningún caso, del valor real del 

interés asegurado en el momento del siniestro, ni del monto efectivo del perjuicio 

patrimonial sufrido por el asegurado o el beneficiario, regla que, además de sus 

significativas consecuencias jurídicas, envuelve un notable principio moral: evitar 

que el asegurado tenga interés en la realización del siniestro, derivado del afán de 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 
ADPM 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 68 | 77 

 

enriquecerse indebidamente, a costa de la aseguradora, por causa de su 

realización”49 (Subrayado y negrilla fuera de texto original). 

 

Por ende, no se podrá de ninguna manera obtener una indemnización superior en cuantía al límite 

de la suma asegurada por parte de mi mandante y en la proporción de dicha pérdida que le 

corresponda en razón de la porción del riesgo asumido, que en este caso resulta ser la siguiente, 

para el amparo que a continuación se relaciona: 

 

La POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA 

VEHICULOS No. 1000317 contempla el siguiente tope máximo por vigencia y evento: 

 

 

 

Por todo lo anterior, comedidamente le solicito al honorable despacho tomar en consideración que, 

sin perjuicio que en sub-lite no se ha realizado el riesgo asegurado y que el contrato de seguro no 

prestan cobertura por las razones previamente anotadas, en todo caso, dicha póliza contienen unos 

límites y valores asegurados que deberán ser tenidos en cuenta en el remoto e improbable evento 

de una condena en contra de mi representada. Este valor se encontrará disponible de acuerdo con 

los siniestros que se hayan materializado en la vigencia de las pólizas. El valor máximo (120 

SMLMV) se condiciona a que en la vigencia total de la póliza no se hubiera indemnizado por otras 

reclamaciones pagadas conforme a la póliza. Lógicamente este valor se va reduciendo con cada 

siniestro pagado judicial o extrajudicialmente. 

 

Lo anterior significa que la responsabilidad se predicará cuando el suceso esté concebido en el 

ámbito de la cobertura del contrato, según su texto literal y por supuesto la responsabilidad de la 

aseguradora se limita a la suma asegurada, siendo este el tope máximo, salvo en el caso de los 

sublímites, en los cuales el mismo se encuentra disminuido para determinados amparos. 

 

3.3.7. INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD ENTRE MI MANDANTE Y EL DEMANDADO-

INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD EN EL MARCO DEL CONTRATO DE SEGURO 

Esta excepción se propone con fundamento en que la solidaridad surge exclusivamente cuando la 

Ley o la convención la establecen. En el caso que nos ocupa, la fuente de las obligaciones de mi 

procurada está contenida en el contrato de seguro y en él no está convenida la solidaridad entre las 

partes del contrato. 

 

Es importante recabar sobre el particular por cuanto la obligación de mí representada tiene su 

génesis en un contrato de seguro celebrado dentro de unos parámetros y límites propios de la 

 
49 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 14 de diciembre de 2001. Mp. Jorge Antonio Castillo Rúgeles. EXP 
5952.  
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autonomía de la voluntad privada y no de la existencia de la responsabilidad civil extracontractual 

propia de la aseguradora, sino de la que se pudiere atribuir al asegurado conforme a lo establecido 

por el artículo 2341 del Código Civil, por tanto, nos encontramos frente a dos responsabilidades 

diferentes a saber: 1. La del asegurado por la responsabilidad civil extracontractual que se le llegaré 

a atribuir, cuya fuente de obligación indemnizatoria emana de la Ley propia y 2. La de mí 

representada aseguradora cuyas obligaciones no emanan de la Ley propiamente dicha, sino de la 

existencia de un contrato de seguro celebrado dentro de los parámetros dados por los artículos 

1036 del Código de Comercio y S.S., encontrándose las obligaciones de mí representada 

debidamente delimitadas por las condiciones pactadas en el contrato de seguro celebrado; 

constituyéndose entonces las obligaciones del asegurado y de la aseguradora en obligaciones 

independientes y que no son solidarias. 

 

La Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Civil mediante ponencia del Dr. Ariel Salazar 

Ramírez en sentencia SC20950-2017 Radicación n° 05001-31-03-005-2008- 00497-01 ha indicado 

que: 

 

“(…) Por último, la compañía aseguradora no está llamada a responder de 

forma solidaria por la condena impuesta, sino atendiendo que «el deber de 

indemnizar se deriva de una relación contractual, que favoreció la acción 

directa por parte del demandante en los términos del artículo 1134 del C. de Co 

(…)” (Subrayas y negrilla fuera de texto original). 

 

Entendido lo anterior, es preciso indicar que la solidaridad de las obligaciones en Colombia solo se 

origina por pacto que expresamente se convenga entre los contrayentes, lo anterior según el artículo 

1568 del Código Civil Colombiano, que reza: 

 

(…) En general cuando se ha contraído por muchas personas o para con 

muchas la obligación de una cosa divisible, cada uno de los deudores, en el 

primer caso, es obligado solamente a su parte o cuota en la deuda, y cada 

uno de los acreedores, en el segundo, sólo tiene derecho para demandar su parte 

o cuota en el crédito. Pero en virtud de la convención, del testamento o de la ley 

puede exigirse cada uno de los deudores o por cada uno de los acreedores el total 

de la deuda, y entonces la obligación es solidaria o in solidum. 

La solidaridad debe ser expresamente declarada en todos los casos en que 

no la establece la ley. (…)” (Subraya y negrita adrede). 

 

En virtud de tal independencia en las obligaciones, se formula esta excepción por cuanto el artículo 

1044 del Código de Comercio faculta a la aseguradora proponer al tercero beneficiario las 

excepciones y exclusiones que pudiere interponerle al asegurado o tomador del contrato de seguro, 

motivo por el cual puede alegar mí representada la ausencia de cobertura ante la falta de prueba 

de la ocurrencia y cuantía del siniestro y las exclusiones y demás condiciones que resultaren 

atribuibles al presente evento. 

 

En suma, debe aclararse que las obligaciones de la aseguradora que represento están 

determinadas por el límite y sublímite asegurado para cada amparo, por las condiciones del contrato 

de seguro y por la normatividad que lo rige. Por lo tanto, la obligación indemnizatoria que 
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remotamente podría surgir a su cargo está estrictamente sujeta a las estipulaciones contractuales 

y al límite asegurado para el amparo de “lesiones o muerte de dos o más personas” 

 

Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito declarar probada esta excepción. 

 

3.3.8. DEDUCIBLE PACTADO EN LAS PÓLIZAS DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

CONTRACTUAL No. 1000141 Y LA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS No. 1000317 

 

Sin que constituya reconocimiento de responsabilidad alguna por parte de los asegurados, es 

pertinente recordar que, en el improbable caso que se decidiera afectar el contrato de seguro 

expedido por mi procurada, en el mismo se pactó un deducible, el cual se traduce en una porción 

del siniestro que en todo caso debe ser asumido por cuenta propia del asegurado (Cooperativa 

Especializada Supertaxis del Sur Ltda y Rosa Imelda Arteaga Villareal). 

 

El siguiente fue el deducible pactado para la Póliza No. 1000317:  

 

 

 

El deducible pactado para la Póliza No. 1000141 fue el siguiente: 

 

 

En este caso, debido a que se debate la responsabilidad extracontractual del asegurado se debe 

aplicar el deducible correspondiente a la Póliza No. 1000317. 

 

Valga la pena traer a colación el reciente concepto expedido por la Superintendencia Financiera de 

Colombia frente al tema:  

 

“…es preciso señalar que en nuestro ordenamiento jurídico no existe disposición 

que obligue al asegurador a indemnizar conforme a determinado régimen 

específico, en consecuencia, sea que la incapacidad o la lesión se acredite en las 

formas mencionadas en su comunicación, la fijación del monto de la 

indemnización se rige por las estipulaciones que al respecto hubieren pactado el 

tomador y el asegurador. 

 

Dicho esto, en una póliza donde se ampara la responsabilidad civil 

extracontractual el monto de la indemnización puede verse disminuido si las partes 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 ADPM 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 71 | 77 

 

han pactado que un porcentaje de la pérdida se asumirá a título de deducible por 

el asegurado, convenio que resulta legalmente viable, de acuerdo con nuestro 

ordenamiento mercantil.  

 

En efecto, la Sección I del Capítulo II, Título V, Libro Cuarto del Código de 

Comercio, en su artículo 1103, consagra dentro de los principios comunes a los 

seguros de daños la posibilidad de pactar, mediante cláusulas especiales, que el 

asegurado “...deba soportar una cuota en el riesgo o en la pérdida, o afrontar la 

primera parte del daño”. 

 

Una de tales modalidades, la denominada deducible, se traduce en la suma que 

el asegurador descuenta indefectiblemente del importe de la indemnización, de tal 

suerte que en el evento de ocurrencia del siniestro no indemniza el valor total de 

la pérdida, sino a partir de un determinado monto o de una proporción de la suma 

asegurada, con el objeto de dejar una parte del valor del siniestro a cargo del 

asegurado. El deducible, que puede consistir en una suma fija, en un porcentaje 

o en una combinación de ambos, se estipula con el propósito de concientizar al 

asegurado de la vigilancia y buen manejo del bien o riesgo asegurado. 

 

Por tanto, el valor del ofrecimiento extendido por la compañía aseguradora, podría 

variar en función de los perjuicios sufridos por el reclamante, así como los 

elementos probatorios que se hubieren allegado para acreditar el valor de la 

pérdida, conforme lo presupuestado en el artículo 1077 del código de comercio, 

aunado a las condiciones generales y particulares pactadas en la póliza, como lo 

son el límite del valor asegurado, el deducible pactado con el asegurado, entre 

otros factores50”.  

 

De esta manera, debe tenerse en cuenta que en la póliza de responsabilidad civil para vehículos en 

comento (No. 1000317 Anexo 11) se pactó un deducible para el amparo “lesiones o muerte de dos 

o más personas”, el cual pretende ser afectado, por el 10.00% del valor de la pérdida-mínimo 5.0 

SMLMV. Debido a la cuantía del proceso, el deducible a aplicar será el del 10.00% del valor de la 

pérdida. Entonces, esta operación matemática deberá tenerse en cuenta al momento de proferir 

una eventual sentencia condenatoria en contra del asegurado y optarse por afectar el contrato de 

seguro de responsabilidad civil extracontractual. 

 

3.3.9. DISPONIBILIDAD DEL VALOR ASEGURADO 

Sin que con el planteamiento de esta excepción se esté aceptando responsabilidad alguna por parte 

de mi representada, es pertinente manifestar que, conforme a lo dispuesto en el artículo 1111 del 

Código de Comercio, el valor asegurado de una póliza se reducirá conforme a los siniestros 

presentados y a los pagos realizados por la aseguradora, por tanto, a medida que se presenten más 

reclamaciones por personas con igual o mayor derecho y respecto a los mismos hechos, dicho valor 

se disminuirá en esos importes, siendo que, si para la fecha de la sentencia y ante una condena, 

se ha agotado totalmente el valor asegurado, no habrá lugar a obligación indemnizatoria por parte 

de mi prohijada. En los anteriores términos, solicito respetuosamente al señor Juez, declarar 

 
50 Conc. 2019098264 ago. 29/2019, Superintendencia Financiera de Colombia.  
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probada esta excepción.  

 

3.3.10. PAGO POR REEMBOLSO 

En el hipotético y remoto evento en el cual el despacho decida acceder a las infundadas 

pretensiones de la demanda, aun ante la prueba de la diligencia y cuidado de la COOPERATIVA 

ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA, el pago deberá hacerse por reembolso y no 

directamente, en la medida en que mi representada, SBS Seguros Colombia S.A., fue llamada en 

garantía por dicha demandada y no se ejerció acción directa en contra de ella.  

 

A la anterior conclusión arriba la doctrina, como lo expone el profesor Henry Sanabria Santos en su 

libro de derecho procesal: 

 

“Mayoritariamente se ha entendido que el llamado en garantía solo tiene una 

obligación de reembolsarle total o parcialmente al demandado el pago de la 

condena impuesta o a indemnizarle el perjuicio sufrido al demandado, pero nunca 

directamente al demandante, puesto que las pretensiones de este solo tienen 

como sujeto pasivo al demandado y no al llamado en garantía. La responsabilidad 

del llamado en garantía en este caso se limita a reembolsarle al demandado todo 

o parte de la condena que ha pagado.  

 

Así pues, si la víctima promueve proceso de responsabilidad civil extracontractual 

en contra del causante del daño, que a su vez llama en garantía a una compañía 

aseguradora en virtud de un seguro de responsabilidad civil, solo podrá imponerse 

condena al demandado a favor del demandante y no podrá condenarse de forma 

directa a la aseguradora, precisamente porque el demandante no formuló las 

pretensiones en contra de esta, sino en contra del demandado, de suerte que a la 

llamada en garantía solo se le podrá imponer condena a restituir, es decir, a 

devolver o reintegrar al demandado lo que este deba pagar por la sentencia. Si la 

víctima no demandó a la aseguradora, mal podría el juez condenarla, de suerte 

que ella, como llamada en garantía, solo podría ser obligada a reembolsarle al 

demandado el importe pagado en virtud de la condena impuesta.  

 

En este punto, desde hace mucho tiempo la jurisprudencia civil ha indicado que la 

responsabilidad del llamado en garantía se predica solo de cara al demandado 

condenado. Lo cual significa que en razón de la prosperidad de las pretensiones 

del demandante quien debe responder por la condena es el demandado, y el 

llamado en garantía solo podrá correr con la contingencia de que sea obligado a 

restituir o reembolsar total o parcialmente al demandado el monto de la condena. 

A propósito precisamente del seguro de responsabilidad civil, la jurisprudencia de 

la Sala Civil de la Corte, de manera constante, ha señalado que la pretensión que 

formula el demandado en contra del llamado en garantía es una "pretensión 

revérsica" o "de regreso"; es decir, solo podrá obligarse al llamado en garantía a 

reembolsar, restituir o devolverle al demandado lo que resulte obligado a pagar, 

pero no podría ser obligado directamente a pagarle la indemnización al 

demandante, porque en su contra ninguna pretensión ha formulado el actor.  
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En conclusión, se ha dicho que a la compañía de seguros llamada en garantía por 

el demandado solo se le podrá ordenar que reembolse o pague a la parte que 

resultó condenada, pero nunca directamente al demandante, puesto que como se 

ha afirmado, si en su contra ninguna pretensión se ha formulado, mal puede 

resultar obligada frente al demandante. En este sentido, la jurisprudencia es clara 

en indicar que cuando el demandante formula sus pretensiones en contra del 

demandado, es este quien debe responderle, de suerte que el llamado en garantía 

—vinculado al proceso por iniciativa del demandado— solo debería restituirle o 

reembolsarle total o parcialmente al demandado el valor que hubo de pagar por la 

condena impuesta.(…)”51 

 

Y a dicha conclusión también ha arribado la jurisprudencia nacional. Así, por ejemplo, en sentencia 

del 28 de septiembre de 1977 la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Civil dijo lo 

siguiente: 

 

“Que la indemnización del perjuicio o el reembolso se debe efectuar por el llamado 

al demandado llamante, nunca al demandante, pues se trata de dos relaciones 

jurídicas perfectamente diferenciadas: La del demandante contra el demandado, 

en procura de que este sea condenado de acuerdo con las pretensiones de la 

demanda contra él dirigida; y la del demandado contra el llamado en garantía, a 

fin de que este lo indemnice o le rembolse el monto de la condena que sufriere” 

 

Visto lo anterior, y en la medida en que no se ejerció acción directa en contra de mi representada, 

en el hipotético y remoto pago que tuviese que hacer, puesto que no está acreditada la 

responsabilidad de la COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA, deberá 

hacerse por reembolso y no directamente, sin perjuicio de lo expuesto frente a las exclusiones 

pactadas y la falta absoluta de cobertura material.  

 

3.3.11. EL DOLO Y LOS ACTOS MERAMENTE POTESTATIVOS DEL TOMADOR Y 

ASEGURADO EN LA PÓLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 

PARA VEHÍCULOS No. 1000317 ANEXO 11, COMPORTAN UN RIESGO 

INASEGURABLE 

Resulta fundamental ponerle de presente al honorable despacho que, aun en el improbable evento 

en el que se encuentre acreditada una conducta dolosa o gravemente culposa en cabeza del 

asegurado (Cooperativa Especializada Supertaxis del Sur Ltda y de la señora Rosa Imelda Arteaga 

Villareal), en el hecho dañoso que se reclama, la compañía aseguradora no está llamada a 

responder patrimonialmente. 

 

En este sentido, es de suma importancia explicar que el artículo 1055 del Código de Comercio 

contiene una disposición de ineficacia en el marco de las reglamentaciones que rodean a los 

contratos de seguro. Dicha normativa, establece expresamente que las actuaciones dolosas, 

gravemente culposas o los actos meramente potestativos del tomador o asegurado, como podría 

ser, una participación directa e intencional de la Cooperativa Especializada Supertaxis del Sur Ltda 

y/o de la propietaria del vehículo de placas: SAV-737 en la explosión y/o atentado terrorista que 

 
51 Santos, H. S. (2021). Derecho procesal civil general. Universidad Externado. 
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tuvo lugar el 17 de febrero de 2020 en el corregimiento de Párraga-Rosas (Cauca), comportan 

riesgos inasegurables, por lo que cualquier pacto en contrario será ineficaz de pleno derecho. El 

tenor literal de dicha norma, puntualiza: 

 

“ARTÍCULO 1055. <RIESGOS INASEGURABLES>. El dolo, la culpa grave y los 

actos meramente potestativos del tomador, asegurado o beneficiario son 

inasegurables. Cualquier estipulación en contrario no producirá efecto 

alguno, tampoco lo producirá la que tenga por objeto amparar al asegurado contra 

las sanciones de carácter penal o policivo.” (Subrayado y negrilla fuera del texto 

original). 

 

Por esta razón, en el evento en el que se considere que la posible y eventual actuación de los 

asegurados (empresa de transporte y propietaria del vehículo) sí se enmarca dentro del dolo, la 

culpa grave, o un acto meramente potestativo, es claro que no se podrá ordenar hacer efectiva la 

Póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual No. 1000317, por cuanto dicho riesgo no es 

asegurable.  

 

En consecuencia, ruego al despacho declarar probada la presente excepción, en el evento en el 

que se considere que el tomador y asegurado en el contrato de seguro en comento, participó de 

manera directa y dolosa, ejerciendo actos meramente potestativos, en la explosión y/o atentado 

terrorista que tuvo lugar el 17 de febrero de 2020 en el corregimiento de Párraga-Rosas (Cauca). 

 

3.3.12. GENÉRICA O INNOMINADA 

Solicito señor Juez declarar cualquier otra excepción que resulte probada en el decurso del proceso, 

que se encuentre originada en la Ley o en el contrato por el cual se convocó a mi representada, 

incluida la de prescripción del contrato de seguro. Lo anterior, en concordancia de lo señalado en 

el artículo 282 del Código general del Proceso y 187 del CPACA. En ese sentido, cualquier hecho 

que dentro del proceso constituya una excepción se deberá de manera oficiosa reconocerla en 

sentencia, incluida la prescripción de las acciones derivadas del contrato de seguro de conformidad 

con los artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio.  

 

IV. DE LA CONDENA EN COSTAS 

 

De conformidad con el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo en concordancia con lo dispuesto en el artículo 365 del Código General del Proceso 

y demás normas aplicables, se solicita respetuosamente condenar en costas a la parte demandante 

como consecuencia del fracaso de sus pretensiones 

 

V. OPOSICIÓN RESPECTO DE LAS PRUEBAS SOLICITADAS EN LA DEMANDA 

 

5.1. OPOSICIÓN RESPECTO DE LAS FOTOGRAFÍAS APORTADAS CON LA DEMANDA 

 

De manera respetuosa solicito al despacho la exclusión de las fotografías aportadas en la demanda, 

pues no se tiene certeza de su fecha fecha o de su autoría, por lo que es necesario reprochar su 

capacidad suasoria en el proceso de referencia, solicitándole al despacho negar validez a dichos 

registros fotográficos según la jurisprudencia del Consejo de Estado que se pasa a referenciar.   
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Sobre el valor probatorio y suasorio de fotografías como las allegadas por los demandantes el 

Consejo de Estado ha mencionado lo siguiente:   

  

“9.1. Las fotografías aportadas por la parte actora (f. 41 c.1) no podrán ser 

valoradas toda vez que no hay certeza sobre la persona que las realizó, ni 

sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que fueron tomadas 

y que determinarían su valor probatorio. En estos términos y, de conformidad 

con lo dispuesto por el artículo 252 del Código de Procedimiento Civil1, vigente 

para la época en la cual se presentó la demanda y aplicable en virtud de la 

remisión contenida en el artículo 169 del Código Contencioso Administrativo, las 

mencionadas fotografías no pueden ser consideradas como documentos 

auténticos.”52 (subrayado y negritas propias). 

  

La anterior tesis jurisprudencial ha hecho carrera dentro de la corporación y ha sido reiterada en 

varias sentencias como las del 19 de noviembre de 2021 y 22 de noviembre de 2021:   

  

“7. Las fotografías y planos aportados al proceso (f. 45 y 46 c. 1 y f. 276 a 286 c. 

2) no serán valorados, porque según criterio uniforme de esta Sala, conforme al 

artículo 252 CPC, hoy 244 CGP, no se tiene certeza de la persona que los realizó 

y tampoco de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que fueron 

tomadas las fotografías y elaborados los planos.”53  

“8. Las fotografías aportadas al proceso (f. 68 c. 3) no serán valoradas, porque 

según criterio uniforme de esta Sala, conforme al artículo 252 CPC, hoy 244 CGP, 

no se tiene certeza de su origen, el tiempo y el lugar en las que fueron tomadas.”54 

 

Como se observa, las fotografías aportadas por los demandantes adolecen de los mismos defectos 

que tanto criticó la jurisprudencia del Consejo de Estado: no se tiene certeza de su origen, tiempo 

y lugar en que se tomaron.   

 

En suma, ante la desatención de la carga probatoria en cabeza de la parte actora, las fotografías 

aportadas no pueden subsanar la deficitaria actividad probatoria llevada a cabo por los 

demandantes, máxime cuando se ha visto que dichas fotografías no son suficientes, por sí solas, 

para acreditar los elementos estructurales de la responsabilidad extracontractual por desconocerse 

las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que fueron realizadas.  

 

5.2. OPOSICIÓN RESPECTO DE LAS PRUEBAS DOCUMENTALES SOLICITADAS 

 

Respetuosamente me opongo al decreto de las documentales solicitadas en la medida en que la 

parte actora pudo haberlas obtenido mediante el ejercicio del derecho de petición, de conformidad 

a lo establecido en los artículos 78 y 173 del Código General del Proceso.  

 

 
52 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Sala Plena. Sentencia del 28 de agosto de 2014. 
Magistrado Ponente: Danilo Rojas Betancourth. Radicado No. 25000-23-26-000-2000-00340-01(28832)   
53 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección C. Sentencia del 19 de noviembre de 2021. 
Magistrado Ponente: Guillermo Sánchez Luque. Radicado No. 05001-23-31-000-1998-01260-01(46234)A   
54 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera – Subsección C. Sentencia del 2 de noviembre de 2021. 
Magistrado Ponente: Guillermo Sánchez Luque. Radicado No. 18001-23-31-000-2001-00320-01(44648) 
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VI. PRUEBAS 

 

6.1. INTERROGATORIO DE PARTE 

Con fundamento en el artículo 198 del Código General del Proceso, aplicable por remisión expresa 

del artículo 306 del CPACA, solcito comedidamente al señor Juez, ordenar la citación de las 

personas que integran la parte demandante con el fin de que absuelvan una serie de preguntas que 

por escrito en pliegue cerrado o abierto les formularé sobre los hechos relacionados con el proceso. 

 

6.2. TESTIMONIALES 

Ruego respetuosamente el Despacho se me permita realizar las preguntas que considere 

pertinentes, dentro de los parámetros establecidos en la Ley para tal fin, a los testigos solicitados 

por la parte demandante y por la parte demandada. Lo anterior, con la finalidad de contribuir con el 

esclarecimiento de los hechos que requieren apoyo en la declaración de terceros. 

 

6.3. OFICIOS 

Solicito respetuosamente al despacho se oficie a SBS Seguros Colombia S.A. con el fin de aportar 

certificados de agotamiento o disponibilidad de las sumas aseguradas pues puede ocurrir que en el 

decurso de tiempo entre la contestación a la demanda y la fecha en la que ocurra la audiencia de 

pruebas o instrucción, ocurran situaciones que obliguen a afectar la Póliza y que reduzcan su 

disponibilidad y que sean sobrevinientes en el tiempo. La presente petición se realiza debido a que 

dicha prueba documental, sería una prueba sobreviniente, esto en la medida en que los hechos 

materia del presente litigio han dado origen a otras controversias que se ventilan ante juzgados 

civiles y contencioso administrativos, por lo que la suma asegurada en las pólizas expedida por SBS 

Seguros Colombia S.A. se podría agotar antes de proferir sentencia dentro del presente trámite 

procesal. 

 

6.4. DOCUMENTALES 

 

6.4.1. Póliza de seguros de responsabilidad civil contractual no. 1000141.  

 

6.4.2. Póliza de seguros de responsabilidad civil extracontractual para vehículos no. 1000317.  

 

6.4.3. Condiciones generales póliza de responsabilidad civil extracontractual para empresas de 

transporte terrestre automotor de pasajeros. 

 

6.4.4. Condiciones generales póliza de responsabilidad civil contractual para empresas de 

transporte terrestre automotor de pasajeros. 

 

VII. ANEXOS 

 

7.1. Los documentales enunciados en el acápite denominado “Documentales”.  

 

7.2. Poder general.  
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7.3. Certificado de existencia y representación de SBS Seguros Colombia S.A. 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

La parte convocante, en el lugar indicado en el escrito de Llamamiento en Garantía. El suscrito en 

la Avenida 6A Bis N° 35N-100, Centro Empresarial Chipichape, Oficina 212, de la ciudad de Cali, o 

en la Secretaría de su Despacho. Dirección electrónica: notificaciones@gha.com.co 

 

Cordialmente,  

 

 

 

 

GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA  

C.C. No. 19.395.114 de Bogotá  

T.P. No. 39.116 del C. S. de la J. 

mailto:notificaciones@gha.com.co
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Contra:SBS SEGUROS COLOMBIA S.A
Bienes embargados:ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO

Proceso:ADMINISTRATIVO COACTIVO
Documento: Oficio No.DFRI-163-5685 del 08 de septiembre de 2023
Origen: Secretaria De Hacienda Departamental de Ibague
Inscripción: 04 de octubre de 2023 No. 1986 del libro VIII

Nombre:                       SBS SEGUROS COLOMBIA S.A
NIT:                          860037707 - 9
Matrícula No.:                207247
Domicilio:                    Bogota
Dirección:                    Av. Cra. 9 # 101 - 67. Piso 7 local 1
Teléfono:                     3138700

PROPIETARIO

Por Acta No. 200 del 29 de septiembre de 2004, de Junta Directiva, inscrito en esta
Cámara de Comercio el 01 de octubre de 2004 con el No. 2569 del Libro VI, se designó a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
GERENTE SUCURSAL         CARMEN ELENA CRUZ CABRERA                 C.C.31473331

NOMBRAMIENTO(S)
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Recibo No. 9755553, Valor: $5.800

CÓDIGO DE VERIFICACIÓN: 0825AE22MI

Fecha expedición: 17/01/2025  09:42:46 am
CERTIFICADO DE SUCURSAL VIGILADA

Camara de Comercio de Cali

Verifique el contenido y confiabilidad de este certificado, ingresando a www.ccc.org.co
y digite el respectivo código, para que visualice la imagen generada al momento de su
expedición. La verificación se puede realizar de manera ilimitada, durante 60 días

calendario, contados a partir de la fecha de su expedición.

Por Acta No. 331 del 28 de marzo de 2014, de Junta Directiva, inscrito en esta Cámara
de Comercio el 08 de mayo de 2014 con el No. 1033 del Libro VI, se designó a:

CARGO                    NOMBRE                                    IDENTIFICACIÓN
REPRESENTANTE LEGAL      DIEGO FERNANDO REYES BORRERO              C.C.16284529
SUPLENTE SUCURSAL

Por Escritura Pública No. 1910 del 04 de julio de 2001  Notaria Treinta Y Seis de
Bogota ,inscrito en esta Cámara de Comercio el 24 de septiembre de 2001 con el No. 228
del Libro V MEDIANTE LA CUAL SE CONFIERE PODER GENERAL AL DOCTOR GUSTAVO ALBERTO
HERRERA AVILA, QUIEN ES MAYOR DE EDAD, VECINO DE SANTIAGO DE CALI (VALLE), ABOGADO EN
EJERCICIO, IDENTIFICADO CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 19.395.114 DE BOGOTA Y TARJETA
PROFESIONAL NUMERO 39.116 DEL C.S.J. PARA QUE EN NOMBRE Y REPRESENTACION DE LA SOCIEDAD
REALICE LOS SIGUIENTES ACTOS: A) REPRESENTAR A LA SOCIEDAD ANTE TODAS LAS AUTORIDADES
JUDICIALES Y EN TODA CLASE DE PROCESOS DE CARACTER CIVIL, COMERCIAL, PENAL, LABORAL,
PENAL ADUANERO, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, BIEN SEA QUE LA SOCIEDAD SEA DEMANDANTE,
DEMANDADA, LLAMADA EN GARANTIA, LITIS CONSORTE O TERCERO INTERVINIENTE; B) REPRESENTAR
A LA SOCIEDAD ANTE LAS AUTORIDADES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS EN LA SOLICITUD Y
PRACTICA DE PRUEBAS ANTICIPADAS, EXHIBICION DE DOCUMENTOS, CONSTITUCION DE PARTE CIVIL
EN PROCESOS PENALES; PARA NOTIFICARSE DE TODA CLASE DE PROVIDENCIAS INCLUYENDO AUTOS
ADMISORIOS DE DEMANDA, DE CUALQUIER AUTORIDAD ADMINISTRATIVA JUDICIAL SEA CIVIL,
LABORAL, PENAL, CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, ETCETERA ABSUELVA INTERROGATORIO DE PARTE,
COMPAREZCA A DECLARAR Y ASISTA A LAS DEMAS DILIGENCIAS JUDICIALES, PROCESALES O
EXTRAPROCESALES, SEAN ELLAS DE NATURALEZA CIVIL, LABORAL, COMERCIAL, ADMINISTRATIVA,
PENAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, ETC., QUEDANDO AUTORIZADO PARA RECIBIR LAS
NOTIFICACIONES Y LAS CITACIONES ORDENADAS POR LOS JUZGADOS O AUTORIDADES
ADMINISTRATIVAS QUE ASI LO REQUIERAN, QUEDANDO ENTENDIDO QUE EN ESTOS CASOS DE
NOTIFICACION, CITACION Y COMPARENCIA PERSONAL DEL REPRESENTANTE LEGAL DE LA SOCIEDAD
QUEDARA VALIDA Y LEGALMENTE HECHA A TRAVES DEL APODERADO GENERAL DESIGNADO DOCTOR
GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA, ASI MISMO EL APODERADO QUEDA FACULTADO PARA CONFESAR; C)
QUE EL PRESENTE PODER GENERAL SE EXTIENDE PARA QUE EL DOCTOR GUSTAVO ALBERTO HERRERA
AVILA REPRESENTE A LA INTERAMERICANA COMPANIA DE SEGUROS GENERALES S.A. ANTE LOS JUECES
CIVILES DE TODO EL PAIS EN LAS AUDIENCIAS DE CONCILIACION DE QUE TRATA EL ARTICULO
CIENTO UNO (101) DEL CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL, QUEDANDO ENTENDIDO QUE EL APODERADO
GENERAL PUEDA COMPROMETER A LA SOCIEDAD, FACULTAD QUE SE EXTIENDE A LAS AUTORIDADES DE
CONCILIACION QUE REALICEN ANTE CUALQUIER AUTORIDAD JURISDICCIONAL CONFORME LO TIENE
PREVISTO LA LEY CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS (446) DE MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO
(1998); D) QUE EL PODER GENERAL QUE POR ESTA ESCRITURA SE OTORGA SE EXTIENDE PARA QUE
EL DOCTOR GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA REPRESENTE A LA INTERAMERICANA COMPANIA DE
SEGUROS GENERALES S.A. EN TODA CLASE DE PROCESOS QUE CURSEN ANTE CUALQUIER AUTORIDAD
JURISDICCIONAL; E) ASI MISMO COMPRENDE FACULTAD PARA DESIGNAR EN NOMBRE DE LA
INTERAMERICANA COMPANIA DE SEGUROS GENERALES S.A. LOS ARBITROS QUE SE REQUIERAN EN
VIRTUD DEL TRIBUNAL DE ARBITRAMENTO QUE SE CONSTITUYA EN DESARROLLO DE CLAUSULAS

PODERES
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COMPROMISORIAS.

Actividad principal Código CIIU: 6511
Actividad secundaria Código CIIU: 6513

Descripción de la actividad económica reportada en el Formulario del Registro Único
Empresarial y Social -RUES-: EXPLOTACIÓN DE RAMOS DE SEGUROS GENERALES Y CELEBRACIÓN DE
CONTRATOS DE REASEGUROS

CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS- CIIU

Los estatutos de la sociedad han sido reformados así:

DOCUMENTO                                              INSCRIPCIÓN
E.P. 1647 del 06/07/1973 de Notaria Once de Bogota     69009 de 20/06/1984 Libro IX
E.P. 2850 del 25/06/1979 de Notaria Sexta de Bogota    69010 de 20/06/1984 Libro IX
E.P. 0785 del 16/07/1982 de Notaria Veinticuatro de    69011 de 20/06/1984 Libro IX
Bogota
E.P. 2840 del 17/08/2017 de Notaria Once de Bogota     2104 de 26/09/2017 Libro VI

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo y la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de registro,
quedan en firme dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de
inscripción, siempre que no sean objeto de recursos. Para estos efectos, se informa que
para la Cámara de Comercio de Cali, los sábados NO son días hábiles.

Una vez interpuestos los recursos, los actos administrativos recurridos quedan en
efecto suspensivo, hasta tanto los mismos sean resueltos, conforme lo prevé el artículo
79 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.

A la fecha y hora de expedición de este certifica, NO se encuentra en trámite ningún
recurso.

RECURSOS CONTRA LOS ACTOS DE INSCRIPCIÓN

Este certificado refleja la situación jurídica del inscrito hasta la fecha y hora de su
expedición.

Que no figuran otras inscripciones que modifiquen total o parcialmente el presente

INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA
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certificado.

De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo, y de la Ley 962 de 2005, los actos administrativos de
registro aquí certificados quedan en firme diez (10) días hábiles después de la fecha
de inscripción, siempre que no sean objeto de recursos; el sábado no se tiene como día
hábil para este conteo.

En cumplimiento de los requisitos sobre la validez jurídica y probatoria de los
mensajes de datos determinados en la Ley 527 de 1999 y demás normas complementarias, la
firma digital de los certificados generados electrónicamente se encuentra respaldada
por una entidad de certificación digital abierta acreditada por el organismo nacional
de acreditación (onac) y sólo puede ser verificada en ese formato.
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NOVECIENTOS

DIEZ ( 1 9 1 0 )

NELSON JAIME SANCHEZ GARCIA

COMPARECENCIA: Compareció JAIME DE JESUS CALVO DEL ROSARIO

identificario

Bogotá y manifestó.

IMERO. ~ Que er:: si te acto ; obra sn nombre ;y representación

yCpór , ende- Representarte Legal

GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA

mayor de edad

abogado en -ejercida

ciudadanía número l?.3 ?5 .ii4 de Bogotá

para que en

Representación da la sociedad realice los siguientes actos

,a) Representar a la sociedad, ante todas las autoridades

penal aduanero

«toridades judiciales y administrativas en la solicitud y

'práctica de pruebas anticipadas, exhibición de documentos

I



can s titución de parte -ivil en procesos penal para

notificarse de toda clase de providencias incluye ntí0 autos

ó. d ¡Ti X 3 O r  X O □ 3 d e i i s 3. iH tí 3. , tí 3 C U 3. 1 Cj U i. 0 r auto?-idad

administrativa judicial sea civil„ laboral * pe-na 1 ,

«-untencioso administrativa, etcétera abs-L.el va

i n te r r dq atori o ds ngrtg comparesca a tíec1 arar asi 3 t a s.

i -5 3 tí S :Tí -á. 5 tí .1 1 i n ■=• n q i 3 3 iurtirialss , nrnrBMlBe [pll¡|¡

extraprocesa1 es, sean ellas de naturaleza civil, laberal 3

comercial , administra t i v a , p e n a. 1 c on ten ci oso

a dmini strat iva, etcétera, q U e tí a n tí 0 a u 1 0 r i z a d 0. par tá r e cibir

íss no ir. i ti es c ion e s y 1 as citaciones ordenadas por | f~,iC=

’J u z q a tí o s o a u, to r i tí a tí e s a a m i n i s-t ra t i v a s q u s Á - 1X

requieran, quedando entendido que en estos casos de

notificación, citación y compa re cencía pe rs.on a 1 del

R e p i-'- 0 s 0 n i 3 n te i 0 n .3 1 tí 0 la saciedad quedará a y

legal mente hecha a través del apoderado general iesignado

decuor oüosAVO r^LBER j O HERRERA AVILA, asi m i Sí!» O _i

apoderado queda facultado para confesar; c) Que el r- 1 ̂  - •

PODER GENERAL se extie - GUSTAVG

ALBERTO HERRERA AVILA represente a la INTER»AMERI DAMA

COMPASIA DE SEGUROS GENERA _ES SiA« ante los Cueces civi les.

tíe todg e I p3 í s en I as audiencias de conciliación de que

trata el articulo cien to uno (101) del Código tíe

Procedimiento Civil, qued ando entendido que el Apode •-3. do

general pueda como rom©te r a la sociedad, facultac que se

extiende a las autoridades de conciliación que rea. 1 l esn

ante cualquier Autoridad i ur xsdíccion31 con~f orn)e lo tiene

previsto la ley cuatrocientas cuarenta y seis (44¿ ) de mi 1

nevécientos noventa y ocho {1998)| d) Que el poder General

qué por ésta escritura se Otorga se extiende para que e"?

doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA represente a LA

íNTERAMERICANA COMPAÑIA DE SEGUROS GENERALES S.A. en toda

c i. a v- 0 g s p r 0 ceses q u e c u r sen a n t a c u a 1 q u i e r a u. tor i tíad



cargos antes citados los ejercen eryía actualidad:

NOMBRE

JAIME DE JESUS CALVO DEL 
ROSARIO

^MAURICIO GAVIRIA SCHLESINGER

291 1 8 9 8

SUPERINTENDENCIA BANCARIA DE COLOMBIA

EL SECRETARIO GENERAL AD-HOC

|iuso de las facultades que le confiere el artículo 326, numeral 6, literal a) del Estatuto 
tgánico del Sistema Financiero, en concordancia con el artículo lo . de la R esolución  
.195 del 19 de octubre de 1998 emanada de la Superintendencia Bancaria,

C E R T I F I C A :

>N SOCIAL: LA INTERAMERICANA COMPAÑÍA DE SEGUROS 
GENERALES S.A.

FURALEZA JU RID ICA : Entidad Aseguradora, compañía de seguros generales, 
stituida bajo la forma de Sociedad Comercial Anónima, sometida a control y vigilancia 
t Superintendencia Bancaria.

INSTITUCION: Escritura Pública 1647 del 6 de julio de 1973 otorgada en la Notaría

§ de Bogotá D. E.
.

f  término de duración se extiende hasta el 6 de julio del año 2072.

AUTORIZACION DE FUNCIONAM IENTO: En virtud de la vigilancia conferida por la 
r 68 de 1924 respecto de las Compañías de Seguros, mediante acto No. 01045 del 5 de 

ciembre de 1944 la Superintendencia Bancaria expide la autorización respectiva.

¡¿PRESEN TA CIO N  LEGAL: Que de conformidad con los estatutos los representantes 

jales son el Presidente, y sus suplentes Primero y Segundo.

JARLOS FRANCISCO RODRIGUEZ 
VSCOS

CEDULA , CARGO /

306077 PRESIDENTE' /  •

79154208 PRIMER SUPLENTE
DEL PRESIDENTE

19411189 SEGUNDO SUPLENTE
DEL PRESIDENTE

Cód. 13-22
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¡otá D.C., 7 de junio de 2001

SUPERINTENDENCIA BANCARIA DE COLOMBIA 2

ontin uación del certificado de existencia y representación legal de LA 
TERAMERICANA COM PAÑÍA DE SEGUROS GENERALES S.A.

|M OS AUTORIZADOS:

Resolución 5148 de diciembre 31 de 1991, automóviles, aviación, comente débil, 
iámplimienío, incendio, lucro cesante, manejo, montaje y rotura de maquinaria, 
multirriesgo familiar, multirriesgo industnal, multirriesgo comercial; navegación, 
responsabilidad civil, riesgos de minas y petróleos, sustracción, terremoto, todo nesgo para 
ptratistas, transportes, vidrios.

¡Resolución 3064 de julio 30 de 1992, seguro obligatorio de accidentes de tránsito.

Resolución 1222 de junio 07 de 1995, accidentes personales.

fesolución 1301 de julio 31 de 1996jsalud.

í
Resolución 1666 de noviembre 8 def 1999, vida grupo.

^CONSTANZA C. CATCEDO GUTIE1 
SECRETARIA GENERAL AD-HOC

fee conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150/95 y la autorización impartida por la 
jjperintendencia Bancaria mediante Carta Circular 130 del 19 de octubre de 1998, la firma 

mecánica que aparece en este texto tiene plena validez para todos los efectos legales.

Cód. 13-22





¿República be Colombia U.C.N.C.
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CAMARA De COMERCIO OE fcOGQTA 

: 3 Eií E . MOR TE'
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I : v ' '
HALES ñ \ J U R I Ü d ls .  QUE ■ : TEMGAN : NEGOCIOS: DE SEGUROS CON LA

¡ j lS lQ ,  HONORARIOS Ú C O M IS IC U ES» QUEDA i ERNINAMIEMETITE 
|te rO O  HACER RECAÍAS O : CQÑC  ESIONES DE NI.SGUN GOMERO A 
" l l^ ú e S i  O' C G R P ükA C Ix -itS  CUALESQUIERA QUE WO SEAN E CARACTER 

SALVO DEL PAUL De HO' ¡HAHfcJS O COMES IONES a OCOÓÜCIDOS A 
íEMTSS AUTOR IZADOS DE” LAS' ■ COMPAÑÍAS. -  ARTICULO 2 1 1 0 5  OE 

g ;  ADQUIRIR SIENES MUEaLES £ INMUEBLES PREFSRENCTALMENTE EN 
§§ÁS IN D U S TR IALE S -Y  COMERCIALES' E IN V ER TIR  EN ELLOS SUS 
f e  i OE ' RESERVA : 1ÍT S P O N ÍO i^S  j  PRO VISIO N  Y OTROS, ENAJENAR 
lU íE rtA  „E  ^STOS . BIENES- QUE HüSIERE ADQUIRIDO» 3  -  COMPRAR Y 
|k  I iVHUEEl CS y ; ADM IN ISTRARLO S, 4  -  IN V E R T IR  EL C A P IT A L , 
^ÍAS  3  r O ,  OS EN GENERAL, EZZ.ACCIONES O :¡ÜMCS £  COMPAÑIAS 

0ÍM Á 3  N ACIO NALES, D IS T IN T A S  OE LAS DE SEGUROS Y OE 
FALIZAC IC H , 2 ID  v ÜE £>M LAS OE UNA SOLA EMPRESA LA INVERSION 

DEL - 1 0 % DEL CAP IT A L , LAS . RESERVAS .PATRIM ONIALES Y L A S

k v A S  t é c n ic a s  :: l a  í  j x f a m ia  . i n v e r s i c n i s t a  y en  a c c ió n  ¡ts e

I f l lA S  OE SEGUROS:' Y SOCIEDADES OE C A P IT A L IZ A C IO N , ESTAS 
ÍSICNES PODRAN AFECTAR EN NINGUN CASO EL C AP ITAL MINIMO 
'3 0  POR LA LE Y , TODO CONFORME AL ARTICULO 2 » OEL DECRETO 1 9 ÓI 
ÍÍO -, NUMERALES 7 .  Y SALVA LAS . REFORMAS LEGALES QUE

¿INTEREM EN EL FUTURO. .5 - ,  TOMA-' 0 , ,0 £ *  DINERO C.N MUTUO, CAA 
ARA NT IA  O A .: .-1 ;; 1 3  TRAC IDO SUS S IE N E S , MUEBLES E INMUEBLES, 

fB ÍUR EL CONTRATO ; OE CAMBIO Y G IR A R , ENDOSAR, A D Q U IR IR , 
l'ÍCAR , CÚ RAE , ?KG1 £ 3  ZAR , CANCELA?. > PAGAR LETRAS ü C A M B I O ,  
"ES O CUALESQUIERA OTROS T ITU LO S  VALORES O EFECTOS OE 

C IO  D ACEPTARLOS CM PAGO, ASRTR Y MANEJAR CUENTAS CORRIENTES 
ECUTAR EN GENERAL O CELEBRAR CUANTOS ACTOS C CONTRATOS Se 
ÉÍ'DNcfi I  RECTA.. TE CRN LAS ÚP.c.RAC iOKES JIJE FGP ■AS EL OBJETO 

o -  D E S IS T IR , S U S T IT U IR , T R A N S IG IR , LOS NEGOCIOS SOCIALES 
¿T.3TH TITULOS V ALO? ES TT C , ,  HIPOTECAR INMUEBLES Y GAP EN 
DA MUEBLES, ALTERA? LA FORMA Je LOS SIENES R A IC E S , 7 -  
& R S £  CBN OTRA tí: :DTRAS . SOCIEDADES CUYO OBJETO SEA IGUAL G 

JA.MTr O: INCORPORARSE1 A OTRAS Y C O N STITU IR  SOCIEDADES 
ALeS, J -  EKr GENERAL, TODAS Y CUALESQUIERA .OPERACIONES DE 
IC IO  CUYA F IN A L IZ A . SEA OESARROl,í.AR Y C ükP L ÍR  EL O- JETO 

f.AL,, £  I “ ' : . ’. £ ' '£ £  .
HP»r ■ C E R T IF IC A  :■■•:■■■■
P IÉ .:

* *  ■ C A P ITA L AUTOR I.Z A DO' *  *
: GOG, 0 2 4 , 3 0 .0 * 0 0 .0 .0 .0 .

|E  AC C IO N ES:6 0 0 , 0 0 0 . 0 0 - 
¡MOHINAi. : ? 1 3 , 3 3 3 * 3 4 0 0 0  .
*£ ■"  --*.4 CAP IT  AL SUSCRITO * *

::;L : i o , « 5 4 ,  6 7 0 , 0 9 4 * 0 0 0 0 0 .', L
■ ACCIONES :  5 1 4  , 1 0 0  . - 0 0  •

M O JI’,A L  : 1 x 3 , 3 .3 3 , 3 4 0 0 0  £

SOLO ES VALIDO POR ESTA CARA
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4828016

comprende facultad para designar en

nombre de LA INTERAMERICANA COMPAÑIA

requieran en virtud

del Tribunal de Arbitramento que se constituya

(HASTA AQUI LAdesarrollo de cláusulas compromisorias

MIÑUTA P R E S E N T A D A ) . -  / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / / /

cuidadosamente sus nombres completos

les número(s) de sus documentos de identidad; Declara(n)

düáTquier actitud en.

de la regularidad formal de ios. instrumeri-jtos que autoriza

ADVERTENCIA, OTORGAMIENTO:V AUTQRT2ACION.- Leído si

presente instrumento p c r v e l  (l e s • compareciente(s ) y

de pagar si impuesta de

la formalidad del registro dentro dal término legal lo

aprobó (aran) y firmaln> conmigo el Notario que doy fé

Derechas notariales Resolución 533? del 27 de diciembre de

Se empleoí aran) la(s) hoj a’(s) de papel

AA 4 8 2 8 0 1 5 ' -  y AA 4 8 2 8 0 1 6

ESTE PAPEL NO TIEN E COSTO ALGUNO  PARA EL USUARIO

K l l





N O T A R I A  T R E IN T A  Y  S E IS  ( 3 6 )  D E L  

C Í R C U L O  D E  B O G O T Á  D . C

Es TERCERA copia autenticada de la escritura pública 
número mil novecientos diez (1910) del cuatro (04) de 
julio de dos mil uno (2001),tal como se encuentra 
físicamente protocolizada en el tomo número treinta y 

(39) en nueve (09) en Bogotá D.C.; a los 
veintisiete (27) días de diciembre de dos mil diecisiete 
(2017), con destino: INTERESADO
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CERTIFICADO DE VIGENCIA DE PODER No. 01/808/2017

EL SUSCRITO NOTARIO TREINTA Y SEIS (36) DEL CÍRCULO DE 
BOGOTA D.C; POR SOLICITUD DEL INTERESADO.

CERTIFICA
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¡Que verificada la escritura pública número mil novecientos diez (1910) del cuatro 
1(04) de julio de dos mil uno (2001),que se encuentra en el tomo número treinta y 
Jnueve (39), del protocolo de ésta Notaría, se constató, que contiene PODER 
1GENERAL , y que a la fecha y hora de hoy en que se emite este 
|documente,NO presenta nota de modificación NI de revocatoria alguna.

¡Esta certificación de vigencia de poder NO sustituye la presentación física 
|de la escritura pública que contiene el poder, y simplemente se limita a lo 
fque aquí se expresa.
o.B ■ ■; -- - -

fSe expide en Bogotá D. C.; a los veintiocho (28) días del mes de noviembre de 
idos mil diecisiete (2017), a solicitud de GUSTAVO ALBERTO HERRERA AVILA 
Ipara TRAMITES VARIOS

JAVIER H
NOTARIO TREINTA Y

ON OLIVEROS
CIRCULO DE BOGOTA D.C. (E.)

Calle 71 A No. 15-19: Tel. 5402214. 5408797. 5409498
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SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

860037707-9
POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS
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TOTAL VALOR ASEGURADO:     Según relación de Coberturas PRIMA BRUTA:                             838,174.03

FECHA MAXIMA PAGO PRIMAS:14/08/2019 BASE IMPONIBLE:                      (19% 838,174.03),  (0% 0)

MONEDA: PESOS TRM: 1 DERECHOS DE EMISION:           0.00

VALOR IVA:                                  159,253.07

RECARGOS Y/O DESCUENTOS:0.00

TOTAL PRIMA :                            997,427.10

POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y CONFORME AL ARTICULO 1066 DEL CODIGO DE COMERCIO, EL TOMADOR DE ESTA POLIZA SE OBLIGA A EFECTUAR EL PAGO DE LA PRIMA. 
LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL PRESENTE CONTRATO; ESTA TERMINACION NO REQUIERE AVISO PREVIO POR PARTE DE SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A. ADICIONALMENTE, EN AQUELLOS EVENTOS EN QUE EL PAGO DE LA PRIMA SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE FINANCIACION OTORGADA POR SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. O POR 
TERCEROS, EL TOMADOR Y/O ASEGURADO AUTORIZA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y ESTA SE RESERVA LA FACULTAD, PARA DAR POR TERMINADO EL PRESENTE CONTRATO 
UNILATERALMENTE, POR EL NO PAGO OPORTUNO DE CUALQUIERA DE LAS CUOTAS FINANCIADAS. 
EL TOMADOR, ASEGURADO, AFIANZADO O BENEFICIARIO DEL PRESENTE CONTRATO DE SEGURO, SEGÚN SEA EL CASO, SEA ESTE PERSONA NATURAL O JURIDICA, ESTARA OBLIGADO A 
MANTENER ACTUALIZADA LA INFORMACION SOLICITADA EN RAZON AL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EMITIDA POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, SOBRE PREVENCION 
AL LAVADO DE ACTIVOS Y FINANCIACION DEL TERRORISMO. 
LO ANTERIOR, COMPRENDE LA OBLIGACION DE REPORTAR POR LO MENOS UNA VEZ AL AÑO, LOS CAMBIOS QUE SE HAYAN GENERADO EN RELACION CON LAS DECLARACIONES E 
INFORMACIONES INICIALMENTE REPORTADAS. PARA TAL EFECTO SOLICITARA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., EL FORMULARIO CORRESPONDIENTE Y EN ÉL ACTUALIZARAN LAS MODIFICACIONES 
PRESENTADAS.

Dirección de la Compañía para notificaciones
Av. Carrera 9 #101- 67 Piso 7 Bogotá, Colombia

Línea Nacional 018000911360
ASEGURADO SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

______________________________
Firma Autorizada

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

POLIZA No.
1000317

ANEXO No
11

CERTIFICADO DE
INCLUSION DE RIESGO

SUCURSAL
CALI

TOMADOR:        COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA

DIRECCION: AV PANAMERICANA NORTE VIA PASTO TELEFONO: 7732100 CIUDAD: IPIALES

ASEGURADO:   COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA

BENEFICIARIO: Terceros Afectados 

NIT: 8912002878

PAIS: COLOMBIA

NIT: 8912002878

NIT:
 

FECHA DE
EXPEDICION
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

VIGENCIA .DIAS PERIODO COBRO DIAS

DESDE LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329
DESDE LAS 0HH

(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0 HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329

INTERMEDIARIO CLAVE  % DIRECTO

PARTICIPACION COMPAÑÍA
SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

% PARTICIPACION
100

Ver Relación Anexa



SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

860037707-9
POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD 
CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS
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TOTAL VALOR ASEGURADO:    Según relación de Coberturas PRIMA BRUTA:       838,174.03

FECHA MAXIMA PAGO PRIMAS: 14/08/2019 BASE IMPONIBLE:(19% 838174.03), (0% 0)

MONEDA: PESOS TRM: 1 VALOR IVA:            159,253.07

TOTAL PRIMA :      997,427.10

POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y CONFORME AL ARTICULO 1066 DEL CODIGO DE COMERCIO, EL TOMADOR DE ESTA POLIZA SE OBLIGA A EFECTUAR EL PAGO DE LA PRIMA. 
LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL PRESENTE CONTRATO; ESTA TERMINACION NO REQUIERE AVISO PREVIO POR PARTE DE SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A. ADICIONALMENTE, EN AQUELLOS EVENTOS EN QUE EL PAGO DE LA PRIMA SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE FINANCIACION OTORGADA POR SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. O POR 
TERCEROS, EL TOMADOR Y/O ASEGURADO AUTORIZA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y ESTA SE RESERVA LA FACULTAD, PARA DAR POR TERMINADO EL PRESENTE CONTRATO UNILATERALMENTE, 
POR EL NO PAGO OPORTUNO DE CUALQUIERA DE LAS CUOTAS FINANCIADAS. 
EL TOMADOR, ASEGURADO, AFIANZADO O BENEFICIARIO DEL PRESENTE CONTRATO DE SEGURO, SEGÚN SEA EL CASO, SEA ESTE PERSONA NATURAL O JURIDICA, ESTARA OBLIGADO A MANTENER 
ACTUALIZADA LA INFORMACION SOLICITADA EN RAZON AL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EMITIDA POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, SOBRE PREVENCION AL LAVADO DE 
ACTIVOS Y FINANCIACION DEL TERRORISMO. 
LO ANTERIOR, COMPRENDE LA OBLIGACION DE REPORTAR POR LO MENOS UNA VEZ AL AÑO, LOS CAMBIOS QUE SE HAYAN GENERADO EN RELACION CON LAS DECLARACIONES E INFORMACIONES 
INICIALMENTE REPORTADAS. PARA TAL EFECTO SOLICITARA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., EL FORMULARIO CORRESPONDIENTE Y EN ÉL ACTUALIZARAN LAS MODIFICACIONES PRESENTADAS.

Dirección de la Compañía para notificaciones
Av. Carrera 9 #101- 67 Piso 7 Bogotá, Colombia

Línea Nacional 018000911360
ASEGURADO

SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

______________________________
Firma Autorizada

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

POLIZA No.
1000317

ANEXO No
11

CERTIFICADO DE
INCLUSION DE RIESGO

SUCURSAL
CALI

TOMADOR:         COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA

DIRECCION:      AV PANAMERICANA NORTE VIA PASTO                                                  TELEFONO:  7732100          CIUDAD: 
IPIALES

ASEGURADO:    ARTEAGA VILLARREAL ROSA IMELDA

BENEFICIARIO: TERCEROS AFECTADOS

NIT: 8912002878

PAIS: COLOMBIA

CC: 37000753

NIT: 1200115122

FECHA DE
EXPEDICION
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

VIGENCIA .DIAS PERIODO COBRO .DIAS

DESDE LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329
DESDE LAS 0HH

(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0 HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329

INFORMACION DEL RIESGO

RIESGO No. 423 CODIGO AGRUPADOR: 

CODIGO: 06806006 MARCA: PEUGEOT TIPO: 405 GR MT 1900CC CLASE: CAMIONETA 
PASAJ.

MODELO: 2019 MOTOR: ****** CHASIS: VF3VFAHXGKZ001093 VIN: 

PLACAS : SAV737 SERVICIO: INTERDEPARTAMENTAL JURISDICCION : COLOMBIA

LEGISLACION: COLOMBIA TERRITORIALIDAD: COLOMBIA

LEY DE INTERPRETACION DEL CONTRATO DE SEGUROS : COLOMBIA

AMPAROS Y COBERTURAS
 COBERTURA VALOR ASEGURADO                      DEDUCIBLE

RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA EL VEHICULO
DAÑOS A BIENES DE TERCEROS
LESIONES O MUERTE DE UN TERCERO
LESIONES O MUERTE DE DOS O MAS PERSONAS.
AMPARO DE PROTECCIÓN PATRIMONIAL
ASISTENCIA JURIDICA EN PROCESO CIVIL
ASISTENCIA JURIDICA PENAL
ASISTENCIA JURIDICA INICIAL                                                                                                                                         

-
$
$
$
$
$
$
$

-
60. SMMLV
60. SMMLV

120. SMMLV
INCLUIDO
INCLUIDO
INCLUIDO
INCLUIDO

%
- -

10.0 %
10.0 %
10.0 %

- -
- -
- -
- -

MINIMO
- -

5.0 SMMLV
5.0 SMMLV
5.0 SMMLV

- -
- -
- -
- -

LIMITE MÁXIMO DE RESPONSABILIDAD : 

EXCLUSIONES:

SEGUN SE DETALLA EN CONDICIONES GENERALES Y PARTICULARES DE LA POLIZA



SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.
860037707-9 POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD 

CIVIL EXTRACONTRACTUAL PARA VEHICULOS

POLIZA No.
1000317

ANEXO No
11

CERTIFICADO DE
ENDOSO DE INCLUSION DE RIESGO

SUCURSAL
CALI

TEXTOS DE LA POLIZA

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y CONFORME AL ARTICULO 1066 DEL CODIGO DE COMERCIO, EL TOMADOR DE ESTA POLIZA SE OBLIGA A EFECTUAR EL PAGO DE LA PRIMA. 
LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL PRESENTE CONTRATO; ESTA TERMINACION NO REQUIERE AVISO PREVIO POR PARTE DE SBS SEGUROS COLOMBIA 
S.A. ADICIONALMENTE, EN AQUELLOS EVENTOS EN QUE EL PAGO DE LA PRIMA SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE FINANCIACION OTORGADA POR SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. O POR TERCEROS, EL 
TOMADOR Y/O ASEGURADO AUTORIZA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y ESTA SE RESERVA LA FACULTAD, PARA DAR POR TERMINADO EL PRESENTE CONTRATO UNILATERALMENTE, POR EL NO PAGO 
OPORTUNO DE CUALQUIERA DE LAS CUOTAS FINANCIADAS. 
EL TOMADOR, ASEGURADO, AFIANZADO O BENEFICIARIO DEL PRESENTE CONTRATO DE SEGURO, SEGÚN SEA EL CASO, SEA ESTE PERSONA NATURAL O JURIDICA, ESTARA OBLIGADO A MANTENER 
ACTUALIZADA LA INFORMACION SOLICITADA EN RAZON AL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EMITIDA POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, SOBRE PREVENCION AL LAVADO DE 
ACTIVOS Y FINANCIACION DEL TERRORISMO. 
LO ANTERIOR, COMPRENDE LA OBLIGACION DE REPORTAR POR LO MENOS UNA VEZ AL AÑO, LOS CAMBIOS QUE SE HAYAN GENERADO EN RELACION CON LAS DECLARACIONES E INFORMACIONES 
INICIALMENTE REPORTADAS. PARA TAL EFECTO SOLICITARA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., EL FORMULARIO CORRESPONDIENTE Y EN ÉL ACTUALIZARAN LAS MODIFICACIONES PRESENTADAS.

Dirección de la Compañía para Notificaciones
Av. Carrera 9 #101- 67 Piso 7 Bogotá, Colombia

Línea Nacional 018000911360

ASEGURADO

SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

______________________________
Firma Autorizada

**POR SOLICITUD DEL CLIENTE SE REALIZA INCLUSION DELO VEHICULO DE PLACAS SAV737 APARTIR DEL 15/07/2019** 

El deducible establecido para el amparo de R.C.E y/o R.C.C. en la carátula de la póliza se mantendrá siempre y cuando el accidente de tránsito sea 
reportado 

Hasta 60 días calendarios deducible 20% mínimo 6 SMMLV
Hasta 90 días calendarios deducible 30% mínimo 10 SMMLV
Más de 90 días calendarios deducible 50% mínimo 20 SMMLV
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SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

860037707-9
POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
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TOTAL VALOR ASEGURADO:     Según relación de Coberturas PRIMA BRUTA:                             2,025,000.70

FECHA MAXIMA PAGO PRIMAS:14/08/2019 BASE IMPONIBLE:                      (19% 2,025,000.70),  (0% 0)

MONEDA: PESOS TRM: 1 DERECHOS DE EMISION:           0.00

VALOR IVA:                                  384,750.13

RECARGOS Y/O DESCUENTOS:0.00

TOTAL PRIMA :                            2,409,750.83

POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y CONFORME AL ARTICULO 1066 DEL CODIGO DE COMERCIO, EL TOMADOR DE ESTA POLIZA SE OBLIGA A EFECTUAR EL PAGO DE LA PRIMA. 
LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL PRESENTE CONTRATO; ESTA TERMINACION NO REQUIERE AVISO PREVIO POR PARTE DE SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A. ADICIONALMENTE, EN AQUELLOS EVENTOS EN QUE EL PAGO DE LA PRIMA SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE FINANCIACION OTORGADA POR SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. O POR 
TERCEROS, EL TOMADOR Y/O ASEGURADO AUTORIZA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y ESTA SE RESERVA LA FACULTAD, PARA DAR POR TERMINADO EL PRESENTE CONTRATO 
UNILATERALMENTE, POR EL NO PAGO OPORTUNO DE CUALQUIERA DE LAS CUOTAS FINANCIADAS. 
EL TOMADOR, ASEGURADO, AFIANZADO O BENEFICIARIO DEL PRESENTE CONTRATO DE SEGURO, SEGÚN SEA EL CASO, SEA ESTE PERSONA NATURAL O JURIDICA, ESTARA OBLIGADO A 
MANTENER ACTUALIZADA LA INFORMACION SOLICITADA EN RAZON AL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EMITIDA POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, SOBRE PREVENCION 
AL LAVADO DE ACTIVOS Y FINANCIACION DEL TERRORISMO. 
LO ANTERIOR, COMPRENDE LA OBLIGACION DE REPORTAR POR LO MENOS UNA VEZ AL AÑO, LOS CAMBIOS QUE SE HAYAN GENERADO EN RELACION CON LAS DECLARACIONES E 
INFORMACIONES INICIALMENTE REPORTADAS. PARA TAL EFECTO SOLICITARA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., EL FORMULARIO CORRESPONDIENTE Y EN ÉL ACTUALIZARAN LAS MODIFICACIONES 
PRESENTADAS.

Dirección de la Compañía para notificaciones
Av. Carrera 9 #101- 67 Piso 7 Bogotá, Colombia

Línea Nacional 018000911360
ASEGURADO SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

______________________________
Firma Autorizada

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

POLIZA No.
1000141

ANEXO No
13

CERTIFICADO DE
INCLUSION DE RIESGO

SUCURSAL
CALI

TOMADOR:        COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA

DIRECCION: AV PANAMERICANA NORTE VIA PASTO TELEFONO: 7732100 CIUDAD: IPIALES

ASEGURADO:   COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA

BENEFICIARIO: OCUPANTES DEL VEHICULO

NIT: 8912002878

PAIS: COLOMBIA

NIT: 8912002878

NIT:
 

FECHA DE
EXPEDICION
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

VIGENCIA .DIAS PERIODO COBRO DIAS

DESDE LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329
DESDE LAS 0HH

(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0 HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329

INTERMEDIARIO CLAVE  % DIRECTO

PARTICIPACION COMPAÑÍA
SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

% PARTICIPACION
100

Ver Relación Anexa



SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

860037707-9
POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD 

CIVIL CONTRACTUAL
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TOTAL VALOR ASEGURADO:    Según relación de Coberturas PRIMA BRUTA:       2,025,000.70

FECHA MAXIMA PAGO PRIMAS: 14/08/2019 BASE IMPONIBLE:(19% 2025000.7), (0% 0)

MONEDA: PESOS TRM: 1 VALOR IVA:            384,750.13

TOTAL PRIMA :      2,409,750.83

POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y CONFORME AL ARTICULO 1066 DEL CODIGO DE COMERCIO, EL TOMADOR DE ESTA POLIZA SE OBLIGA A EFECTUAR EL PAGO DE LA PRIMA. 
LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL PRESENTE CONTRATO; ESTA TERMINACION NO REQUIERE AVISO PREVIO POR PARTE DE SBS SEGUROS 
COLOMBIA S.A. ADICIONALMENTE, EN AQUELLOS EVENTOS EN QUE EL PAGO DE LA PRIMA SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE FINANCIACION OTORGADA POR SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. O POR 
TERCEROS, EL TOMADOR Y/O ASEGURADO AUTORIZA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y ESTA SE RESERVA LA FACULTAD, PARA DAR POR TERMINADO EL PRESENTE CONTRATO UNILATERALMENTE, 
POR EL NO PAGO OPORTUNO DE CUALQUIERA DE LAS CUOTAS FINANCIADAS. 
EL TOMADOR, ASEGURADO, AFIANZADO O BENEFICIARIO DEL PRESENTE CONTRATO DE SEGURO, SEGÚN SEA EL CASO, SEA ESTE PERSONA NATURAL O JURIDICA, ESTARA OBLIGADO A MANTENER 
ACTUALIZADA LA INFORMACION SOLICITADA EN RAZON AL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EMITIDA POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, SOBRE PREVENCION AL LAVADO DE 
ACTIVOS Y FINANCIACION DEL TERRORISMO. 
LO ANTERIOR, COMPRENDE LA OBLIGACION DE REPORTAR POR LO MENOS UNA VEZ AL AÑO, LOS CAMBIOS QUE SE HAYAN GENERADO EN RELACION CON LAS DECLARACIONES E INFORMACIONES 
INICIALMENTE REPORTADAS. PARA TAL EFECTO SOLICITARA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., EL FORMULARIO CORRESPONDIENTE Y EN ÉL ACTUALIZARAN LAS MODIFICACIONES PRESENTADAS.

Dirección de la Compañía para notificaciones
Av. Carrera 9 #101- 67 Piso 7 Bogotá, Colombia

Línea Nacional 018000911360
ASEGURADO

SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

______________________________
Firma Autorizada

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

POLIZA No.
1000141

ANEXO No
13

CERTIFICADO DE
INCLUSION DE RIESGO

SUCURSAL
CALI

TOMADOR:         COOPERATIVA ESPECIALIZADA SUPERTAXIS DEL SUR LTDA

DIRECCION:      AV PANAMERICANA NORTE VIA PASTO                                                  TELEFONO:  7732100          CIUDAD: 
IPIALES

ASEGURADO:    ARTEAGA VILLARREAL ROSA IMELDA

BENEFICIARIO: OCUPANTES DEL VEHICULO

NIT: 8912002878

PAIS: COLOMBIA

CC: 37000753

CC: 10111021

FECHA DE
EXPEDICION
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

VIGENCIA .DIAS PERIODO COBRO .DIAS

DESDE LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329
DESDE LAS 0HH

(Día-Mes-Año)
15/JULIO/2019

HASTA LAS 0 HH
(Día-Mes-Año)
09/JUNIO/2020

329

INFORMACION DEL RIESGO

RIESGO No. 425 CODIGO AGRUPADOR: 

CODIGO: 06806006 MARCA: PEUGEOT TIPO: 405 GR MT 1900CC CLASE: CAMIONETA 
PASAJ.

MODELO: 2019 MOTOR: ****** CHASIS: VF3VFAHXGKZ001093 VIN: 

PLACAS : SAV737 SERVICIO: INTERDEPARTAMENTAL JURISDICCION : 

LEGISLACION: TERRITORIALIDAD: 

LEY DE INTERPRETACION DEL CONTRATO DE SEGUROS : 

AMPAROS Y COBERTURAS
 COBERTURA VALOR ASEGURADO                      DEDUCIBLE

MUERTE ACCIDENTAL
INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANENTE
INCAPACIDAD TOTAL TEMPORAL
REEMBOLSO DE GASTOS MEDICOS
AMPARO DE PROTECCIÓN PATRIMONIAL
ASISTENCIA JURIDICA EN PROCESO CIVIL
ASISTENCIA JURIDICA PENAL
ASISTENCIA JURIDICA INICIAL                                                                                                                                         

$
$
$
$
$
$
$
$

60. SMMLV
60. SMMLV
60. SMMLV
60. SMMLV
INCLUIDO
INCLUIDO
INCLUIDO
INCLUIDO

%
10.0 %
10.0 %
10.0 %
10.0 %

- -
- -
- -
- -

MINIMO
2.0 SMMLV
2.0 SMMLV
2.0 SMMLV
2.0 SMMLV

- -
- -
- -
- -

LIMITE MÁXIMO DE RESPONSABILIDAD : 

EXCLUSIONES:

SEGUN SE DETALLA EN CONDICIONES GENERALES Y PARTICULARES DE LA POLIZA



SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.
860037707-9 POLIZA DE SEGUROS DE RESPONSABILIDAD 

CIVIL CONTRACTUAL

POLIZA No.
1000141

ANEXO No
13

CERTIFICADO DE
ENDOSO DE INCLUSION DE RIESGO

SUCURSAL
CALI

TEXTOS DE LA POLIZA

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

Defensor del Consumidor Financiero
Principal: José Guillermo Peña Gonzalez Teléfono: 601 2131370 - 601 2131322
Suplente: Cesar Alejandro Pérez Hamilton Dirección: Avenida 19 No. 114 - 09, Oficina 502
www.penajaramillo.com E-mail: defensorsbs@pgabogados.com

POR ACUERDO ENTRE LAS PARTES Y CONFORME AL ARTICULO 1066 DEL CODIGO DE COMERCIO, EL TOMADOR DE ESTA POLIZA SE OBLIGA A EFECTUAR EL PAGO DE LA PRIMA. 
LA MORA EN EL PAGO DE LA PRIMA PRODUCIRA LA TERMINACION AUTOMATICA DEL PRESENTE CONTRATO; ESTA TERMINACION NO REQUIERE AVISO PREVIO POR PARTE DE SBS SEGUROS COLOMBIA 
S.A. ADICIONALMENTE, EN AQUELLOS EVENTOS EN QUE EL PAGO DE LA PRIMA SE HAYA EFECTUADO MEDIANTE FINANCIACION OTORGADA POR SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. O POR TERCEROS, EL 
TOMADOR Y/O ASEGURADO AUTORIZA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A. Y ESTA SE RESERVA LA FACULTAD, PARA DAR POR TERMINADO EL PRESENTE CONTRATO UNILATERALMENTE, POR EL NO PAGO 
OPORTUNO DE CUALQUIERA DE LAS CUOTAS FINANCIADAS. 
EL TOMADOR, ASEGURADO, AFIANZADO O BENEFICIARIO DEL PRESENTE CONTRATO DE SEGURO, SEGÚN SEA EL CASO, SEA ESTE PERSONA NATURAL O JURIDICA, ESTARA OBLIGADO A MANTENER 
ACTUALIZADA LA INFORMACION SOLICITADA EN RAZON AL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR BASICA JURIDICA EMITIDA POR LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA, SOBRE PREVENCION AL LAVADO DE 
ACTIVOS Y FINANCIACION DEL TERRORISMO. 
LO ANTERIOR, COMPRENDE LA OBLIGACION DE REPORTAR POR LO MENOS UNA VEZ AL AÑO, LOS CAMBIOS QUE SE HAYAN GENERADO EN RELACION CON LAS DECLARACIONES E INFORMACIONES 
INICIALMENTE REPORTADAS. PARA TAL EFECTO SOLICITARA A SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., EL FORMULARIO CORRESPONDIENTE Y EN ÉL ACTUALIZARAN LAS MODIFICACIONES PRESENTADAS.

Dirección de la Compañía para Notificaciones
Av. Carrera 9 #101- 67 Piso 7 Bogotá, Colombia

Línea Nacional 018000911360

ASEGURADO

SBS SEGUROS COLOMBIA S.A.

______________________________
Firma Autorizada

**POR SOLICITUD DEL CLIENTE SE REALIZA INCLUSION DELO VEHICULO DE PLACAS SAV737 APARTIR DEL 15/07/2019**

El deducible establecido para el amparo de R.C.E y/o R.C.C. en la carátula de la póliza se mantendrá siempre y cuando el accidente de tránsito sea 
reportado 

Hasta 60 días calendarios deducible 20% mínimo 6 SMMLV
Hasta 90 días calendarios deducible 30% mínimo 10 SMMLV
Más de 90 días calendarios deducible 50% mínimo 20 SMMLV
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POLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL PARA EMPRESAS DE TRANSPORTE 

TERRESTRE AUTOMOTOR DE PASAJEROS 
 

SBS SEGUROS COLOMBIA S.A, que en 
adelante se denominará “SBS COLOMBIA” en 
consideración a los datos contenidos en el 
“cuadro de declaraciones”, anexo que forma 
parte integrante de este contrato, y a las 
declaraciones del tomador contenidas en la 
solicitud de este seguro, las cuales se 
entienden incorporadas al mismo, ha convenido 
con la empresa asegurada cuyo nombre figura 
como “asegurado” en el mencionado cuadro, 
en celebrar el contrato de seguro contenido en 
las siguientes condiciones: 

 
CLÁUSULA 1. - OBJETO DEL 
SEGURO. 

 
1.1. EL PRESENTE CONTRATO DE 
SEGURO TIENE POR OBJETO INDEMNIZAR 
O REEMBOLSAR AL ASEGURADO LAS 
SUMAS POR LAS CUALES SEA 
CIVILMENTE RESPONSABLE, MEDIANTE 
SENTENCIA JUDICIAL DEBIDAMENTE 
EJECUTORIADA O MEDIANTE ACUERDO O 
TRANSACCIÓN AUTORIZADA DE MODO 
EXPRESO POR SBS COLOMBIA, POR 
HECHOS EN QUE INCURRA EL 
ASEGURADO A CONSECUENCIA DE UN 
ACCIDENTE O SERIE DE ACCIDENTES 
EMANADOS DE UN SOLO EVENTO SÚBITO 
E IMPREVISTO OCASIONADO  CON EL 
VEHÍCULO, DURANTE LA VIGENCIA DE 
ESTE SEGURO, QUE CONSTITUYA  
RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL EN CABEZA DEL 
ASEGURADO, SEGÚN APAREZCA 
CLARAMENTE DETERMINADO EN EL 
“CUADRO DE DECLARACIONES” DE LA 
PRESENTE PÓLIZA, DERIVADA DEL  
TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR 
DE PASAJEROS, DE ACUERDO CON LO 
ESTIPULADO EN LAS DISPOSICIONES 
LEGALES VIGENTES EN LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA, ASÍ: 

 

1.1.1. RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL: 

MUERTE, LESIONES PERSONALES Y/O 
DAÑOS EN LOS BIENES MATERIALES 

CAUSADOS A TERCEROS NO 
TRANSPORTADOS. 

 
1.2. EL PRESENTE SEGURO GARANTIZA 
EL PAGO DE LAS COSTAS JUDICIALES Y 
HONORARIOS DEL ABOGADO 
DESIGNADO POR SBS COLOMBIA, 
DEFENSOR DEL ASEGURADO Y DE LA 
VÍCTIMA. EN ESTE ÚLTIMO CASO 
SIEMPRE QUE EL PAGO FUERE 
IMPUESTO AL ASEGURADO POR 
SENTENCIA JUDICIAL FIRME O MEDIANTE 
TRANSACCIÓN JUDICIAL O 
EXTRAJUDICIAL, TENIENDO EN CUENTA 
LOS SIGUIENTES TÉRMINOS: 

 
1.2.1. EN PROPORCIÓN A LA SUMA 
ASEGURADA ANOTADA EN EL CUADRO 
DE DECLARACIONES DE ESTA PÓLIZA Y 
LA DIFERENCIA ENTRE ESTE VALOR Y LA 
CUANTÍA DE LA CUAL EL ASEGURADO 
SEA CIVILMENTE RESPONSABLE EN LOS 
TÉRMINOS DEL PUNTO 1.1. DE ESTA 
CONDICIÓN, EN LOS CASOS EN QUE LAS 
COSTAS Y LOS HONORARIOS FUEREN 
DEBIDOS: 

 
1.2.1.1. AL ABOGADO DE LA VÍCTIMA. 

 
1.2.1.2. AL ABOGADO DEL ASEGURADO 
DESIGNADO POR SBS COLOMBIA Y 
ACEPTADO POR EL MISMO. 

 
1.2.1.3. AL ABOGADO DESIGNADO POR 
EL PROPIO ASEGURADO CON PREVIA Y 
EXPRESA AUTORIZACIÓN DE SBS 
COLOMBIA. 

 
1.2.2. LOS HONORARIOS DE LOS 
ABOGADOS SERÁN ÍNTEGRAMENTE POR 
CUENTA DE CADA UNA DE LAS PARTES, 
SBS COLOMBIA Y EL ASEGURADO 
CUANDO CADA UNO DESIGNE A SU 
ABOGADO. 

 
CLÁUSULA 2. - RIESGOS 
CUBIERTOS. 

 
SE CONSIDERA RIESGO CUBIERTO LA 



 

2  

RESPONSABILIDAD CIVIL DEL 
ASEGURADO, DE ACUERDO CON LO 
PREVISTO EN LA CONDICIÓN 1, 
ENTENDIÉNDOSE: 

 
POR ASEGURADO: 
INDISTINTAMENTE, AL PROPIETARIO DEL 
VEHÍCULO ASEGURADO, AL EMPRESARIO 
DEL TRANSPORTE Y/O AL CONDUCTOR 
DEL VEHÍCULO  DEBIDAMENTE 
AUTORIZADO. 

 
VEHÍCULO  ASEGURADO: 
EL DESCRITO EN EL “CUADRO DE 
DECLARACIONES” DE LA PRESENTE 
PÓLIZA, EXCLUYENDO LA CARGA 
TRANSPORTADA EN DICHO VEHÍCULO. 

 
LOS RIESGOS NOMBRADOS EN EL SUB- 
NUMERAL 1.1.1. DEL NUMERAL 1.1. DE LA 
CONDICIÓN 1. - OBJETO DEL SEGURO, SE 
ENTIENDEN, ASÍ: 

 
• DAÑOS A BIENES DE TERCEROS 

 
• MUERTE O LESIONES A UNA PERSONA 

 
• MUERTE O LESIONES A DOS O MÁS 

PERSONAS 
 

CUANDO LAS LESIONES PROVENGAN DE 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO TALES 
GASTOS SE RECONOCERÁN EN EXCESO 
DE LOS LÍMITES DE INDEMNIZACIÓN 
AMPARADOS POR LA PÓLIZA DE SEGURO 
OBLIGATORIO DE ACCIDENTES DE 
TRÁNSITO “SOAT” QUE SEGÚN LA LEY 
DEBE TENER PERMANENTEMENTE 
VIGENTE TODO VEHÍCULO  AUTOMOTOR. 
 
PARÁGRAFO (1): PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN POR MUERTE. 

 
SERÁN BENEFICIARIOS DE LA 
INDEMNIZACIÓN POR MUERTE LOS 
SEÑALADOS POR LA LEY APLICABLE A LA 
VÍCTIMA. 
 
2.1 AMPAROS ADICIONALES 
 
2.1.1 AMPARO DE PROTECCIÓN 
PATRIMONIAL 
 
SBS COLOMBIA CON SUJECIÓN A LAS 
COBERTURAS CONTRATADAS EN EL 
PRESENTE CONTRATO, Y A LAS 

CONDICIONES Y DEDUCIBLES 
ACORDADOS INDEMNIZARA LOS 
PERJUICIOS EN QUE DE ACUERDO CON LA 
LEY Y POR RAZÓN DE LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL INCURRA EL 
ASEGURADO O CONDUCTOR 
AUTORIZADO, A CONSECUENCIA DE UN 
HECHO ACCIDENTAL OCASIONADO CON EL 
VEHÍCULO AMPARADO BAJO ESTA PÓLIZA, 
CUANDO SE DESATIENDA LAS SEÑALES O 
NORMAS REGLAMENTARIAS DE TRÁNSITO, 
O CUANDO SE ENCUENTRE BAJO 
EFECTOS DE BEBIDAS EMBRIAGANTES, 
DROGAS TÓXICAS, HEROICAS O 
ALUCINÓGENAS.   

 
QUEDA ENTENDIDO QUE ESTE AMPARO NO 
EXIME DE RESPONSABILIDAD AL 
CONDUCTOR AUTORIZADO A  MENOS QUE 
SE TRATE DEL ASEGURADO, SUS 
PARIENTES, EN LÍNEA DIRECTA O 
COLATERAL, HASTA EL SEGUNDO GRADO 
DE CONSANGUINIDAD, SEGUNDO DE 
AFINIDAD O PRIMERO CIVIL, O SU 
CÓNYUGE NO DIVORCIADO, POR LO CUAL 
SBS COLOMBIA  PODRÁ SUBROGARSE 
CONTRA EL CONDUCTOR HASTA POR LA 
TOTALIDAD DE LA INDEMNIZACIÓN 
PAGADA, EN TODOS LOS DERECHOS DEL 
ASEGURADO 
 
2.1.2 ASISTENCIA JURÍDICA EN PROCESO 
PENAL 
 
SBS COLOMBIA  SE OBLIGA A INDEMNIZAR, 
LOS GASTOS POR CONCEPTO DE 
HONORARIOS AL ABOGADO DESIGNADO 
POR SBS COLOMBIA QUE LO APODERE EN 
EL PROCESO PENAL QUE SE INICIE COMO 
CONSECUENCIA DIRECTA Y EXCLUSIVA DE 
DAÑOS A BIENES DE TERCEROS, LESIONES 
PERSONALES Y/O DE HOMICIDIO EN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO, CAUSADOS POR 
EL ASEGURADO Y/O POR EL CONDUCTOR 
AUTORIZADO CON EL VEHÍCULO DESCRITO 
EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA Y/O EN LAS 
CONDICIONES PARTICULARES DE LA 
PRESENTE PÓLIZA Y DURANTE SU 
VIGENCIA. 
 
LOS VALORES SE RECONOCERAN DE 
ACUERDO A CADA ACTUACIÓN COMO SE 
RELACIONAN A CONTINUACIÓN: 
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2.1.3 ASISTENCIA JURÍDICA EN PROCESO 
CIVIL 
 
SBS COLOMBIA  SE OBLIGA A INDEMNIZAR, 
LOS GASTOS POR CONCEPTO DE 
HONORARIOS AL ABOGADO DESIGNADO 
POR SBS COLOMBIA QUE LO APODERE EN 
EL PROCESO CIVIL Y/O ADMINISTRATIVO 
QUE SE INICIE COMO CONSECUENCIA 
DIRECTA Y EXCLUSIVA DE DAÑOS A BIENES 
DE TERCEROS, LESIONES PERSONALES 
Y/O DE HOMICIDIO EN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO, CAUSADOS POR EL 
ASEGURADO Y/O POR EL CONDUCTOR 
AUTORIZADO CON EL VEHÍCULO DESCRITO 
EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA Y/O EN LAS 
CONDICIONES PARTICULARES DE LA 
PRESENTE PÓLIZA Y DURANTE SU 
VIGENCIA. 
 
LOS VALORES SE RECONOCERAN DE 
ACUERDO A CADA ACTUACIÓN COMO SE 
RELACIONAN A CONTINUACIÓN: 
 

 
 
** El pago correspondiente al 25% derivado de 
la sentencia en firme, debe incluir una gestión 
de cobro de las Costas del Proceso cuando la 
sentencia hubiere salido a favor de SBS 
COLOMBIA. Lo anterior implica que el abogado 
debe informar su solicitud al demandante 
condenado al pago de tales sumas. Esto sólo 
implica una gestión extrajudicial, no incluye 
cobro mediante conciliación ni el inicio de un 
proceso ejecutivo. 

2.1.4 RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL EN EXCESO 

PARA QUE EL PRESENTE AMPARO SE 
ENTIENDA OTORGADO, EL ASEGURADO 
DEBERÁ HABER CONTRATADO CON SBS 
COLOMBIA LA COBERTURA PRIMARIA DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL Y EL MISMO 
DEBERÁ CONSTAR EXPRESAMENTE 
OTORGADO EN LA CARATULA DE LA 
PÓLIZA. 

SBS COLOMBIA SE COMPROMETE A 
PAGAR AL ASEGURADO, EL VALOR 
INDICADO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA, 
EL CUÁL OPERARÁ EN EXCESO DE LA 
SUMA ASEGURADA PARA LA COBERTURA 
DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL BAJO LAS MISMAS 
CONDICIONES DEL AMPARO DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL DESCRITAS EN EL 
NUMERAL 1.1.  ESTE VALOR SE 
ENTENDERÁ REDUCIDO EN EL MONTO DE 
LA INDEMNIZACIÓN PAGADA POR SBS 
COLOMBIA BAJO LA COBERTURA 
PRIMARIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL, Y NO PODRÁ 
REESTABLECERSE. 

EL PRESENTE AMPARO SÓLO SE 
OTORGARÁ PARA EL VEHÍCULO 
ASEGURADO DESCRITO EN LA CARÁTULA 
DE LA PÓLIZA 
 
2.1.5  AMPARO ADICIONAL DE ASISTENCIA 
LEGAL 
 
MEDIANTE EL PRESENTE AMPARO 
ADICIONAL, SBS COLOMBIA PRESTARÁ 
LOS SERVICIOS ADICIONALES DE 
ASISTENCIA QUE A CONTINUACIÓN SE 
RELACIONAN, LOS CUALES SERÁN 
PRESTADOS POR  LA COMPAÑÍA DE 
ASISTENCIA, A LOS ASEGURADOS QUE 
HAYAN CONTRATADO EL MENCIONADO 
AMPARO SIEMPRE Y CUANDO  ASÍ 
APAREZCAN EN LA CARÁTULA DE LA 
PÓLIZA Y/O EN LAS CONDICIONES 
PARTICULARES DE LA PÓLIZA. . LA 
COMPAÑÍA DE ASISTENCIA GARANTIZA LA 
PUESTA A DISPOSICIÓN DEL ASEGURADO 
DE UNA AYUDA DE FORMA DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN EL 
MOMENTO QUE ÉSTE SE ENCUENTRE EN 
DIFICULTADES COMO CONSECUENCIA DE 

Actuación LESIONES HOMICIDIO 

Diligencia Acompañamiento 

Versión Libre

Audiencias de Conciliación Fiscalía 30   SDLMV 40  SDLMV

Audiencia de Imputación 40  SDLMV 55  SDLMV

Audiencia de Acusación 1  SMLMV 35  SDLMV

Audiencia Preparatoria 50  SDLMV 65  SDLMV

Juicio Oral 50  SDLMV 70  SDLMV

Segunda Instancia 50  SDLMV 70  SDLMV

Incidente Reparación Integral 2   SMLMV 3   SMLMV

45 SDMLV 50 SDMLV

Actuación VALOR

Audiencias de Conciliación Ley 640 de 2001 en representación del 

asegurado o de AIG 
1 SMLMV

Procesos Judiciales* 8 SMLMV

* Procesos Judiciales serán pagados de la siguiente forma

Contestación demanda 50%

Alegatos de Conclusión 25%

Sentencia en firme y gestión en cobro de costas cuando proceda** 25%

Sentencia anticipada en firme 50%

Terminación anticipada antes de alegatos 30%

Terminación anticipada después de alegatos 5%
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UN EVENTO FORTUITO, SÚBITO E 
IMPREVISTO DE ACUERDO CON LOS 
TÉRMINOS Y CONDICIONES 
CONSIGNADOS POR LOS HECHOS 
DERIVADOS DE AQUELLO ESPECIFICADO 
PARA CADA SERVICIO DE ASISTENCIA.  
 
ANTES DE PROCEDER A DEFINIR EL 
SERVICIO DE ASISTENCIA, QUEDA 
ENTENDIDO QUE LA OBLIGACIÓN DE SBS 
COLOMBIA ES DE INDEMNIZACIÓN. POR 
CONSIGUIENTE Y TENIENDO EN 
CONSIDERACIÓN LO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1110 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, SBS COLOMBIS PODRÁ 
INDEMNIZAR A SU DISCRESIÓN EN 
DINERO, REPOSICIÓN O REPARACIÓN. EL 
PAGO DE REPOSICIÓN QUE SBS 
COLOMBIA PRESTARÁ MEDIANTE EL 
PRESENTE ANEXO DE ASISTENCIA SERÁ 
POR INTERMEDIO DE LA COMPAÑÍA DE 
ASISTENCIA CUYA RAZÓN SOCIAL, 
DIRECCIONES Y TELEFÓNO  SE 
INFORMARÁN EN LA CARÁTULA DE LA 
PÓLIZA Y/O EN LAS CONDICIONES 
PARTICULARES. 

 
2.1.5.1 ASISTENCIA JURÍDICA TELEFÓNICA 
 
EN EL EVENTO DE OCURRENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO DESCRITO EN LA CARÁTULA 
DE LA PÓLIZA SBS COLOMBIA, A TRAVÉS 
DE LA COMPAÑÍA DE ASISTENCIA, 
PROCEDERÁ A CONTACTAR 
TELEFÓNICAMENTE A UNO DE LOS 
ABOGADOS DE TURNO, QUIEN BRINDARÁ 
EL SERVICIO DE ORIENTACIÓN, ASESORÍA 
LEGAL Y EVALUARÁ EL EVENTO, 
CONSIDERANDO LOS DAÑOS DE LOS 
VEHÍCULOS, LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
IMPLICADOS Y SI AMERITA, O NO LA 
PRESENCIA DE UN ABOGADO. LA 
COMPAÑÍA DE ASISTENCIA NO SE HACE 
RESPONSABLE DE LAS ACCIONES 
EMPRENDIDAS O DEJADAS DE 
EMPRENDER POR EL ASEGURADO O SUS 
BENEFICIARIOS CON OCASIÓN DE LA 
ASESORÍA TELEFÓNICA RECIBIDA. 

 
2.1.5.2 ASISTENCIA JURÍDICA IN SITU, EN 
CASO DE CHOQUE SIMPLE 
 
EN EL EVENTO DE OCURRENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO DESCRITO EN LA CARATULA 

DE LA PÓLIZA QUE NO INVOLUCRE 
PERSONAS FALLECIDAS O LESIONADAS, 
SBS COLOMBIA,  EVALUARÁ EL EVENTO 
CONSIDERANDO LOS DAÑOS DE LOS 
VEHÍCULOS INVOLUCRADOS Y LA 
RESPONSABILIDAD DE LOS 
CONDUCTORES Y  DETERMINARÁ SI ES 
INDISPENSABLE LA PRESENCIA DE UN 
ABOGADO EN EL LUGAR DEL ACCIDENTE, 
PARA LO CUAL ESTE SE DESPLAZARÁ EN 
EL MENOR TIEMPO POSIBLE AL SITIO PARA 
BRINDAR  LA ASESORÍA AL ASEGURADO Y 
SE ENCARGARÁ DE VIGILAR LA 
ELABORACIÓN DEL INFORME DE 
ACCIDENTE Y DE LA CITACIÓN A 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, TOMARÁ 
LOS DATOS DE LOS TESTIGOS Y 
PROCURARÁ INCLUIRLOS EN EL MISMO. 
 
DE LO CONTRARIO, SI SBS COLOMBIA, A 
TRAVÉS DE LA COMPAÑÍA DE ASISTENCIA 
CONSIDERA QUE LAS CIRCUNSTANCIAS 
QUE SE DERIVAN DEL ACCIDENTE NO 
REQUIEREN LA PRESENCIA DE UN 
ABOGADO EN SITIO, OFRECERÁ AL 
CONDUCTOR AUTORIZADO LA ASESORÍA 
LEGAL Y ORIENTACIÓN QUE REQUIERA DE 
MANERA TELEFÓNICA. 
 

EXCLUSIONES: SE EXCLUYEN ZONAS 
ROJAS Y PUNTO EN LOS CUALES LAS VÍAS 
DE ACCESO DIFICULTEN LA PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO. ASÍ MISMO, SE EXCLUYEN 
DEL SERVICIO CUALQUIER CONSULTA, 
ASISTENCIA O RECLAMACIÓN EN CONTRA 
DE LOS INTERESES DE SBS COLOMBIA. 
 
2.1.5.3 ASISTENCIA LEGAL IN SITU EN 
CASO DE LESIONES U HOMICIDIO 
 
EN EL EVENTO DE UN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO EN EL QUE SE VEA 
INVOLUCRADO EL VEHÍCULO ASEGURADO 
DESCRITO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA 
Y EN QUE PRESENTEN LESIONADOS DE 
GRAVEDAD O MUERTOS, SBS COLOMBIA, A 
TRAVÉS DE LA COMPAÑÍA DE ASISTENCIA, 
PONDRÁ A DISPOSICIÓN DEL CONDUCTOR 
AUTORIZADO DEL VEHÍCULO ASEGURADO 
UN ABOGADO QUIEN LO ASISTIRÁ EN SITIO 
Y LE BRINDARÁ ACOMPAÑAMIENTO EN LOS 
TRÁMITES QUE SE DERIVEN DEL 
ACCIDENTE TALES COMO LA ELABORACIÓN 
DEL INFORME DEL ACCIDENTE; TRÁMITES 
ANTE MEDICINA LEGAL (PRUEBAS DE 
ALCOHOLEMIA, ALCOHOMETRÍA, 
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ALCOHOLURIA, ALCOHOSENSOR Y 
DROGAS); GESTIONES NECESARIAS PARA 
OBTENER LA LIBERTAD DEL CONDUCTOR Y 
LA ENTREGA PROVISIONAL Y EN DEPÓSITO 
DEL VEHÍCULO; ASISTENCIA LEGAL ANTE 
LA UNIDAD DE REACCIÓN INMEDIATA (URI) 
RESPECTIVA. LA ASISTENCIA CULMINARÁ 
PARA EL ABOGADO QUE ATIENDE EL CASO, 
CUANDO EL FISCAL DE LA URI (UNIDAD DE 
REACCIÓN INMEDIATA) RESUELVA LA 
SITUACIÓN DEL CONDUCTOR ASEGURADO 
Y OBTENGA LA ENTREGA PROVISIONAL 
DEL VEHÍCULO. 
 
2.1.5.4 ASISTENCIA AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN O CONTRAVENCIONAL DE 
TRÁNSITO Y CONCILIACIÓN 
 
EN EL EVENTO DE OCURRENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO EN EL QUE 
PARTICIPE EL VEHÍCULO ASEGURADO 
DESCRITO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA, 
SBS COLOMBIA, A TRAVÉS DE LA 
COMPAÑÍA DE ASISTENCIA, DESIGNARÁ 
UN ABOGADO QUE REPRESENTE LOS 
INTERESES DEL ASEGURADO Y/O 
CONDUCTOR AUTORIZADO Y DE LA 
ASEGURADORA EN EL CENTRO DE 
CONCILIACIÓN SELECCIONADO. EL 
ABOGADO ASISTIRÁ A DOS 
CONCILIACIONES (EN CASO QUE LA 
PRIMERA SEA SUSPENDIDA), Y 
GESTIONARÁ ANTE LA UNIDAD DE 
TRÁNSITO EL CONCEPTO TÉCNICO DEL 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO, SI ESTA 
ACCIÓN ES PERMITIDA EN LA 
REGLAMENTACIÓN QUE PARA EL EFECTO 
DETERMINEN LAS AUTORIDADES 
PERTINENTES.  
 

ESTA COBERTURA SE PRESTA HASTA UN 
MÁXIMO DE DOS (2) AUDIENCIAS POR 
SINIESTRO, DURANTE LA VIGENCIA ANUAL 
DE LA PÓLIZA. 

 
CLÁUSULA 3. - LÍMITE TERRITORIAL 

 
LAS DISPOSICIONES DE ESTE CONTRATO 
DE SEGURO APLICAN SOLO A EVENTOS 
OCURRIDOS DENTRO DEL TERRITORIO 
NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA. 

 
CLÁUSULA 4. - EXCLUSIONES 

 
EL PRESENTE CONTRATO NO CUBRE 

RECLAMACIONES PROVENIENTES DE 
RESPONSABILIDADES POR: 
 
4.1 EXCLUSIONES APLICABLES A TODOS 
LOS AMPAROS 

 
A) DOLO O CULPA GRAVE DEL 
ASEGURADO, SUS REPRESENTANTES 
O AGENTES SALVO QUE SE TRATE DE 
UN CONDUCTOR QUE ESTÉ AL 
SERVICIO DEL PROPIETARIO DEL 
VEHÍCULO ASEGURADO O 
EMPRESARIO DEL TRANSPORTE, EN 
CUYO CASO SBS COLOMBIA O EL 
EMPRESARIO DEL TRANSPORTE, 
PODRÁ SUBROGARSE EN LOS 
DERECHOS Y ACCIONES DEL 
DAMNIFICADO CONTRA EL 
CONDUCTOR HASTA EL IMPORTE 
INDEMNIZADO; 

 
B) HURTO, ROBO O APROPIACIÓN 
INDEBIDA DEL VEHÍCULO 
TRANSPORTADOR; 

 
C) TENTATIVA DEL ASEGURADO, 
SUS REPRESENTANTES Y/O AGENTES 
EN OBTENER BENEFICIOS ILÍCITOS 
DEL SEGURO A QUE ESTE CONTRATO 
SE REFIERE; 

 
D) ACTOS DE HOSTILIDAD DE 
GUERRA, REBELIÓN, INSURRECCIÓN O 
REVOLUCIÓN, CONFISCACIÓN, 
NACIONALIZACIÓN, DESTRUCCIÓN O 
REQUISICIÓN PROVENIENTE DE 
CUALQUIER ACTO DE AUTORIDAD DE 
FACTO O DE DERECHO, CIVIL O MILITAR 
Y EN GENERAL TODO ACTO O 
CONSECUENCIA DE ESOS  HECHOS,  
ASÍ  COMO  TAMBIÉN ACTOS 
PRACTICADOS POR CUALQUIER 
PERSONA ACTUANDO POR PARTE DE, 
O EN RELACIÓN CON, CUALQUIER 
ORGANIZACIÓN CUYAS ACTIVIDADES 
PRETENDAN DERROCAR POR LA 
FUERZA AL GOBIERNO O INSTIGAR A SU 
DERROCAMIENTO POR LA 
PERTURBACIÓN DEL ORDEN POLÍTICO 
O SOCIAL DEL PAÍS, POR MEDIO DE 
ACTOS DE TERRORISMO, GUERRA 
REVOLUCIONARIA, SUBVERSIÓN O 
GUERRILLA, TUMULTO POPULAR, 
HUELGA Y PAROS  PATRONALES 

 
 



 

6  

E) EL PAGO DE LAS MULTAS Y/O 
FIANZAS, LOS RECURSOS CONTRA 
ÉSTAS Y CUALQUIER GASTO 
ORIGINADO POR LAS SANCIONES 
IMPUESTAS AL ASEGURADO POR LAS 
AUTORIDADES COMPETENTES 
AUNQUE ÉSTAS HAYAN SIDO 
IMPUESTAS COMO CONSECUENCIAS 
DE UN HECHO CUBIERTO POR ESTE 
SEGURO 

 
F) DAÑOS CAUSADOS AL 
ASEGURADO, SUS ASCENDIENTES, 
DESCENDIENTES O CÓNYUGE, ASÍ 
COMO CUALQUIER PARIENTE QUE 
CON ÉL RESIDA O QUE DEPENDA 
ECONÓMICAMENTE DE ÉL; 

 
G) DAÑOS CAUSADOS A SOCIOS, O 
A LOS EMPLEADOS Y DEPENDIENTES 
DEL ASEGURADO CON MOTIVO O EN 
OCASIÓN DEL TRABAJO; 

 
H) CONDUCCIÓN DEL VEHÍCULO 
POR EL ASEGURADO, SUS 
DEPENDIENTES O TERCEROS 
AUTORIZADOS POR ÉL, SIN PERMISO 
LEGAL VIGENTE PROPIO PARA EL 
VEHÍCULO ASEGURADO; 

 
I) CUANDO EL VEHÍCULO ESTÉ 
DESTINADO A FINES DISTINTOS DE 
LOS PERMITIDOS; 

 
J) LOS DAÑOS CAUSADOS A 
TERCEROS EN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO LUEGO DEL CUAL EL 
CONDUCTOR DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO SE DÉ A LA FUGA; 

 
K) TERREMOTO, TEMBLOR, 
MOVIMIENTO TELÚRICO, ERUPCIÓN 
VOLCÁNICA, INUNDACIÓN Y HURACÁN; 

 
L) COMPROBACIÓN DE QUE EL 
ASEGURADO O CUALQUIER OTRA 
PERSONA, OBRANDO POR SU 
CUENTA, OBSTACULIZA EL EJERCICIO 
DE LOS DERECHOS DE SBS 
COLOMBIA ESTABLECIDO EN ESTA 
PÓLIZA; 

 
M) DAÑOS OCASIONADOS COMO 
CONSECUENCIA DE CARRERAS, 
DESAFÍOS O COMPETENCIAS DE 
CUALQUIER NATURALEZA EN QUE 

PARTICIPE EL VEHÍCULO ASEGURADO 
O SUS ACTOS PREPARATORIOS; 

 
N) DAÑOS A BIENES DE TERCEROS 
EN PODER DEL ASEGURADO PARA 
GUARDA O CUSTODIA, USO, 
MANIPULACIÓN O EJECUCIÓN DE 
CUALQUIER TRABAJO; 

 
O) DAÑOS A BIENES DE TERCEROS 
EN PODER DEL ASEGURADO PARA SU 
TRANSPORTE, INCLUSO LOS 
EQUIPAJES Y PERTENENCIAS DE LOS 
PASAJEROS EN EL VEHÍCULO 
ASEGURADO; 

 
P) ACCIDENTES OCURRIDOS POR 
EXCESO DE LA CAPACIDAD, O DEL 
VOLUMEN, PESO, DIMENSIÓN DE LA 
CARGA, QUE CONTRAVENGAN 
DISPOSICIONES LEGALES O 
REGLAMENTARIAS, COMO TAMBIÉN 
LOS ACCIDENTES OCURRIDOS POR 
ACONDICIONAMIENTO INADECUADO O 
DEFICIENCIA DE EMBALAJE. 

 
Q) RESPONSABILIDAD ASUMIDA 
POR EL ASEGURADO EN CONTRATOS 
O CONVENCIONES CON TERCEROS, 
QUE NO SEAN DE TRANSPORTE. 

 
R) DAÑOS SUFRIDOS POR 
PERSONAS TRANSPORTADAS, EN 
LUGARES NO ESPECÍFICAMENTE 
DESTINADOS O APROPIADOS A TAL 
FIN. 

 
S) LOS PERJUICIOS CAUSADOS POR 
EL ASEGURADO O CONDUCTOR 
AUTORIZADO EN EL ACCIDENTE POR EL 
VEHICULO ASEGURADO A PASAJEROS 
Y/O OCUPANTES. 
T) DAÑOS QUE OCURRAN EN EL 
TRÁNSITO DEL VEHÍCULO POR 
TRAYECTOS Y/O VÍAS NO 
HABILITADOS, SALVO CASO DE 
FUERZA MAYOR; PERJUICIOS 
ORIGINADOS DIRECTA O 
INDERECTAMENTE DE LESIONES Y 
MUERTES CAUSADOS A 
CONDUCTORES Y/O AYUDANTES 
COMO CONSECUENCIA DE 
ACCIDENTE DERIVADO DEL 
TRANSPORTE, SEGÚN O ANOTADO EN 
LA CONDICIÓN 2. RIESGOS 
CUBIERTOS. 
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U) MUERTE O LESIONES A 
PERSONAS QUE EN EL MOMENTO DEL 
ACCIDENTE SE ENCUENTREN 
REPARANDO O ATENDIENDO EL 
MANTENIMIENTO O SERVICIO DEL 
VEHÍCULO. 

 
V) LOS DAÑOS OCASIONADOS A 
TERCEROS POR EL VEHÍCULO 
ASEGURADO, MIENTRAS ÉSTE SE 
ENCUENTRE DESAPARECIDO POR 
HURTO. 

 
W) LOS PERJUICIOS CAUSADOS POR 
EL ASEGURADO O CONDUCTOR 
AUTORIZADO EN EL ACCIDENTE Y QUE 
SE ENCUENTREN AMPARADOS POR EL 
SOAT, EL FOSYGA, PLANES DE 
MEDICINA PREPAGADA, EPS, ARL O 
CUALQUIER OTRA ENTIDAD QUE HAGA 
PARTE DEL SISTEMA DE SEGURIDAD 
SOCIAL. 

 
X) LOS RIESGOS DE CIRCULACIÓN 
DENTRO DEL RECINTO DE LOS 
PUERTOS MARÍTIMOS Y AEROPUERTOS 
DE LOS VEHÍCULOS DESTINADOS AL 
SERVICIO EXCLUSIVO DE LOS MISMOS, 

 

 PARÁGRAFO: 

EN LOS CASOS DE LAS CLÁUSULAS DE 
EXCLUSIÓN DE LAS LETRAS (H), (J), (T). 
SBS COLOMBIA PAGARÁ LAS 
INDEMNIZACIONES QUE CORRESPONDAN, 
CON SUJECIÓN A LOS VALORES 
ASEGURADOS, REPITIÉNDOSE POR LOS 
MONTOS RESPECTIVOS EN CONTRA DE 
LOS CONDUCTORES DEL ASEGURADO Y/O 
TODOS LOS QUE CIVILMENTE SEAN 
RESPONSABLES DEL DAÑO, 
SUBROGÁNDOSE EN LAS ACCIONES Y 
DERECHOS DEL INDEMNIZADO. 

 

4.2 EXCLUSIONES ADICIONALES 
APLICABLES AL AMPARO DE ASISTENCIA 
LEGAL 
 
ADEMÁS DE LAS EXCLUSIONES 
ESPECÍFICAS INDICADAS EN ALGUNAS DE 
LAS COBERTURAS, MEDIANTE EL 
PRESENTE CONDICIONADO SBS COLOMBIA 
NO DARÁ COBERTURA, BAJO NINGUNA 
CIRCUNSTANCIA EN LOS SIGUIENTES 
CASOS:  

A) LOS SERVICIOS QUE EL ASEGURADO 
Y/O CONDUCTOR AUTORIZADO HAYA 
CONCERTADO POR SU CUENTA SIN EL 
PREVIO CONSENTIMIENTO Y 
AUTORIZACIÓN. 

 
B) LOS SERVICIOS ADICIONALES QUE EL 
ASEGURADO Y/O CONDUCTOR HAYA 
CONTRATADO DIRECTAMENTE CON EL 
TÉCNICO ESPECIALISTA REPARADOR BAJO 
SU CUENTA Y RIESGO.  
 
C) DAÑOS CAUSADOS POR MALA FE DEL 
ASEGURADO Y/O CONDUCTOR 
AUTORIZADO.  
 

D) LOS FENÓMENOS DE LA NATURALEZA 
DE CARÁCTER CATASTRÓFICO TALES 
COMO INUNDACIONES, TERREMOTO, 
MAREMOTO, GRANIZO, VIENTOS FUERTES, 
ERUPCIONES VOLCÁNICAS, TEMPESTADES 
CICLÓNICAS, CAÍDAS DE CUERPOS 
SIDERALES Y AEROLITOS.  
 

E) LOS QUE TUVIESEN ORIGEN O FUERAN 
UNA CONSECUENCIA DIRECTA O 
INDIRECTA DE GUERRA, GUERRA CIVIL, 
CONFLICTOS ARMADOS, SUBLEVACIÓN, 
REBELIÓN, SEDICIÓN, ACTOS MAL 
INTENCIONADOS DE TERCEROS, MOTÍN, 
HUELGA, DESORDEN POPULAR, 
TERRORISMO Y OTROS HECHOS QUE 
ALTEREN LA SEGURIDAD INTERIOR DEL 
ESTADO O EL ORDEN PÚBLICO.  
 

F) HECHOS O ACTUACIONES DE LAS 
FUERZAS ARMADAS O DE CUERPOS DE 
SEGURIDAD.  

G) LOS DERIVADOS DE LA ENERGÍA 
NUCLEAR RADIACTIVA. 

 
CLÁUSULA 5. - SUMAS ASEGURADAS Y 

LÍMITES MÁXIMOS DE 
RESPONSABILIDAD. 

 
5.1. El monto o valor asegurado por 
cada riesgo amparado es la suma 
equivalente en salarios mínimos mensuales 
legales vigentes al momento del siniestro o 
accidente. 
La designación de más de un asegurado en el 
“cuadro de declaraciones” de las condiciones 
particulares de la póliza no multiplican ni 
aumentan el valor asegurado bajo la misma, 
ni de responsabilidad de la compañía. 
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5.1.1 para daños a bienes de tercero suma 
máxima indemnizable señalada en el “cuadro 
de declaraciones” de las condiciones 
particulares de la póliza para reparar o 
reponer los daños o la perdida material de 
bienes de terceros ocasionados por el 
vehículos asegurado, excluyendo cualquier 
valor sentimental, moral, histórico, artístico o 
cualquier otro de esta índole 
 
5.1.2 Para lesiones y/o muerte a una 
persona cifra que se muestra en el “cuadro 
de declaraciones” de las condiciones 
particulares de esta póliza con el único objeto 
de determinar la suma máxima indemnizable 
por lesiones y/o muerte accidental, súbita e 
imprevista, causada por el vehículo 
asegurado a una tercera persona. 
 
5.1.3 Para lesiones y/o muerte a dos o 
más personas. Suma máxima indemnizable 
señalada en el “cuadro de declaraciones” de 
las condiciones particulares de la póliza por 
lesiones y/o muerte accidental, súbita e 
imprevista causada por el vehículos 
asegurado a dos o más personas en un 
mismo evento, sin que exceda la suma 
máxima indemnizable que se indique en el 
cuadro antes mencionado para una de ellas 
esta cobertura operará en exceso de las 
indemnizaciones correspondientes a los 
gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y 
hospitalarios y a los gastos funerarios del 
seguro de daños corporales causadas a las 
personas en accidentes de tránsito "SOAT". 

 
5.2. No obstante la determinación de los 
valores previstos en el   numeral 5.1. De 
esta condición, podrán ser convenidos entre 
el asegurado y SBS Colombia, los cuales 
pasarán a constituir los límites máximos de 
responsabilidad asumida por SBS Colombia 
por vehículo y por evento. 

 
CLÁUSULA 6. - PAGO DE LA PRIMA 

 
Para lo concerniente al pago de la prima y la 
misma terminación automática del seguro 
por falta de pago, nos acogeremos al tenor 
de los Artículos 1066 y 1068 del Código de 
Comercio Colombiano. 

 
CLÁUSULA 7. - PERJUICIOS NO 
INDEMNIZABLES. 
 
Además de las exclusiones previstas en esta 

póliza tampoco serán indemnizadas las 
reclamaciones resultantes de: 

 
A) Reconocimiento de culpabilidad o de 
derechos de indemnización o realización de 
transacciones de cualquier especie que 
formalice el asegurado sin autorización escrita 
de SBS Colombia; 

 
B) Una contrademanda que sea 
consecuencia de haber iniciado el asegurado 
juicio por daños y perjuicios originados por un 
hecho cubierto por esta póliza, sin haber 
obtenido previamente el consentimiento por 
escrito de SBS Colombia. 

 
CLÁUSULA 8. - OBLIGACIONES DEL 
ASEGURADO 

 
8.1. Al ocurrir algún siniestro cubierto por 
esta póliza, el asegurado o el conductor se 
obligan a cumplir las siguientes disposiciones: 

 
A) Dar aviso del siniestro a SBS Colombia, 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a 
la fecha de ocurrencia del hecho, salvo caso 
de fuerza mayor justificado. 

 
B) Entregar a SBS Colombia o a su 
representante local dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes a la fecha de recibido de 
cualquier reclamación, notificación, carta o 
documento que recibiere en relación con el 
hecho (siniestro). 

 
8.2. CONSERVACIÓN DE VEHÍCULOS. 

 
El asegurado está obligado a mantener el 
vehículo en buen estado de funcionamiento y 
conservación cumpliendo con las normativas 
y disposiciones del ministerio de transporte o 
en su defecto la entidad que regule el 
vehículo descrito en esta póliza 

 
8.3. MODIFICACIONES AL RIESGO. 

 
8.3.1. El asegurado se obliga a comunicar 
dentro del término estipulado en el artículo no. 
1060 del Código de comercio colombiano, por 
escrito, a SBS Colombia, cualquier hecho o 
alteración de importancia del vehículo 
cubierto por esta póliza, tales como: 
 
A) Alteraciones en las características 

técnicas del propio vehículo o en el uso 
del mismo: 
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B) Alteraciones en el interés del 

asegurado sobre el vehículo. 
 

8.3.1.1. En cualquier caso la responsabilidad 
de SBS Colombia solamente subsistirá si 
ella aprueba expresamente las alteraciones 
que le fueren comunicadas de inmediato, 
efectuando en la póliza las necesarias 
modificaciones, mediante la expedición de un 
anexo a la misma. 

 
Si SBS Colombia no manifestare dentro de 
los quince (15) días siguientes, a la fecha de 
recibo de la notificación de la modificación, 
su inconformidad, con las alteraciones 
comunicadas, tales modificaciones se 
considerarán como aceptadas y cubiertas por 
esta póliza. 

 
8.4. OTRAS  OBLIGACIONES. 

 
8.4.1. El asegurado está obligado a 
comunicar a SBS Colombia la contratación o  
cancelación de cualquier otro seguro, que 
cubra los mismos riesgos previstos en esta 
póliza con relación al mismo vehículo. 

 
8.4.2. Dar aviso inmediato del siniestro a 
las autoridades públicas competentes. 

 
8.4.3. Si SBS Colombia o su 
representante asume la defensa del 
asegurado en las acciones de indemnización 
que promuevan los damnificados, el 
asegurado está obligado a otorgar los 
poderes o mandatos que le sean solicitados, 
poniendo a disposición de SBS Colombia 
todos los datos y antecedentes que habiliten 
la más eficaz defensa; todo ello dentro de 
los plazos que fijen las leyes procesales 
respectivas, 

 
8.4.4. Apoyar, con todos los medios a su 
alcance, las gestiones que SBS Colombia o 
su representante realice por vía judicial o 
extrajudicial. 
 
CLÁUSULA 9. - LIQUIDACIÓN DE 
SINIESTROS. 

 

La liquidación de cualquier siniestro cubierto 
por este contrato se regirá según las 
siguientes reglas: 

 
A) Establecida la responsabilidad civil del 

asegurado, en los términos de la condición 1 
objeto del seguro, SBS Colombia indemnizará 
o reembolsará los perjuicios que el asegurado 
estuviere obligado a pagar, observados los 
límites de responsabilidad asegurados y 
fijados en el “cuadro de declaraciones” de 
esta póliza; 

 
B) Cualquier convenio, transacción o acuerdo 
judicial extrajudicial con el tercero 
damnificado, sus beneficiarios o herederos, 
sólo obligará a SBS Colombia, si ésta da su 
aprobación previa, por escrito; 

 
C) Interpuesta cualquier acción civil o penal, el 
asegurado deberá dar inmediato aviso a SBS 
Colombia, nombrando de acuerdo con ella, 
los abogados de la defensa para la acción civil; 
 
D) Aunque no figure en la acción civil, SBS 
Colombia dará instrucciones para la defensa, 
interviniendo directamente en la misma, si lo 
estima conveniente en calidad de tercero. 

 
E) Si la responsabilidad del siniestro 
corresponde, total o parcialmente, al 
asegurado y las reclamaciones formuladas a 
éste, excediesen o pudiesen exceder del 
monto o valor asegurado disponible del 
seguro, SBS Colombia no podrá realizar 
ningún arreglo judicial o extrajudicial, sin la 
conformidad del asegurado, por escrito. 

No obstante, SBS Colombia podrá hacer 
frente al reclamo hasta el nivel de la suma 
asegurada, debiendo dejar constancia que 
ello no compromete la responsabilidad del 
asegurado, ni reconoce los hechos o el 
derecho del tercero 

 
CLÁUSULA 10. - VIGENCIA Y 
CANCELACIÓN DE ESTA PÓLIZA 

 

El presente contrato tendrá vigencia de hasta 
un año; solamente podrá ser cancelado o 
revocado, total o parcialmente, exceptuando 
los casos previstos por la ley, por acuerdo 
entre las partes contratantes, observando las 
estipulaciones contenidas en el artículo 1071 
del código de comercio colombiano, que se 
resumen así: 

 
A) Si la revocación es a petición del 
asegurado, SBS Colombia retendrá la prima 
calculada de acuerdo con la tabla para los 
plazos cortos. 
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B) Si la revocación es por iniciativa de SBS 
Colombia, ésta retendrá de la prima recibida, 
la parte proporcional, a prorrata, por el 
tiempo corrido. 
 

 
CLÁUSULA 11. - SUBROGACIÓN DE 
DERECHOS 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
1096 del código de comercio colombiano, 
SBS Colombia se subrogará hasta el límite 
del pago que efectué, en todos los derechos 
y acciones que tenga el asegurado contra 
terceros, por motivo del siniestro, así como 
los que correspondan en las hipótesis 
contempladas en el parágrafo de la 
condición 4 de esta póliza. 

 
CLÁUSULA 12. PRESCRIPCIÓN 

 
Toda acción de indemnización prescribe en 
los plazos y en las formas que dispone el 
artículo 1131 del código de comercio 
Colombiano. 

 
CLÁUSULA 13. DISPOSICIONES 
LEGALES. 

 
La presente póliza es ley entre las partes 
pero, en las materias y asuntos no previstos 
y resueltos en este contrato, tendrán 
aplicación las disposiciones contenidas en 
las leyes de la república de Colombia. 

 
 CLÁUSULA 14.  DOMICILIO 
 
Sin perjuicio de las disposiciones procesales, 
para los efectos relacionados con el presente 
contrato se fija como domicilio de las partes la 
ciudad de Bogotá, en la república de Colombia. 



 

 

 

 

POLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL PARA 
EMPRESAS DE TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR 

DE PASAJEROS 
 
 

SBS SEGUROS COLOMBIA S.A., que en 
adelante se denominará “SBS COLOMBIA”, en 
consideración a los datos contenidos en el 
“cuadro de declaraciones”, anexo que forma 
parte integrante de este contrato, y a las 
declaraciones del tomador contenidas en la 
solicitud de este seguro, las cuales se 
entienden incorporadas al mismo, ha convenido 
con la empresa asegurada cuyo nombre figura 
como “asegurado” en el mencionado cuadro, 
en celebrar el contrato de seguro contenido en 
las siguientes condiciones: 

 
CLÁUSULA 1. - OBJETO DEL 
SEGURO. 

 
1.1. EL PRESENTE CONTRATO DE 
SEGURO TIENE POR OBJETO INDEMNIZAR 
O REEMBOLSAR AL ASEGURADO LAS 
SUMAS POR LAS CUALES SEA 
CIVILMENTE RESPONSABLE, MEDIANTE 
SENTENCIA JUDICIAL DEBIDAMENTE 
EJECUTORIADA O MEDIANTE ACUERDO O 
TRANSACCIÓN AUTORIZADA DE MODO 
EXPRESO POR SBS COLOMBIA, POR 
HECHOS ACAECIDOS DURANTE LA 
VIGENCIA DE ESTE SEGURO, EN 
RELACIÓN CON LA RESPONSABILIDAD 
CIVIL CONTRACTUAL, SEGÚN APAREZCA 
CLARAMENTE DETERMINADO EN EL 
“CUADRO DE DECLARACIONES” DE LA 
PRESENTE PÓLIZA, DERIVADA DEL  
TRANSPORTE TERRESTRE AUTOMOTOR 
DE PASAJEROS, DE ACUERDO CON LO 
ESTIPULADO EN LAS DISPOSICIONES 
LEGALES VIGENTES EN LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA, ASÍ: 

 
1.1.1. RESPONSABILIDAD CIVIL 

CONTRACTUAL: 
 

MUERTE, INCAPACIDAD PERMANENTE, 
INCAPACIDAD TEMPORAL Y GASTOS 
MÉDICOS, QUIRÚRGICOS, 
FARMACEÚTICOS Y HOSPITALARIOS, 
CAUSADOS A PASAJEROS, COMO 
CONSECUENCIA DE ACCIDENTE 
DERIVADO DEL TRANSPORTE, SEGÚN LO 

ANOTADO EN LA CONDICIÓN 2. RIESGOS 
CUBIERTOS. 

 
1.2. EL PRESENTE SEGURO GARANTIZA 
EL PAGO DE LAS COSTAS JUDICIALES Y 
HONORARIOS DEL ABOGADO 
DESIGNADO POR SBS COLOMBIA, 
DEFENSOR DEL ASEGURADO Y DE LA 
VÍCTIMA. EN ESTE ÚLTIMO CASO 
SIEMPRE QUE EL PAGO FUERE 
IMPUESTO AL ASEGURADO POR 
SENTENCIA JUDICIAL FIRME O MEDIANTE 
TRANSACCIÓN JUDICIAL O 
EXTRAJUDICIAL, TENIENDO EN CUENTA 
LOS SIGUIENTES TÉRMINOS: 

 
1.2.1. EN PROPORCIÓN A LA SUMA 
ASEGURADA ANOTADA EN EL CUADRO 
DE DECLARACIONES DE ESTA PÓLIZA Y 
LA DIFERENCIA ENTRE ESTE VALOR Y LA 
CUANTÍA DE LA CUAL EL ASEGURADO 
SEA CIVILMENTE RESPONSABLE EN LOS 
TÉRMINOS DEL PUNTO 1.1. DE ESTA 
CONDICIÓN, EN LOS CASOS EN QUE LAS 
COSTAS Y LOS HONORARIOS FUEREN 
DEBIDOS: 

 
1.2.1.1. AL ABOGADO DE LA VÍCTIMA. 

 
1.2.1.2. AL ABOGADO DEL ASEGURADO 
DESIGNADO POR  SBS COLOMBIA Y 
ACEPTADO POR EL MISMO. 

 
1.2.1.3. AL ABOGADO DESIGNADO POR 
EL PROPIO ASEGURADO CON PREVIA Y 
EXPRESA AUTORIZACIÓN DE SBS 
COLOMBIA. 

 
1.2.2. LOS HONORARIOS DE LOS 
ABOGADOS SERÁN ÍNTEGRAMENTE POR 
CUENTA DE CADA UNA DE LAS PARTES,  
SBS COLOMBIA Y EL ASEGURADO 
CUANDO CADA UNO DESIGNE A SU 
ABOGADO. 

 
 
 
 



 

 

 

 

CLÁUSULA  2. - RIESGOS 
CUBIERTOS. 

 
SE CONSIDERA RIESGO CUBIERTO LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL DEL 
ASEGURADO, DE ACUERDO CON LO 
PREVISTO EN LA CONDICIÓN 1, 
ENTENDIÉNDOSE: 

 
POR PASAJERO: 
A TODA PERSONA TRANSPORTADA QUE 
SEA PORTADORA DE UN PASAJE O 
FIGURE EN LA LISTA DE PASAJEROS 
DEL VEHÍCULO ASEGURADO. 

 
POR ASEGURADO: 
INDISTINTAMENTE, AL PROPIETARIO DEL 
VEHÍCULO ASEGURADO, AL EMPRESARIO 
DEL TRANSPORTE Y/O AL CONDUCTOR 
DEL VEHÍCULO  DEBIDAMENTE 
AUTORIZADO. 

 
VEHÍCULO  ASEGURADO: 
EL DESCRITO EN EL “CUADRO DE 
DECLARACIONES”  DE   LA PRESENTE 
PÓLIZA, EXCLUYENDO LA CARGA 
TRANSPORTADA EN DICHO VEHÍCULO. 

 
LOS RIESGOS NOMBRADOS EN EL SUB- 
NUMERAL 1.1.1. DEL NUMERAL 1.1. DE LA 
CONDICIÓN 1. - OBJETO DEL SEGURO, SE 
ENTIENDEN, ASÍ: 

 
• MUERTE. 

CUANDO SEA CONSECUENCIA DE 
ACCIDENTE DEL VEHÍCULO 
TRANSPORTADOR Y SE PRODUZCA 
DENTRO DE LOS 180 DÍAS SIGUIENTES 
A LA OCURRENCIA DE ESTE. 

 
• INCAPACIDAD TOTAL Y PERMANENTE. 

ENTENDIDA COMO LA DISMINUCIÓN DE 
LA CAPACIDAD LABORAL QUE PIERDA 
EL PASAJERO COMO CONSECUENCIA 
DE ACCIDENTE DEL VEHÍCULO 
TRANSPORTADOR,  DE ACUERDO AL 
DECRETO 1507 DE 2014 O AL QUE LO 
SUSTITUYA AL MOMENTO DEL 
ACCIDENTE. 

 
• INCAPACIDAD  TEMPORAL 

 
ENTENDIÉNDOSE POR ESTA, AQUELLA 
INCAPACIDAD OCASIONADA POR UN 
ACCIDENTE DEL VEHÍCULO 
TRANSPORTADOR, QUE LE IMPIDA AL 

PASAJERO ACCIDENTADO 
DESEMPEÑAR SUS LABORES 
HABITUALES POR UN TIEMPO 
DETERMINADO. 

 
• GASTOS MÉDICOS, QUIRÚRGICOS, 

FARMACÉUTICOS  Y HOSPITALARIOS. 
 

COMO CONSECUENCIA DE ACCIDENTE 
DEL VEHÍCULO TRANSPORTADOR, SBS 
COLOMBIA PAGARÁ LOS GASTOS 
NECESARIOS PARA LA ATENCIÓN O 
CURACIÓN DE LAS LESIONES O HERIDAS 
SUFRIDAS POR EL PASAJERO CUANDO 
LAS LESIONES PROVENGAN DE 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO TALES GASTOS 
SE RECONOCERÁN EN EXCESO DE LOS 
LÍMITES DE INDEMNIZACIÓN AMPARADOS 
POR LA PÓLIZA DE SEGURO OBLIGATORIO 
DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO “SOAT” QUE 
SEGÚN LA LEY DEBE TENER 
PERMANENTEMENTE VIGENTE TODO 
VEHÍCULO  AUTOMOTOR. 
 
PARÁGRAFO (1): EN CASO DE SEGUROS 
COEXISTENTES, LOS ARTÍCULOS 1076, 
1092, 1093 Y DEMÁS NORMAS 
CONCORDANTES DEL CÓDIGO DEL 
COMERCIO APLICARÁN A LOS AMPAROS 
DE GASTOS MÉDICOS, QUIRÚRGICOS, 
FARMACÉUTICOS, HOSPITALARIOS Y 
GASTOS FUNERARIOS DE LA PRESENTE 
PÓLIZA, LOS CUALES TIENEN CARÁCTER 
INDEMNIZATORIO SEGÚN EL ARTÍCULO 
1140 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

 
PARÁGRAFO (2): LAS CONDICIONES, 
ESTIPULACIONES Y TÉRMINOS 
REFERENTES AL AMPARO DE 
PASAJEROS, CONTENIDAS EN ESTE 
CONTRATO DE SEGURO SE 
ENTENDERÁN APLICABLES RESPECTO A 
CADA UNO DE LOS PASAJEROS 
ASEGURADOS INDIVIDUALMENTE   
CONSIDERADOS. 

 
PARÁGRAFO (3): EL      SEGURO       DE 
RESPONSABILIDAD PARA CON 
CUALQUIER PASAJERO ASEGURADO 
TERMINARÁ: 

 
A. EN LA FECHA DE EXPIRACIÓN DE 
ESTA PÓLIZA. 

 
B. CUANDO DEJE DE VIAJAR COMO 
PASAJERO EN ALGÚN VEHÍCULO DE LA 



 

 

 

 

EMPRESA DE TRANSPORTE TERRESTRE 
PÚBLICO DE PASAJEROS  ASEGURADA. 

 
C. LA TERMINACIÓN AUTOMÁTICA DE 
ESTA PÓLIZA POR MORA EN EL PAGO DE 
LA PRIMA. 

 
PARÁGRAFO (4): PRUEBA DEL ACCIDENTE 
Y DE SUS CONSECUENCIAS. 

 
EL ACCIDENTE DE TRÁNSITO Y LA 
MUERTE SE PROBARÁN MEDIANTE 
CERTIFICADO DE LA AUTORIDAD 
PÚBLICA COMPETENTE; LOS GASTOS 
MÉDICOS, QUIRÚRGICOS, 
FARMACEÚTICOS Y HOSPITALARIOS 
MEDIANTE LAS FACTURAS EXPEDIDAS 
POR LOS MÉDICOS Y/O 
ESTABLECIMIENTOS HOSPITALARIOS   
CORRESPONDIENTES. 
 
PARÁGRAFO (5): PAGO DE LA 
INDEMNIZACIÓN POR MUERTE. 

 
SERÁN BENEFICIARIOS DE LA 
INDEMNIZACIÓN POR MUERTE LOS 
SEÑALADOS POR LA LEY APLICABLE A LA 
VÍCTIMA. 
 
2.1 AMPAROS ADICIONALES 
 
2.1.1 AMPARO DE PROTECCIÓN 
PATRIMONIAL 
 
SBS COLOMBIA CON SUJECIÓN A LAS 
COBERTURAS CONTRATADAS EN EL 
PRESENTE CONTRATO, Y A LAS 
CONDICIONES Y DEDUCIBLES 
ACORDADOS INDEMNIZARÁ LOS 
PERJUICIOS EN QUE DE ACUERDO CON LA 
LEY Y POR RAZÓN DE LA 
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL 
INCURRA EL ASEGURADO O CONDUCTOR 
AUTORIZADO, A CONSECUENCIA DE UN 
HECHO ACCIDENTAL OCASIONADO POR EL 
VEHÍCULO AMPARADO BAJO ESTA PÓLIZA, 
CUANDO SE DESATIENDA LAS SEÑALES O 
NORMAS REGLAMENTARIAS DE TRÁNSITO, 
O CUANDO SE ENCUENTRE BAJO 
EFECTOS DE BEBIDAS EMBRIAGANTES, 
DROGAS TÓXICAS, HEROICAS O 
ALUCINÓGENAS.   

 
QUEDA ENTENDIDO QUE ESTE AMPARO NO 
EXHIME DE RESPONSABILIDAD AL 
CONDUCTOR AUTORIZADO A  MENOS QUE 

SE TRATE DEL ASEGURADO, SUS 
PARIENTES, EN LÍNEA DIRECTA O 
COLATERAL, HASTA EL SEGUNDO GRADO 
DE CONSANGUINIDAD, SEGUNDO DE 
AFINIDAD O PRIMERO CIVIL, O SU 
CÓNYUGE NO DIVORCIADO, POR LO CUAL 
SBS COLOMBIA  PODRÁ SUBROGARSE 
CONTRA EL CONDUCTOR HASTA POR LA 
TOTALIDAD DE LA INDEMNIZACIÓN 
PAGADA, EN TODOS LOS DERECHOS DEL 
ASEGURADO 
 
2.1.2 ASISTENCIA JURÍDICA EN PROCESO 
PENAL 
 
SBS COLOMBIA  SE OBLIGA A INDEMNIZAR, 
LOS GASTOS POR CONCEPTO DE 
HONORARIOS AL ABOGADO DESIGNADO 
POR SBS COLOMBIA QUE LO APODERE EN 
EL PROCESO PENAL QUE SE INICIE COMO 
CONSECUENCIA DIRECTA Y EXCLUSIVA DE 
PERJUICIOS OCASIONADOS A LOS 
PASAJEROS EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO, 
CAUSADOS POR EL ASEGURADO Y/O POR 
EL CONDUCTOR AUTORIZADO CON EL 
VEHÍCULO DESCRITO EN LA CARÁTULA DE 
LA PÓLIZA Y/O EN LAS CONDICIONES 
PARTICULARES DE LA PRESENTE PÓLIZA Y 
DURANTE SU VIGENCIA. 
 
LOS VALORES SE RECONOCERÁN DE 
ACUERDO A CADA ACTUACIÓN COMO SE 
RELACIONAN A CONTINUACIÓN: 
 

 
 
2.1.3 ASISTENCIA JURÍDICA EN PROCESO 
CIVIL 
 
SBS COLOMBIA  SE OBLIGA A INDEMNIZAR, 
LOS GASTOS POR CONCEPTO DE 
HONORARIOS AL ABOGADO DESIGNADO 
POR SBS COLOMBIA QUE LO APODERE EN 
EL PROCESO CIVIL Y/O ADMINISTRATIVO 
QUE SE INICIE COMO CONSECUENCIA 
DIRECTA Y EXCLUSIVA DE PERJUICIOS 

Actuación LESIONES HOMICIDIO 

Diligencia Acompañamiento 

Versión Libre

Audiencias de Conciliación Fiscalía 30   SDLMV 40  SDLMV

Audiencia de Imputación 40  SDLMV 55  SDLMV

Audiencia de Acusación 1  SMLMV 35  SDLMV

Audiencia Preparatoria 50  SDLMV 65  SDLMV

Juicio Oral 50  SDLMV 70  SDLMV

Segunda Instancia 50  SDLMV 70  SDLMV

Incidente Reparación Integral 2   SMLMV 3   SMLMV

45 SDMLV 50 SDMLV



 

 

 

 

OCASIONADOS A LOS PASAJEROS EN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO, CAUSADOS POR 
EL ASEGURADO Y/O POR EL CONDUCTOR 
AUTORIZADO CON EL VEHÍCULO DESCRITO 
EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA Y/O EN LAS 
CONDICIONES PARTICULARES DE LA 
PRESENTE PÓLIZA Y DURANTE SU 
VIGENCIA. 
 
LOS VALORES SE RECONOCERÁN DE 
ACUERDO A CADA ACTUACIÓN COMO SE 
RELACIONAN A CONTINUACIÓN: 
 

 
 
** El pago correspondiente al 25% derivado de 
la sentencia en firme, debe incluir una gestión 
de cobro de las Costas del Proceso cuando la 
sentencia hubiere salido a favor de SBS 
COLOMBIA. Lo anterior implica que el abogado 
debe informar su solicitud al demandante 
condenado al pago de tales sumas. Esto sólo 
implica una gestión extrajudicial, no incluye 
cobro mediante conciliación ni el inicio de un 
proceso ejecutivo. 
 
 
2.1.4 RESPONSABILIDAD CIVIL 

CONTRACTUAL EN EXCESO 

PARA QUE EL PRESENTE AMPARO SE 
ENTIENDA OTORGADO, EL ASEGURADO 
DEBERÁ HABER CONTRATADO CON SBS 
COLOMBIA LA COBERTURA PRIMARIA DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL Y 
EL MISMO DEBERÁ CONSTAR 
EXPRESAMENTE OTORGADO EN LA 
CARATULA DE ESTA PÓLIZA. 

SBS COLOMBIA SE COMPROMETE A 
PAGAR AL ASEGURADO, EL VALOR 
INDICADO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA, 
EL CUAL OPERARÁ EN EXCESO DE LA 
SUMA ASEGURADA PARA LA COBERTURA 
DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
CONTRACTUAL BAJO LAS MISMAS 
CONDICIONES DEL AMPARO DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL 

DESCRITAS EN EL NUMERAL 1.1.  ESTE 
VALOR SE ENTENDERÁ REDUCIDO EN EL 
MONTO DE LA INDEMNIZACIÓN PAGADA 
POR SBS COLOMBIA BAJO LA COBERTURA 
PRIMARIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 
CONTRACTUAL, Y NO PODRÁ 
REESTABLECERSE. 

EL PRESENTE AMPARO SÓLO SE 
OTORGARÁ PARA EL VEHÍCULO 
ASEGURADO DESCRITO EN LA CARÁTULA 
DE LA PÓLIZA. 
 

2.1.5  AMPARO ADICIONAL DE ASISTENCIA 
LEGAL 
 
MEDIANTE EL PRESENTE AMPARO 
ADICIONAL, SBS COLOMBIA PRESTARÁ 
LOS SERVICIOS ADICIONALES DE 
ASISTENCIA QUE A CONTINUACIÓN SE 
RELACIONAN, LOS CUALES SERÁN 
PRESTADOS POR  LA COMPAÑÍA DE 
ASISTENCIA, A LOS ASEGURADOS QUE 
HAYAN CONTRATADO EL MENCIONADO 
AMPARO SIEMPRE Y CUANDO  ASÍ 
APAREZCAN EN LA CARÁTULA DE LA 
PÓLIZA Y/O EN LAS CONDICIONES 
PARTICULARES DE LA PÓLIZA. . LA 
COMPAÑÍA DE ASISTENCIA GARANTIZA LA 
PUESTA A DISPOSICIÓN DEL ASEGURADO 
DE UNA AYUDA DE FORMA DE 
PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN EL 
MOMENTO QUE ÉSTE SE ENCUENTRE EN 
DIFICULTADES COMO CONSECUENCIA DE 
UN EVENTO FORTUITO, SÚBITO E 
IMPREVISTO DE ACUERDO CON LOS 
TÉRMINOS Y CONDICIONES 
CONSIGNADOS POR LOS HECHOS 
DERIVADOS DE AQUELLO ESPECIFICADO 
PARA CADA SERVICIO DE ASISTENCIA.  
 
ANTES DE PROCEDER A DEFINIR EL 
SERVICIO DE ASISTENCIA, QUEDA 
ENTENDIDO QUE LA OBLIGACIÓN DE SBS 
COLOMBIA ES DE INDEMNIZACIÓN. POR 
CONSIGUIENTE Y TENIENDO EN 
CONSIDERACIÓN LO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 1110 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO, SBS COLOMBIS PODRÁ 
INDEMNIZAR A SU DISCRESIÓN EN 
DINERO, REPOSICIÓN O REPARACIÓN. EL 
PAGO DE REPOSICIÓN QUE SBS 
COLOMBIA PRESTARÁ MEDIANTE EL 
PRESENTE ANEXO DE ASISTENCIA SERÁ 
POR INTERMEDIO DE LA COMPAÑÍA DE 
ASISTENCIA CUYA RAZÓN SOCIAL, 
DIRECCIONES Y TELEFÓNO  SE 

Actuación VALOR

Audiencias de Conciliación Ley 640 de 2001 en representación del 

asegurado o de AIG 
1 SMLMV

Procesos Judiciales* 8 SMLMV

* Procesos Judiciales serán pagados de la siguiente forma

Contestación demanda 50%

Alegatos de Conclusión 25%

Sentencia en firme y gestión en cobro de costas cuando proceda** 25%

Sentencia anticipada en firme 50%

Terminación anticipada antes de alegatos 30%

Terminación anticipada después de alegatos 5%



 

 

 

 

INFORMARÁN EN LA CARÁTULA DE LA 
PÓLIZA Y/O EN LAS CONDICIONES 
PARTICULARES. 

 
2.1.5.1 ASISTENCIA JURÍDICA TELEFÓNICA 
 
EN EL EVENTO DE OCURRENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO DESCRITO EN LA CARÁTULA 
DE LA PÓLIZA SBS COLOMBIA, A TRAVÉS 
DE LA COMPAÑÍA DE ASISTENCIA, 
PROCEDERÁ A CONTACTAR 
TELEFÓNICAMENTE A UNO DE LOS 
ABOGADOS DE TURNO, QUIEN BRINDARÁ 
EL SERVICIO DE ORIENTACIÓN, ASESORÍA 
LEGAL Y EVALUARÁ EL EVENTO, 
CONSIDERANDO LOS DAÑOS DE LOS 
VEHÍCULOS, LA RESPONSABILIDAD DE LOS 
IMPLICADOS Y SI AMERITA, O NO LA 
PRESENCIA DE UN ABOGADO. LA 
COMPAÑÍA DE ASISTENCIA NO SE HACE 
RESPONSABLE DE LAS ACCIONES 
EMPRENDIDAS O DEJADAS DE 
EMPRENDER POR EL ASEGURADO O SUS 
BENEFICIARIOS CON OCASIÓN DE LA 
ASESORÍA TELEFÓNICA RECIBIDA. 

 
2.1.5.2 ASISTENCIA JURÍDICA IN SITU, EN 
CASO DE CHOQUE SIMPLE 
 
EN EL EVENTO DE OCURRENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO DESCRITO EN LA CARATULA 
DE LA PÓLIZA QUE NO INVOLUCRE 
PERSONAS FALLECIDAS O LESIONADAS, 
SBS COLOMBIA,  EVALUARÁ EL EVENTO 
CONSIDERANDO LOS DAÑOS DE LOS 
VEHÍCULOS INVOLUCRADOS Y LA 
RESPONSABILIDAD DE LOS 
CONDUCTORES Y  DETERMINARÁ SI ES 
INDISPENSABLE LA PRESENCIA DE UN 
ABOGADO EN EL LUGAR DEL ACCIDENTE, 
PARA LO CUAL ESTE SE DESPLAZARÁ EN 
EL MENOR TIEMPO POSIBLE AL SITIO PARA 
BRINDAR  LA ASESORÍA AL ASEGURADO Y 
SE ENCARGARÁ DE VIGILAR LA 
ELABORACIÓN DEL INFORME DE 
ACCIDENTE Y DE LA CITACIÓN A 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, TOMARÁ 
LOS DATOS DE LOS TESTIGOS Y 
PROCURARÁ INCLUIRLOS EN EL MISMO. 
 
DE LO CONTRARIO, SI SBS COLOMBIA, A 
TRAVÉS DE LA COMPAÑÍA DE ASISTENCIA 
CONSIDERA QUE LAS CIRCUNSTANCIAS 
QUE SE DERIVAN DEL ACCIDENTE NO 

REQUIEREN LA PRESENCIA DE UN 
ABOGADO EN SITIO, OFRECERÁ AL 
CONDUCTOR AUTORIZADO LA ASESORÍA 
LEGAL Y ORIENTACIÓN QUE REQUIERA DE 
MANERA TELEFÓNICA. 
 

EXCLUSIONES: SE EXCLUYEN ZONAS 
ROJAS Y PUNTO EN LOS CUALES LAS VÍAS 
DE ACCESO DIFICULTEN LA PRESTACIÓN 
DEL SERVICIO. ASÍ MISMO, SE EXCLUYEN 
DEL SERVICIO CUALQUIER CONSULTA, 
ASISTENCIA O RECLAMACIÓN EN CONTRA 
DE LOS INTERESES DE SBS COLOMBIA. 
 
2.1.5.3 ASISTENCIA LEGAL IN SITU EN 
CASO DE LESIONES U HOMICIDIO 
 
EN EL EVENTO DE UN ACCIDENTE DE 
TRÁNSITO EN EL QUE SE VEA 
INVOLUCRADO EL VEHÍCULO ASEGURADO 
DESCRITO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA 
Y EN QUE PRESENTEN LESIONADOS DE 
GRAVEDAD O MUERTOS, SBS COLOMBIA, A 
TRAVÉS DE LA COMPAÑÍA DE ASISTENCIA, 
PONDRÁ A DISPOSICIÓN DEL CONDUCTOR 
AUTORIZADO DEL VEHÍCULO ASEGURADO 
UN ABOGADO QUIEN LO ASISTIRÁ EN SITIO 
Y LE BRINDARÁ ACOMPAÑAMIENTO EN LOS 
TRÁMITES QUE SE DERIVEN DEL 
ACCIDENTE TALES COMO LA ELABORACIÓN 
DEL INFORME DEL ACCIDENTE; TRÁMITES 
ANTE MEDICINA LEGAL (PRUEBAS DE 
ALCOHOLEMIA, ALCOHOMETRÍA, 
ALCOHOLURIA, ALCOHOSENSOR Y 
DROGAS); GESTIONES NECESARIAS PARA 
OBTENER LA LIBERTAD DEL CONDUCTOR Y 
LA ENTREGA PROVISIONAL Y EN DEPÓSITO 
DEL VEHÍCULO; ASISTENCIA LEGAL ANTE 
LA UNIDAD DE REACCIÓN INMEDIATA (URI) 
RESPECTIVA. LA ASISTENCIA CULMINARÁ 
PARA EL ABOGADO QUE ATIENDE EL CASO, 
CUANDO EL FISCAL DE LA URI (UNIDAD DE 
REACCIÓN INMEDIATA) RESUELVA LA 
SITUACIÓN DEL CONDUCTOR ASEGURADO 
Y OBTENGA LA ENTREGA PROVISIONAL 
DEL VEHÍCULO. 
 
2.1.5.4 ASISTENCIA AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN O CONTRAVENCIONAL DE 
TRÁNSITO Y CONCILIACIÓN 
 
EN EL EVENTO DE OCURRENCIA DE UN 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO EN EL QUE 
PARTICIPE EL VEHÍCULO ASEGURADO 
DESCRITO EN LA CARÁTULA DE LA PÓLIZA, 
SBS COLOMBIA, A TRAVÉS DE LA 



 

 

 

 

COMPAÑÍA DE ASISTENCIA, DESIGNARÁ 
UN ABOGADO QUE REPRESENTE LOS 
INTERESES DEL ASEGURADO Y/O 
CONDUCTOR AUTORIZADO Y DE LA 
ASEGURADORA EN EL CENTRO DE 
CONCILIACIÓN SELECCIONADO. EL 
ABOGADO ASISTIRÁ A DOS 
CONCILIACIONES (EN CASO QUE LA 
PRIMERA SEA SUSPENDIDA), Y 
GESTIONARÁ ANTE LA UNIDAD DE 
TRÁNSITO EL CONCEPTO TÉCNICO DEL 
ACCIDENTE DE TRÁNSITO, SI ESTA 
ACCIÓN ES PERMITIDA EN LA 
REGLAMENTACIÓN QUE PARA EL EFECTO 
DETERMINEN LAS AUTORIDADES 
PERTINENTES.  
 
ESTA COBERTURA SE PRESTA HASTA UN 
MÁXIMO DE DOS (2) AUDIENCIAS POR 
SINIESTRO, DURANTE LA VIGENCIA ANUAL 
DE LA PÓLIZA. 

 
CLÁUSULA 3. - LÍMITE TERRITORIAL 

 
LAS DISPOSICIONES DE ESTE CONTRATO 
DE SEGURO APLICAN SOLO A EVENTOS 
OCURRIDOS DENTRO DEL TERRITORIO 
NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE 
COLOMBIA. 

 
CLÁUSULA 4. - EXCLUSIONES 

 
EL PRESENTE CONTRATO NO CUBRE 
RECLAMACIONES PROVENIENTES DE 
RESPONSABILIDADES POR: 
 
4.1 EXCLUSIONES APLICABLES A TODOS 
LOS AMPAROS 

 
A) DOLO O CULPA GRAVE DEL 
ASEGURADO, SUS REPRESENTANTES O 
AGENTES SALVO QUE SE TRATE DE UN 
CONDUCTOR QUE ESTE AL SERVICIO DEL 
PROPIETARIO DEL VEHÍCULO ASEGURADO 
O EMPRESARIO DEL TRANSPORTE, EN 
CUYO CASO SBS COLOMBIA O EL 
EMPRESARIO DEL TRANSPORTE, PODRÁ 
SUBROGARSE EN LOS DERECHOS Y 
ACCIONES DEL DAMNIFICADO CONTRA EL 
CONDUCTOR HASTA EL IMPORTE 
INDEMNIZADO; 

 
B) HURTO, ROBO O APROPIACIÓN 
INDEBIDA DEL VEHÍCULO 
TRANSPORTADOR; 
 

C) TENTATIVA DEL ASEGURADO, SUS 
REPRESENTANTES Y/O AGENTES EN 
OBTENER BENEFICIOS ILÍCITOS DEL 
SEGURO A QUE ESTE CONTRATO SE 
REFIERE; 

 
D) ACTOS DE HOSTILIDAD DE GUERRA, 
REBELIÓN, INSURRECCIÓN O 
REVOLUCIÓN, CONFISCACIÓN, 
NACIONALIZACIÓN, DESTRUCCIÓN O 
REQUISICIÓN PROVENIENTE DE 
CUALQUIER ACTO DE AUTORIDAD DE 
FACTO O DE DERECHO, CIVIL O MILITAR 
Y EN GENERAL TODO ACTO O 
CONSECUENCIA DE ESOS  HECHOS,  ASÍ  
COMO  TAMBIÉN ACTOS PRACTICADOS 
POR CUALQUIER PERSONA ACTUANDO 
POR PARTE DE, O EN RELACIÓN CON, 
CUALQUIER ORGANIZACIÓN CUYAS 
ACTIVIDADES PRETENDAN DERROCAR 
POR LA FUERZA AL GOBIERNO O 
INSTIGAR A SU DERROCAMIENTO POR LA 
PERTURBACIÓN DEL ORDEN POLÍTICO O 
SOCIAL DEL PAÍS, POR MEDIO DE ACTOS 
DE TERRORISMO, GUERRA 
REVOLUCIONARIA, SUBVERSIÓN O 
GUERRILLA, TUMULTO POPULAR, 
HUELGA Y PAROS  PATRONALES; 

 
E) EL PAGO DE LAS MULTAS Y/O 
FIANZAS, LOS RECURSOS CONTRA ÉSTAS 
Y CUALQUIER GASTO ORIGINADO POR 
LAS SANCIONES IMPUESTAS AL 
ASEGURADO POR LAS AUTORIDADES 
COMPETENTES AUNQUE ÉSTAS HAYAN 
SIDO IMPUESTAS COMO CONSECUENCIAS 
DE UN HECHO CUBIERTO POR ESTE 
SEGURO 

 
F) DAÑOS CAUSADOS AL ASEGURADO, 
SUS ASCENDIENTES, DESCENDIENTES 
O CÓNYUGE, ASÍ COMO CUALQUIER 
PARIENTE QUE CON ÉL RESIDA O QUE 
DEPENDA ECONÓMICAMENTE DE ÉL; 

 
G) DAÑOS CAUSADOS A SOCIOS, O A 
LOS EMPLEADOS Y DEPENDIENTES DEL 
ASEGURADO CON MOTIVO O EN 
OCASIÓN DEL TRABAJO; 

 
H) CONDUCCIÓN DEL VEHÍCULO POR 
EL ASEGURADO, SUS DEPENDIENTES O 
TERCEROS AUTORIZADOS POR ÉL, SIN 
PERMISO LEGAL VIGENTE PROPIO PARA 
EL VEHÍCULO ASEGURADO; 
I) CUANDO EL VEHÍCULO ESTÉ 



 

 

 

 

DESTINADO A FINES DISTINTOS DE LOS 
PERMITIDOS; 
 
J) LOS DAÑOS CAUSADOS A PASAJEROS 
EN ACCIDENTE DE TRÁNSITO LUEGO DEL 
CUAL EL CONDUCTOR DEL VEHÍCULO 
ASEGURADO SE DÉ A LA FUGA; 

 
K) TERREMOTO, TEMBLOR, 
MOVIMIENTO TELÚRICO, ERUPCIÓN 
VOLCÁNICA, INUNDACIÓN Y HURACÁN; 

 
L) COMPROBACIÓN DE QUE EL 
ASEGURADO O CUALQUIER OTRA 
PERSONA, OBRANDO POR SU CUENTA, 
OBSTACULIZA EL EJERCICIO DE LOS 
DERECHOS DE SBS COLOMBIA 
ESTABLECIDO EN ESTA  PÓLIZA 

 
M) DAÑOS OCASIONADOS COMO 
CONSECUENCIA DE CARRERAS, 
DESAFÍOS O COMPETENCIAS DE 
CUALQUIER NATURALEZA EN QUE 
PARTICIPE EL VEHÍCULO ASEGURADO O 
SUS ACTOS PREPARATORIOS: 

 
N) DAÑOS A BIENES DE TERCEROS EN 
PODER DEL ASEGURADO PARA GUARDA 
O CUSTODIA, USO, MANIPULACIÓN O 
EJECUCIÓN DE CUALQUIER TRABAJO; 

 
O) DAÑOS A BIENES DE TERCEROS EN 
PODER DEL ASEGURADO PARA SU 
TRANSPORTE, INCLUSO LOS EQUIPAJES 
Y PERTENENCIAS DE LOS PASAJEROS 
EN EL VEHÍCULO ASEGURADO; 

 
P) ACCIDENTES OCURRIDOS POR 
EXCESO DE LA CAPACIDAD DE 
PASAJEROS, O DEL VOLUMEN, PESO, 
DIMENSIÓN DE LA CARGA QUE 
CONTRAVENGAN DISPOSICIONES 
LEGALES O REGLAMENTARIAS, COMO 
TAMBIÉN LOS ACCIDENTES OCURRIDOS 
POR ACONDICIONAMIENTO INADECUADO 
O DEFICIENCIA DE EMBALAJE. 

 
Q) RESPONSABILIDAD ASUMIDA POR EL 
ASEGURADO EN CONTRATOS O 
CONVENCIONES CON TERCEROS, QUE 
NO SEAN DE TRANSPORTE; 

 
R) DAÑOS SUFRIDOS POR PERSONAS 
TRANSPORTADAS, EN LUGARES NO 
ESPECÍFICAMENTE DESTINADOS O 
APROPIADOS A TAL FIN; 

S) DAÑOS QUE OCURRAN EN EL 
TRÁNSITO DEL VEHÍCULO POR 
TRAYECTOS Y/O VÍAS NO HABILITADOS, 
SALVO CASO DE FUERZA MAYOR; 
 
T) MUERTE NATURAL DEL PASAJERO 
DURANTE EL TRAYECTO DE LA RUTA DEL 
VEHÍCULO ASEGURADO 

 
U) LESIONES Y MUERTES CAUSADOS A 
CONDUCTORES Y/O AYUDANTES COMO 
CONSECUENCIA DE UN ACCIDENTE 
DERIVADO DEL TRANSPORTE, SEGÚN O 
ANOTADO EN LA CONDICIÓN 2. RIESGOS 
CUBIERTOS. 

 
PARÁGRAFO: 
EN   LOS   CASOS   DE   LAS   CLÁUSULAS   
DE EXCLUSIÓN DE LAS LETRAS (I),, (J), 
(S).SBS COLOMBIA PAGARÁ LAS 
INDEMNIZACIONES QUE CORRESPONDAN, 
CON SUJECIÓN A LOS VALORES 
ASEGURADOS, REPITIÉNDOSE POR LOS 
MONTOS RESPECTIVOS EN CONTRA DE 
LOS CONDUCTORES DEL ASEGURADO Y/O 
TODOS LOS QUE CIVILMENTE SEAN 
RESPONSABLES DEL DAÑO, 
SUBROGÁNDOSE EN LAS ACCIONES Y 
DERECHOS DEL INDEMNIZADO. 
 
4.2 EXCLUSIONES ADICIONALES 
APLICABLES AL AMPARO DE ASISTENCIA 
LEGAL 
 
ADEMÁS DE LAS EXCLUSIONES 
ESPECÍFICAS INDICADAS EN ALGUNAS DE 
LAS COBERTURAS, MEDIANTE EL 
PRESENTE CONDICIONADO SBS COLOMBIA 
NO DARÁ COBERTURA, BAJO NINGUNA 
CIRCUNSTANCIA EN LOS SIGUIENTES 
CASOS:  
 
A) LOS SERVICIOS QUE EL ASEGURADO 
Y/O CONDUCTOR AUTORIZADO HAYA 
CONCERTADO POR SU CUENTA SIN EL 
PREVIO CONSENTIMIENTO Y 
AUTORIZACIÓN. 

 
B) LOS SERVICIOS ADICIONALES QUE EL 
ASEGURADO Y/O CONDUCTOR HAYA 
CONTRATADO DIRECTAMENTE CON EL 
TÉCNICO ESPECIALISTA REPARADOR BAJO 
SU CUENTA Y RIESGO.  
 



 

 

 

 

C) DAÑOS CAUSADOS POR MALA FE DEL 
ASEGURADO Y/O CONDUCTOR 
AUTORIZADO.  
 

D) LOS FENÓMENOS DE LA NATURALEZA 
DE CARÁCTER CATASTRÓFICO TALES 
COMO INUNDACIONES, TERREMOTO, 
MAREMOTO, GRANIZO, VIENTOS FUERTES, 
ERUPCIONES VOLCÁNICAS, TEMPESTADES 
CICLÓNICAS, CAÍDAS DE CUERPOS 
SIDERALES Y AEROLITOS.  
 

E) LOS QUE TUVIESEN ORIGEN O FUERAN 
UNA CONSECUENCIA DIRECTA O 
INDIRECTA DE GUERRA, GUERRA CIVIL, 
CONFLICTOS ARMADOS, SUBLEVACIÓN, 
REBELIÓN, SEDICIÓN, ACTOS MAL 
INTENCIONADOS DE TERCEROS, MOTÍN, 
HUELGA, DESORDEN POPULAR, 
TERRORISMO Y OTROS HECHOS QUE 
ALTEREN LA SEGURIDAD INTERIOR DEL 
ESTADO O EL ORDEN PÚBLICO.  
 

F) HECHOS O ACTUACIONES DE LAS 
FUERZAS ARMADAS O DE CUERPOS DE 
SEGURIDAD.  
 
G) LOS DERIVADOS DE LA ENERGÍA 
NUCLEAR RADIACTIVA. 

 
CLÁUSULA 5. - SUMAS ASEGURADAS Y 
LÍMITES MÁXIMOS DE RESPONSABILIDAD. 

 
5.1. El monto o valor asegurado por 
cada riesgo amparado  corresponde al 
señalado en la presente póliza expresado en 
salarios mínimos mensuales legales vigentes 
al momento del siniestro o accidente. 

 
5.2. No obstante la determinación de los 
valores previstos en el   numeral 5.1. De 
esta condición, podrán ser convenidos entre 
el asegurado y SBS Colombia, límites de 
suma asegurada más elevados, mediante 
anexo expedido en aplicación a la presente 
póliza, los que pasarán a constituir los 
límites máximos de responsabilidad asumida 
por SBS Colombia por persona, vehículo y 
por evento. 

 
CLÁUSULA 6. - PAGO DE LA PRIMA 

 
Para lo concerniente al pago de la prima y la 
misma terminación automática del seguro 
por falta de pago, nos acogeremos al tenor 
de los Artículos 1066 y 1068 del Código de 

Comercio Colombiano. 
 

CLÁUSULA 7. - PERJUICIOS NO 
INDEMNIZABLES. 

 
Además de las exclusiones previstas en esta 
póliza tampoco serán indemnizadas las 
reclamaciones resultantes de 
 
A) Reconocimiento de culpabilidad o de 
derechos de indemnización o realización de 
transacciones de cualquier especie que 
formalice el asegurado sin autorización escrita 
de SBS Colombia; 

 
B) Una contrademanda que sea 
consecuencia de haber iniciado el asegurado 
juicio por daños y perjuicios originados por un 
hecho cubierto por esta póliza, sin haber 
obtenido previamente el consentimiento por 
escrito de SBS Colombia. 

 
CLÁUSULA 8. - OBLIGACIONES 

DEL ASEGURADO 
 

8.1. Al ocurrir algún siniestro cubierto por 
esta póliza, el asegurado o el conductor se 
obligan a cumplir las siguientes disposiciones: 

 
A) Dar aviso del siniestro a SBS Colombia, 
dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a 
la fecha de ocurrencia del hecho, salvo caso 
de fuerza mayor justificado. 

 
B) Entregar a SBS Colombia o a su 
representante local dentro de los tres (3) días 
hábiles siguientes a la fecha de recibido de 
cualquier reclamación, notificación, carta o 
documento que recibiere en relación con el 
hecho (siniestro). 

 
8.2. Conservación de vehículos. 

 
El asegurado está obligado a mantener el 
vehículo en buen estado de funcionamiento y 
conservación, cumpliendo con las normativas 
y disposiciones del ministerio de transporte o 
en su defecto la entidad que regule el 
vehículo descrito en esta póliza 

 
8.3. Modificaciones al riesgo. 

 
8.3.1. El asegurado se obliga a comunicar 
dentro del término estipulado en el artículo no. 
1060 del Código de comercio colombiano, por 
escrito, a SBS Colombia, cualquier hecho o 



 

 

 

 

alteración de importancia del vehículo 
cubierto por esta póliza, tales como: 
 
A) Alteraciones en las características 

técnicas del propio vehículo o en el uso 
del mismo: 
 

B) Alteraciones en el interés del 
asegurado sobre el vehículo. 

 
8.3.1.1. En cualquier caso la responsabilidad 
de SBS Colombia solamente subsistirá si 
ella aprueba expresamente las alteraciones 
que le fueren comunicadas de inmediato, 
efectuando en la póliza las necesarias 
modificaciones, mediante la expedición de un 
anexo a la misma. 

 
Si SBS Colombia no manifestare dentro de 
los quince (15) días siguientes, a la fecha de 
recibo de la notificación de la modificación, 
su inconformidad, con las alteraciones 
comunicadas, tales modificaciones se 
considerarán como aceptadas y cubiertas por 
esta póliza. 

 
8.4. Otras  obligaciones. 

 
8.4.1. El asegurado está obligado a 
comunicar a SBS Colombia la contratación o  
cancelación de cualquier otro seguro, que 
cubra los mismos riesgos previstos en esta 
póliza con relación al mismo vehículo. 

 
8.4.2. Dar aviso inmediato del siniestro a 
las autoridades públicas competentes. 

 
8.4.3. Si SBS Colombia o su 
representante asume la defensa del 
asegurado en las acciones de indemnización 
que promuevan los damnificados, el 
asegurado está obligado a otorgar los 
poderes o mandatos que le sean solicitados, 
poniendo a disposición de SBS Colombia 
todos los datos y antecedentes que habiliten 
la más eficaz defensa; todo ello dentro de 
los plazos que fijen las leyes procesales 
respectivas, bajo pena de exoneración de 
responsabilidad de SBS Colombia 

 
8.4.4. Apoyar, con todos los medios a su 
alcance, las gestiones que SBS Colombia o 
su representante realice por vía judicial o 
extrajudicial. 
 
 

CLÁUSULA 9. - LIQUIDACIÓN DE 
SINIESTROS. 
 

La liquidación de cualquier siniestro cubierto 
por este contrato se regirá según las 
siguientes reglas: 

 
A) Establecida la responsabilidad civil del 
asegurado, en los términos de la cláusula 1. - 
objeto del seguro, SBS COLOMBIA 
indemnizará o reembolsará los perjuicios que 
el asegurado estuviere obligado a pagar, 
observados los límites de responsabilidad 
asegurados y fijados en el “cuadro de 
declaraciones” de esta póliza; 

 
B) Cualquier convenio, transacción o acuerdo 
judicial extrajudicial con el damnificado, sus 
beneficiarios o herederos, sólo obligará a SBS 
COLOMBIA, si ésta da su aprobación previa, 
por escrito; 

 
C) Interpuesta cualquier acción civil o penal, el 
asegurado deberá dar inmediato aviso a SBS 
COLOMBIA, nombrando de acuerdo con ella, 
los abogados de la defensa para la acción civil; 
 
D) Aunque no figure en la acción civil, SBS 
COLOMBIA dará instrucciones para la defensa, 
interviniendo directamente en la misma, si lo 
estima conveniente en calidad de tercero. 

 
E) Si la responsabilidad del siniestro 
corresponde, total o parcialmente, al 
asegurado y las reclamaciones formuladas a 
éste, excediesen o pudiesen exceder del 
monto o valor asegurado disponible del 
seguro, SBS COLOMBIA no podrá realizar 
ningún arreglo judicial o extrajudicial, sin la 
conformidad del asegurado, por escrito. 

 

No obstante, SBS COLOMBIA podrá hacer 
frente al reclamo hasta el nivel de la suma 
asegurada, debiendo dejar constancia que 
ello no compromete la responsabilidad del 
asegurado, ni reconoce los hechos o el 
derecho del tercero 
 
PARAGRAFO PRIMERO: Los amparos 
otorgados en la presente póliza en ningún 
evento serán acumulables por lo que se 
indemnizará por un solo amparo y dentro  de los 
limites contemplados de  acuerdo con la 
gravedad del estado de salud del pasajero al 
momento de la primera 



 

 

 

 

reclamación,  independientemente de la 
posterior agravación de su estado de salud o de 
reclamaciones sobrevinientes por los mismos 
hechos. 

 
CONDICIÓN 10. - VIGENCIA Y 
CANCELACIÓN DE ESTA PÓLIZA 
 

El presente contrato tendrá vigencia de hasta 
un año; solamente podrá ser cancelado o 
revocado, total o parcialmente, exceptuando 
los casos previstos por la ley, por acuerdo 
entre las partes contratantes, observando las 
estipulaciones contenidas en el artículo 1071 
del código de comercio colombiano, que se 
resumen así: 

 
A) Si la revocación es a petición del 
asegurado, SBS COLOMBIA retendrá la 
prima calculada de acuerdo con la tabla para 
los plazos cortos. 

 
B) Si la revocación es por iniciativa de SBS 
COLOMBIA,  retendrá de la prima recibida, la 
parte proporcional, a prorrata, por el tiempo 
corrido. 

 
CLÁUSULA 11. SUBROGACIÓN DE 
DERECHOS 

 
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
1096 del código de comercio colombiano, 
SBS COLOMBIA se subrogará hasta el 
límite del pago que efectué, en todos los 
derechos y acciones que tenga el asegurado 
contra terceros, por motivo del siniestro, así 
como los que correspondan en las hipótesis 
contempladas en el parágrafo de la 
condición 4 de esta póliza. 
 
CLÁUSULA 12. - PRESCRIPCIÓN 
Toda acción de indemnización prescribe en 
los plazos y en las formas que dispone el 
artículo 1131 del código de comercio 
colombiano. 

 
CLÁUSULA 13. - DISPOSICIONES 
LEGALES. 

 
La presente póliza es ley entre las partes 
pero, en las materias y asuntos no previstos 
y resueltos en 

 
Este contrato, tendrán aplicación las 
disposiciones contenidas en las leyes de la 
república de Colombia. 

CLÁUSULA 14.  DOMICILIO 
 

Sin perjuicio de las disposiciones 
procesales, para los efectos relacionados 
con el presente contrato se fija como 
domicilio de las partes la ciudad de Bogotá, 
en la república de Colombia. 
 


